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1) TEXTO DE LA CITACIÓN 
“Montevideo, 10 de junio de 2011. 


La CÁMARA DE SENADORES se reunirá en 
Sesión ordinaria, el próximo martes 14 de junio, a la 
hora 9:30, a fin de informarse de los asuntos entrados 
y considerar el siguiente 


ORDEN DEL DÍA 


Discusión general y particular de los siguientes 
proyectos de ley: 


1%) por el que se modifica la edad límite para el 
pase a retiro obligatorio de los señores Oficiales del 
Cuerpo de Servicios Generales de la Fuerza Aérea. 

Carp. N”* 526/11- Rep. N” 306/11 


2%) por el que se establece el proceso de restitu- 
ción de personas de menos de dieciséis años de edad, 
trasladadas o retenidas ilícitamente. 

Carp. N* 495/11 - Rep. N* 307/11 


3%) Informe de la Comisión de Defensa Nacional 
relacionado con la solicitud de venia remitida por el 
Poder Ejecutivo, a fin de conferir el ascenso al grado 
de Coronel de la Fuerza Aérea Uruguaya, con fecha 
1% de febrero de 2011, a varios señores Tenientes 
Coroneles. 

Carp. N”* 510/11 - Rep. N* 305/11 


4%) Informe de la Comisión de Asuntos Adminis- 
trativos relacionado con la solicitud de venia remi- 
tida por el Poder Ejecutivo, a fin de destituir de su 
cargo: 


-a una funcionaria del Ministerio de Salud Pú- 
blica, Hospital Pasteur, dependiente de la Adminis- 
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16) Solicitud de venia del Poder Ejecutivo 
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- Concedida. 
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Solicitud de venia del Poder Ejecutivo 
para destituir de sus cargos a varios 
funcionarios públicos........oo.oomcocconcnn.... 254 


- El Senado, en Sesión secreta, concedió 
las venias solicitadas. 


19) Levantamiento de la Sesión...........om...... 299 


tración de los Servicios de Salud del Estado. (Plazo 
constitucional vence el 27 de junio de 2011.) 
Carp. N” 509/11 - Rep. N* 293/11 


-a una funcionaria del Ministerio de Educación y 
Cultura, Instituto de Investigaciones Biológicas “Cle- 
mente Estable”. (Plazo constitucional vence el 21 de 
agosto de 2011.) 

Carp. N” 554/11 - Rep. N* 308/11 


-a una funcionaria del Ministerio de Salud Públi- 
ca, Servicios Asistenciales de la Dirección General de 
la Salud. (Plazo constitucional vence el 28 de agosto 
de 2011.) 

Carp. N” 560/11 - Rep. N* 309/11 


-a una funcionaria del Ministerio de Salud Públi- 
ca, Centro Departamental de Treinta y Tres. (Plazo 
constitucional vence el 10 de agosto de 2011.) 

Carp. N” 543/11 - Rep. N* 310/11 


-a una funcionaria del Ministerio de Economía y 
Finanzas, Dirección General Impositiva. (Plazo cons- 
titucional vence el 11 de agosto de 2011.) 

Carp. N” 548/11 - Rep. N* 311/11 


Gustavo Sánchez Piñeiro 
Secretario 


Hugo Rodríguez Filippini 
Secretario.” 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Abreu, 
Agazzi,  Amorín, Baráibar, Bordaberry, 
Chiruchi, Couriel, Da Rosa, Gallinal, Gallo 
Imperiíale, Gamou, Heber, Larrañaga, Lorier, 
Martínez, Michelini, Moreira (Carlos), 
Moreira (Constanza), Nin Novoa, Obispo, 
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Pasquet, Penadés, Rubio, Saravia, Solari, 
Tajam, Topolansky, Viera y Xavier. 


FALTAN: con licencia, la señora Senadora 
Dalmás, y con aviso, el señor Senador Lacalle 
Herrera. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está 
abierta la Sesión. 


(Es la hora 9 y 39 minutos.) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñei- 
ro).- “La Presidencia de la Asamblea General destina 
Mensajes del Poder Ejecutivo a los que acompañan 
los siguientes proyectos de ley: 


- por el que se autoriza la salida del territorio na- 
cional de los Buques ROU 23 “Maldonado” con 40 
(cuarenta) tripulantes y ROU 11 “Río Negro” con 16 
(dieciséis) tripulantes de la Aeronave Mentor T-34 C1 
con 5 (cinco) tripulantes y 35 (treinta y cinco) efec- 
tivos del Cuerpo Fusileros Navales, un Jefe de Misión 
con Estado Mayor compuesto por 6 (seis) integran- 
tes a efectos de participar en el ejercicio combinado 
“ACRUX V” entre el 14 y el 24 de agosto de 2011, 
con escalas en los Puertos de Buenos Aires, Zárate e 
Ibucuy de la República Argentina. 


- por el que se autoriza la salida del territorio na- 
cional de una delegación del Ejército Nacional a efec- 
tos de participar en el Desfile Militar Conmemorativo 
del “Bicentenario de la Firma del Acta de la Indepen- 
dencia de la República Bolivariana de Venezuela y Día 
de la Fuerza Armada Nacional Bolivariana”, desde el 
28 de junio hasta el 7 de julio de 2011, en la ciudad 
de Caracas, República Bolivariana de Venezuela. 

- ALA COMISIÓN DE DEFENSA NACIONAL. 


El Poder Ejecutivo remite los siguientes Mensajes: 


- por los que comunica la promulgación de los si- 
guientes proyectos de ley: 


- por el que se prorroga por el término de ciento 
veinte días el plazo dispuesto por el artículo 4” de la 
Ley N* 18.711, de 22 de diciembre de 2010, relati- 
vo al estado de emergencia sanitaria de la asistencia 
anestésico-quirúrgica de la población usuaria de los 
servicios de salud del sector público en todo el terri- 
torio nacional. 
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- por el que se autoriza la salida del territorio na- 
cional de la Plana Mayor y Tripulantes de los Buques 
ROU 04 “General Artigas” con Helicóptero embarca- 
do, ROU 02 “Comandante Pedro Campbell” y de la 
Aeronave Armada 871, a efectos de participar en el 
Ejercicio “ATLANTIS” a llevarse a cabo en la Repú- 
blica Federativa del Brasil entre el 1* y el 21 de junio 
de 2011. 


- por el que comunica que ha dictado la resolución 
correspondiente por la cual se designa como Vicepre- 
sidente en el Directorio de la Administración de las 
Obras Sanitarias del Estado al doctor Daoiz Uriarte 
Araújo. 

- AGRÉGUENSE A SUS ANTECEDENTES Y AR- 
CHÍVENSE. 


- por el que solicita la venia correspondiente para 
destituir de sus cargos a una funcionaria y a un funcio- 
nario del Ministerio de Salud Pública y a una funcio- 
naria del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. 

- ALA COMISIÓN DE ASUNTOS ADMINISTRA- 
TIVOS. 


- por el que solicita la venia correspondiente, de 
conformidad con lo dispuesto por el numeral 12 del 
artículo 168 de la Constitución de la República: 


- para acreditar en calidad de Embajador Extraor- 
dinario y Plenipotenciario de la República ante el Go- 
bierno de la República de Costa Rica, al señor Fer- 
nando Marr Merello. 


- para acreditar en calidad de Embajador Extraordi- 
nario y Plenipotenciario del Gobierno de la República 
ante el Gobierno de Malasia, al señor Gerardo Prato. 

-A LA COMISIÓN DE ASUNTOS INTERNACIONALES. 


La Cámara de Representantes remite aprobados 
los siguientes proyectos de ley: 


- por el que se aprueba la adhesión a la Conven- 
ción Internacional sobre la Represión y el Castigo del 
Crimen del Apartheid, aprobada por la Asamblea Ge- 
neral de las Naciones Unidas. 

- ALA COMISIÓN DE ASUNTOS INTERNACIO- 
NALES. 


- por el que se incluye a los funcionarios de la 
Prefectura Nacional Naval en el inciso primero del 
artículo 46 de la Ley N” 18.191, de 14 de noviembre 
de 2007, relativo a la fiscalización de la normativa de 
tránsito vehicular. 

- A LA COMISIÓN DE TRANSPORTE Y OBRAS 
PÚBLICAS. 


Asimismo, comunica que ha aprobado los siguien- 
tes proyectos de ley: 
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- por el que se aprueba el Protocolo al Acuerdo 
Marco sobre Comercio e Inversión de 2007 entre la 
República Oriental del Uruguay y los Estados Unidos 
de América sobre Facilitación de Comercio, firmado 
el 2 de octubre de 2008 en Washington D.C., Estados 
Unidos de América. 


- por el que se aprueba el Acuerdo Marco de Co- 
operación entre el Gobierno de la República Oriental 
del Uruguay y el Gobierno de la República Socialista 
de Vietnam, suscrito en la ciudad de Hanoi, República 
Socialista de Vietnam, el 19 de noviembre de 2007. 


- por el que se autoriza la salida de país de una de- 
legación del Ejército Nacional a efectos de participar 
en la competencia “Fuerzas Comando 2011” a llevar- 
se a cabo en la ciudad de San Salvador, República de 
El Salvador, entre el 6 y el 23 de junio de 2011. 

- AGRÉGUENSE A SUS ANTECEDENTES Y AR- 
CHÍVENSE. 


La Comisión de Asuntos Administrativos eleva in- 
formadas las solicitudes de venia remitidas por el Po- 
der Ejecutivo a los efectos de destituir de sus cargos 
a dos funcionarias del Ministerio de Salud Pública, a 
una funcionaria del Ministerio de Educación y Cul- 
tura y a una funcionaria del Ministerio de Economía 
y Finanzas. 

- HAN SIDO REPARTIDAS Y ESTÁN INCLUIDAS 
EN EL ORDEN DEL DÍA DE LA SESIÓN DE HOY. 


La Comisión Nacional Honoraria del Discapacitado 
remite nota en respuesta a las palabras pronunciadas 
por el señor Senador Gustavo Penadés en la Sesión del 
6 de abril, relacionadas con la reglamentación de la 
Ley N* 18.651, de 19 de febrero de 2010, sobre Protec- 
ción Integral a las Personas con Discapacidad. 

- TÉNGASE PRESENTE. 


La Junta Departamental de Artigas remite copia de 
la versión taquigráfica de las palabras pronunciadas 
por el señor Edil Alejandro Silvera, relacionadas con el 
trasiego de garrafas de gas brasileñas hacia Uruguay a 
través del Puente Internacional de la Concordia. 


La Junta Departamental de San José remite copia 
de la moción presentada por los señores Ediles Nel- 
son Cabrera y Gonzalo Simone, sobre la derogación 
de la Ley de Caducidad. 

- TÉNGANSE PRESENTES.” 


4) PROYECTOS PRESENTADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de un pro- 
yecto presentado. 


(Se da del siguiente:) 
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SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñei- 
ro).- “El señor Senador Jorge Larrañaga presenta, 
con exposición de motivos, un proyecto de ley por el 
que se crea el “Fondo de Solidaridad de Infortunios 
Violentos”.” 

- ALA COMISIÓN DE ASUNTOS LABORALES Y 


SEGURIDAD SOCIAL. 
(Texto del proyecto de ley presentado:) 
“Exposición de Motivos 


La violencia que se ha instaurado en nuestra so- 
ciedad, a pesar de los esfuerzos de las autoridades 
para superarla, día a día, cobra más vidas generan- 
do a su vez terribles situaciones de desamparo en las 
personas dependientes de las víctimas. 


Así es que mediante este proyecto de ley se pre- 
tende entregar una prestación a aquellas personas 
que, integrantes del núcleo familiar de las víctimas 
de violencia, revistan determinadas características. 


Los hijos menores, los hijos con discapacidad y la 
o el cónyuge y/o concubino o concubina son quienes 
estarían habilitados para solicitar se haga efectiva 
la prestación que se pretende sea independiente de 
toda otra percibida sea en el ámbito público o privado. 


En mérito a que la motivación que determina el 
presente proyecto es que se pretende que esta pres- 
tación sea cobrada durante el resto de la vida de los 
beneficiarios cónyuge o concubino/a e hijos con dis- 
capacidad, no así aquellos que lleguen a la mayoría de 
edad, momento en que cesaría esta. Este cobro cesa 
con el fallecimiento de la persona en la medida que 
se trata de una prestación personal y no transferible. 


Se crea, asimismo, el “Fondo de solidaridad de 
Infortunios Violentos”, el que estará financiado con 
cargo a los seguros que se comercializan tanto a nivel 
público como privado, así como con el aporte del Esta- 
do. Para efectivizar esta propuesta, se faculta al Poder 
Ejecutivo a crear un impuesto equivalente al uno por 
ciento de todos los seguros comercializados en el país. 


Finalmente y dada la complejidad de instrumenta- 
ción de esta propuestas de política pública es que se 
deja en manos de la reglamentación posterior del Po- 
der Ejecutivo todos los detalles del presente Instituto. 


Proyecto de Ley 


Artículo 1? - Facúltase al Poder Ejecutivo a abo- 
nar el equivalente a dos salarios mínimos nacionales 
a aquellas personas que en mérito a la violencia ins- 
taurada en la sociedad, pierdan a un integrante de su 
núcleo familiar, víctima de un delito. 
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Artículo 2.- La prestación establecida en el ar- 
tículo anterior, se abonará sin perjuicio de las demás 
prestaciones que se perciban por parte de otras enti- 
dades públicas o privadas. 


Artículo 37.- Esta prestación será recibida por la 
persona que -siendo mayor de edad- se haga cargo de 
los hijos menores o personas con discapacidad exis- 
tentes en la familia víctima de la violencia. 


Artículo 4.- Este monto será percibido durante 
el resto de la vida de la o el cónyuge o concubina o 
concubino del fallecido o fallecida, así como por los 
hijos con discapacidad y los hijos menores hasta su 
mayoría de edad. 


Artículo 5.- Cada integrante de la familia que 
revista las características del artículo 4”, será benefi- 
ciario individual de la prestación señalada en el artí- 
culo 1%, hasta llegar a un monto total sumado como 
máximo del núcleo familiar que ascienda a siete sala- 
rios mínimos nacionales. 


Artículo 6“.- El fallecimiento del beneficiario 
operará la extinción de la prestación servida. 


Artículo 7*.- Créase el “Fondo de solidaridad de 
Infortunios Violentos”, el que estará integrado por los 
aportes provenientes del uno por ciento de los segu- 
ros que se comercialicen tanto por el Banco de Segu- 
ros del Estado, cuanto por las aseguradoras privadas 
así como con el aporte del Estado. Este último será 
con cargo a rentas generales. 


Artículo 8".- Facúltese al Poder Ejecutivo a crear 
sobre los seguros que se comercialicen a los efectos 
de la financiación del “Fondo de solidaridad de Infor- 
tunios Violentos” que se crea por el artículo anterior. 


Artículo _9%.- La forma en que se entregará la 
prestación, la entidad pública que se encargará de 
hacerla efectiva sí como el contralor de los requisitos 
exigidos para ser beneficiario de la misma, serán de- 
terminados por la reglamentación. 


Artículo 107.- La presente ley será reglamentada 
en un lapso de 30 días a partir de su publicación. 


Artículo 11*.- Comuníquese, publíquese. 
Jorge Larrañaga. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de otro pro- 
yecto presentado. 


(Se da del siguiente:) 
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SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñei- 
ro).- “El señor Senador Ope Pasquet presenta, con 
exposición de motivos, un proyecto de ley por el que 
se modifican disposiciones de la Ley N* 15.750, de 24 
de junio de 1985, Ley Orgánica de la Judicatura y de 
Organización de los Tribunales.” 

- ALA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN Y LEGIS- 
LACIÓN, 


(Texto del proyecto de ley presentado:) 
“Exposición de Motivos 


Por Resolución de fecha 1” de junio del corriente 
año 2011, recaída en un asunto en el que la conducta 
de una jueza dio lugar a una información de prensa 
y suscitó diversos comentarios públicos, la Suprema 
Corte de Justicia expresó que la inobservancia del de- 
ber de imparcialidad constituye una falta ética. En el 
mismo acto dejó implícito que dicho comportamiento 
no configura, a juicio de la Corporación, la violación 
de un deber jurídico, en cuanto dispuso el archivo de 
las actuaciones. 


El suscrito no tiene el honor de compartir el cri- 
terio de la Corte, en el sentido de la irrelevancia dis- 
ciplinaria de la violación, por parte de los jueces, del 
deber de imparcialidad. 


La Ley 17.060 de 23 de diciembre de 1998 es 
aplicable a todos los funcionarios de los Poderes Eje- 
cutivo, Legislativo y Judicial, porque así lo dispone 
expresamente su artículo primero. 


Y bien: el artículo 21 de la ley citada establece: 
“Los funcionarios públicos observarán los principios 
de respeto, imparcialidad, rectitud e idoneidad y evi- 
tarán toda conducta que importe un abuso, exceso o 
desviación de poder, y el uso indebido de su cargo o 
su intervención en asuntos que puedan beneficiarlos 
económicamente o beneficiar a personas relaciona- 
das directamente con ellos. Toda acción u omisión en 
contravención del presente artículo hará incurrir a 
sus autores en responsabilidad administrativa, civil o 
penal, en la forma prescripta por la Constitución de 
la República y las leyes”. 


La claridad y contundencia del texto transcripto 
eximen de comentarios. 


Sin perjuicio de ello y a mayor abundamiento, 
parece conveniente introducir en la Ley 15.750 de 
24 de junio de 1985, Orgánica de la Judicatura, 
disposiciones que establezcan que los jueces de- 
ben actuar de conformidad con los principios de 
independencia, imparcialidad, probidad, idonei- 
dad, decoro y respeto, y que la violación de tales 
deberes constituye falta grave que justifica la im- 
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posición de las correspondientes sanciones disci- 
plinarias. 


Al fin indicado apunta el proyecto de ley que se 
presenta, que consta de tres artículos. 


Por el primero de ellos se consagran los deberes 
antes enunciados, se establece que su violación se 
considerará falta grave y se comete a la Suprema 
Corte de Justicia la correspondiente reglamentación. 
La importancia de esta disposición justifica que se 
ubique en el artículo 88 de la ley de referencia, que 
es el primero de la Sección II de la misma, titulada 
“Deberes, prohibiciones e incompatibilidades”. 


El segundo artículo del proyecto restablece, como 
artículo 88 bis, el texto del artículo 88 hoy vigente, 
relativo al deber de los jueces de domiciliarse en el 
lugar donde tenga asiento la sede en la que prestan 
servicios. 


El artículo tercero del proyecto agrega un nume- 
ral al artículo 94 de la ley, que manda a los jueces 
abstenerse de ciertas conductas. El numeral tercero 
que se incorpora dispone que ellos se abstendrán de 
toda conducta pública que pueda suscitar dudas a 
cualquier observador razonable acerca de su impar- 
cialidad. La figura del “observador razonable” la he 
tomado del Código Modelo Iberoamericano de Ética 
Judicial. Me parece que constituye una referencia 
necesaria para evaluar la conducta de los magis- 
trados judiciales, ya que por la altísima relevancia 
social de la función que ellos desempeñan, su ac- 
tuación interesa no solo a las partes en el proce- 
so, sino a la opinión pública toda. Cuando un juez 
actúa públicamente -la vida privada queda fuera de 
estas consideraciones, obviamente- de manera que 
pueda ser razonablemente percibida como violatoria 
del deber de imparcialidad, resulta menoscabado el 
prestigio de la Justicia y no solamente el interés de 
las partes en el proceso de que se trate. De ahí que 
sea necesario establecer normas que al mismo tiem- 
po habiliten y obliguen a la Suprema Corte de Justi- 
cia a ejercer sus poderes disciplinarios, con el fin de 
preservar la buena reputación de los magistrados, la 
confianza de la ciudadanía en su ecuanimidad y, por 
esa vía, la debida consideración pública del Poder 
Judicial como el puntal que es de la institucionali- 
dad republicana. 


Proyecto de Ley 


Se agregan disposiciones a la Ley No. 15.750, Or- 
gánica de la Judicatura, de 24 de junio de 1985. 


Artículo 1". Sustitúyese la redacción del artículo 
88 de la Ley 15.750, de 24 de junio de 1985 por la 
que a continuación se enuncia: 
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Artículo 88. Los Jueces deberán ajustar su conduc- 
ta a los principios de independencia, imparcialidad, 
probidad, idoneidad, decoro y respeto. 


La Suprema Corte de Justicia reglamentará lo dis- 
puesto en el inciso precedente. 


El incumplimiento de los deberes enunciados se 
considerará falta grave, a los efectos de la imposición 
de las correcciones disciplinarias establecidas por el 
artículo 114 de la presente ley. 


Artículo 2". Agrégase, a continuación del artículo 
88 de la Ley 15.750 de 24 de junio de 1985, lo siguiente: 


Artículo 88 bis. Todos los jueces deberán domici- 
liarse en el lugar donde tenga asiento la sede en que 
presten servicios. 


La infracción a este precepto podrá ser causa bas- 
tante para la destitución. 


En los departamentos del interior de la República, 
el Estado proveerá lo necesario para lograr la radica- 
ción de los Jueces en sus respectivas sedes. 


Los Jueces deberán asistir a sus despachos con la re- 
gularidad que requiera el mejor desempeño del servicio. 


Artículo 3%. Agrégase al artículo 94 de la Ley 
15.750 de 24 de junio de 1985, el siguiente numeral: 


39) De toda conducta pública que pueda hacer du- 
dar, a un observador razonable, de su imparcialidad 
en los asuntos que por ley están llamados a fallar. 


Oper Pasquet. Senador”. 


5) INASISTENCIAS ANTERIORES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dando cumplimiento a 
lo que establece el artículo 53 del Reglamento del Se- 
nado, dese cuenta de las inasistencias a las anteriores 
convocatorias del Cuerpo y de sus Comisiones. 


(Se da de las siguientes:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- A la Sesión ordinaria del 8 de junio faltaron, con 
aviso, los señores Senadores Abreu, Da Rosa y Gallinal. 


A la Sesión de la Comisión de Salud Pública del 7 de 
junio faltó, con aviso, el señor Senador Lacalle Herrera. 


A la Sesión de la Comisión de Vivienda y Ordena- 
miento Territorial del 7 de junio faltó, con aviso, el 
señor Senador Chiruchi. 
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A la Sesión de la Comisión de Transporte y Obras 
Públicas del 8 de junio faltaron, con aviso, los señores 
Senadores Moreira y Viera. 


A la Sesión de la Comisión de Asuntos Internacio- 
nales del 9 de junio faltó, con aviso, el señor Senador 
Larrañaga. 


A la Sesión de la Comisión de Ganadería, Agricul- 
tura y Pesca del 9 de junio faltaron, con aviso, los 
señores Senadores Bordaberry, Nin Novoa y Saravia. 


6) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRA- 
CIÓN DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se comunica que con 
motivo de la licencia concedida al señor Senador 
Alfredo Solari por el día 15 de junio, el señor Isaac 
Umansky ha presentado nota de desistimiento, infor- 
mando que por esta vez no acepta la convocatoria a 
integrar el Cuerpo, por lo que se convoca a la señora 
Martha Montaner, a quien ya se ha tomado la prome- 
sa de estilo. 


Léase una solicitud de licencia. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 14 de junio de 2011. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Cr. Danilo Astori 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Por la presente y de acuerdo a lo dispuesto en la 
Ley 17827, inciso D, solicito a Usted se me conceda 
licencia desde el día 28 de junio hasta el 17 de julio 
inclusive, del corriente año. 


La misma tiene por objeto corresponder a la in- 
vitación de la Secretaría General de la Internacional 
Socialista, para asistir a la próxima Sesión del Con- 
sejo de la Internacional Socialista, a celebrarse en la 
ciudad de Atenas, Grecia, en la Sede del Movimiento 
Panhelénico Socialista (PASOK). Este consejo sesio- 
nará para abordar temas como la situación en el Nor- 
te de África y Oriente Medio, la situación en Fukushi- 
ma, Japón, y el futuro de la energía nuclear. 


Sin otro particular, saludo a Usted con mi mayor 
cortesía, 
Rafael Michelini. Senador.” 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-16 en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se comunica que el señor Felipe Michelini ha pre- 
sentado nota de desistimiento, informando que por 
esta vez no acepta la convocatoria a integrar el Cuer- 
po, por lo que queda convocado el señor Antonio Ga- 
llicchio, a quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 14 de junio de 2011. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Danilo Astori 
Presente 


De mi mayor consideración: 

A través de la presente, solicito al Cuerpo me 
conceda licencia al amparo del artículo 1% de la Ley 
N* 17.827, de 14 de setiembre de 2004, por motivos 
personales, los días 14 y 15 de junio de 2011. 


Sin otro particular, saluda al Señor Presidente 
muy atentamente, 


Susana Dalmás. Senadora.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 

-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Queda convocado el señor Ruben Obispo, a quien 
ya se ha tomado la promesa de estilo. 
7) 100 AÑOS DEL BALNEARIO LA FLORESTA 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa a la 
Media Hora Previa. 


Tiene la palabra el señor Senador Penadés. 
SEÑOR PENADÉS.- Señor Presidente: en estos 


días se están conmemorando los 100 años de fun- 
dación del balneario La Floresta, departamento de 
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Canelones. Por ese motivo, me permito sugerir que 
los Gobiernos Nacional y Departamental prevean una 
serie de eventos que resalten la fundación de este 
precioso lugar en la costa del departamento de Ca- 
nelones, que tiene una gran historia y la particulari- 
dad de ser un balneario típicamente uruguayo, con 
vecinos uruguayos, fundamentalmente oriundos del 
propio departamento de Canelones. Entendemos, por 
un lado, que el Gobierno Departamental debería pro- 
mover ante el Gobierno Nacional la declaración de 
feriado no laborable para esa ciudad balnearia y, por 
otro, que debería pensarse en la realización de una 
serie de eventos que permitan resaltar este primer 
centenario de la ciudad. 


Desde el Senado de la República queremos sumar 
nuestra voz a las actividades que están organizando 
algunos vecinos de La Floresta, junto con el Alcal- 
de de la ciudad. Consideramos que las autoridades 
nacionales -especialmente el Ministerio de Turismo 
y Deporte- deben dar a este acontecimiento el resal- 
te que merece. En este sentido, esperamos que tan- 
to la Intendencia Municipal de Canelones como el 
Gobierno nacional organicen actividades de carácter 
cultural y deportivo y realicen la necesaria inversión 
en infraestructura para que esta zona, que lamenta- 
blemente ha quedado un poco detenida en el tiempo 
en cuanto a su promoción, vuelva a tener la prepon- 
derancia que tenía en el pasado como opción turística 
de la costa de nuestro país. En síntesis, es necesario 
resaltar los valores de este balneario, realmente muy 
bello y tranquilo. 


Entre otras medidas, creo que debería pensarse 
en la extensión del trayecto que cumplen algunos de 
los servicios de pasajeros de la Administración de Fe- 
rrocarriles del Estado hasta la Estación La Floresta y, 
de esa manera, brindar jerarquía al transporte de fe- 
rrocarrtil, que en su momento cumplió un importante 
rol de traslado, fundamentalmente de gente trabaja- 
dora, hacia Pando y Atlántida. 


En este sentido, sumamos nuestra voz para salu- 
dar al balneario La Floresta en su centenario, a la 
vez que trasmitimos la inquietud que nos han hecho 
llegar muchos vecinos de la zona -especialmente el 
profesor Juan Carlos Ratto, que es un vecino de larga 
data en ese balneario- en el sentido de que los festejos 
del aniversario tengan la jerarquía que merecen. 


Por lo expuesto, solicito que la versión taquigrá- 
fica de mis palabras sea enviada a los Ministerios de 
Turismo y Deporte y de Transporte y Obras Públicas, 
a la Administración de Ferrocarriles del Estado, a la 
Intendencia y a la Junta Departamental de Canelones 
y a la Alcaldía de la ciudad de La Floresta. 


Muchas gracias. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite 
solicitado por el señor Senador. 


(Se vota:) 


-17 en 18. Afirmativa. 


8) GUILLERMO VALLES GALMÉS. DESIGNA- 
CIÓN COMO DIRECTOR DE COMERCIO DE 
BIENES, SERVICIOS Y COMMODITIES DE 
LA UNCTAD 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la Me- 
dia Hora Previa, tiene la palabra el señor Senador 
Bordabertry. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señor Presidente: la 
Conferencia de Naciones Unidas sobre Comercio 
y Desarrollo -UNCTAD- fue creada en 1964 y pro- 
mueve la integración de los países en desarrollo en 
la economía mundial, dentro de un marco propicio 
para el progreso. La organización ha evolucionado 
gradualmente hasta llegar a convertirse en una auto- 
ridad basada en el conocimiento, cuya labor tiene por 
objeto orientar los debates actuales sobre las políticas 
y la reflexión en materia de desarrollo, velando espe- 
cialmente por que las políticas nacionales y la acción 
internacional se complementen mutuamente para 
lograr un desarrollo sostenible. Para cumplir este 
mandato, la organización desempeña tres funciones 
claves: actúa como un foro de deliberaciones intergu- 
bernamentales, lleva a cabo investigaciones, analiza 
políticas y reúne datos para las deliberaciones entre 
los expertos y los representantes de los gobiernos y 
ofrece asistencia técnica adaptada a las necesidades 
específicas de los países en desarrollo. El comercio 
internacional es uno de los temas fundamentales que 
se consideran en la UNCTAD, que actualmente está 
compuesta por 193 países miembros. 


En el día de ayer fue designado Director de Co- 
mercio de Bienes, Servicios y Commodities de la Con- 
ferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y De- 
sarrollo -que es el cargo número dos o tres de esta 
importante organización de las Naciones Unidas- el 
Embajador uruguayo Guillermo Valles Galmés. Con- 
sidero que todos debemos tener en cuenta lo que sig- 
nifica esta gran distinción para el Uruguay. Guillermo 
Valles Galmés es un diplomático de carrera con más 
de 30 años de experiencia. Se graduó en la Facultad 
de Derecho de la Universidad de la República del Uru- 
guay con el título de Doctor en Diplomacia y participó 
en numerosas negociaciones bilaterales y multilatera- 
les, incluidas las que llevaron al establecimiento del 
Mercosur, a la conclusión de la Ronda Uruguay y al 
inicio de las negociaciones comerciales entre el Mer- 
cosur y la Unión Europea. En el año 2004, Guillermo 
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Valles Galmés fue nombrado Embajador de Uruguay 
ante las Naciones Unidas, la Organización Mundial 
del Comercio y las demás organizaciones internacio- 
nales con sede en Ginebra. Durante los últimos tiem- 
pos y hasta hace poco más de un año, desempeñó el 
cargo de Presidente del Grupo de Negociación sobre 
las Normas, en la Ronda de Doha. 


Señor Presidente: la designación del Embajador 
Valles en un cargo tan importante es un honor para 
el país y, además, llega en un buen momento, por 
un lado, porque en el día de mañana recibiremos al 
Secretario General de las Naciones Unidas, el señor 
Ban Ki-moon y, por otro, porque el funcionamiento 
del Ministerio de Relaciones Exteriores no se va a 
ver resentido, ya que el Embajador Valles, profesional 
diplomático de larguísima carrera, hace un año fue 
sustituido en su cargo ante la Organización Mundial 
del Comercio, habiendo sido destinado a un cargo de 
poca importancia dentro del Ministerio. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras 
sea enviada al Embajador Guillermo Valles Galmés y 
al Ministerio de Relaciones Exteriores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite 
solicitado por el señor Senador Bordaberry. 


(Se vota:) 


-18 en 19. Afirmativa. 


9) INFORME SOBRE COOPERACIÓN 
INTERNACIONAL 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la Me- 
dia Hora Previa, tiene la palabra el señor Senador 
Baráibar. 


SEÑOR BARÁIBAR.- En el mes de diciembre de 
2010, cuando se promulgó la Ley de Presupuesto 
N* 18.719, se estableció la creación de la Agencia 
Uruguaya de Cooperación Internacional: AUCI. Este 
nuevo diseño institucional para la cooperación uru- 
guaya, que consolida el proceso de transformación 
iniciado en el año 2007 para mejorar la gestión y la 
coordinación de los recursos de cooperación, es una 
nueva organización que posibilita enfrentar oportuni- 
dades y desafíos. 


Los cometidos de la AUCI apuntan, como ac- 
tor central, a mejorar y potenciar la cooperación 
interinstitucional; acentuar aspectos como la trans- 
parencia de la gestión y la viabilidad y la sustentabi- 
lidad de los proyectos; difundir y promover el acceso 
de distintas instituciones del Estado a los recursos de 
la cooperación internacional, y acumular y asimilar 
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aprendizajes y buenas prácticas en la materia. Asi- 
mismo, continuando el proceso de sistematización 
de la información sobre la cooperación existente y 
su integración con los procesos de toma de decisión 
política, se procura maximizar el impacto de dichos 
procesos en el desarrollo nacional. 


Debemos decir que la AUCI está presidida por el 
Prosecretario de la Presidencia, doctor Diego Cáne- 
pa, y su Dirección Ejecutiva está a cargo de Martín 
Rivero. 


En el día de ayer tuvimos oportunidad de participar 
en un seminario convocado precisamente por la AUCI 
para examinar el posicionamiento de Uruguay como 
país de renta media en el escenario de la cooperación 
internacional. Se trató de un trabajo muy positivo que 
se llevó a cabo durante todo el día -aunque yo me tuve 
que retirar a las 18 horas porque tenía reunión de 
Bancada-, en el que estuvieron presentes las personas 
encargadas de la cooperación en las distintas depen- 
dencias del Estado y de las Intendencias, así como re- 
presentantes de los organismos internacionales como 
la Unión Europea, el Banco Interamericano de De- 
sarrollo, el PNUD, la cooperación española y algunos 
embajadores, como el de España y el de México. 


Personalmente, fui invitado por una circunstancia 
muy particular: en el año 2008 participé en el Tercer 
Foro sobre la Cooperación Internacional realizado en 
Accra, Ghana, invitado por el BID, para estudiar y hacer 
una ponencia sobre la gestión por resultados, que es en 
el tema que estamos trabajando en el PRODEV del BID. 


También debo decir que, en su momento, el Se- 
nado editó un informe que realicé sobre la reunión 
en un CD y, pasado el tiempo, vemos que el material 
aportado fue muy bueno, ya que fue distribuido a to- 
dos los participantes -entre 40 y 50 personas- de la 
reunión de ayer, comprobando el desconocimiento de 
los documentos que él contiene. 


Se realizaron cuatro mesas redondas: cooperación 
internacional y políticas públicas para el desarrollo; 
configuración del sistema nacional de cooperación 
internacional; la estrategia uruguaya de cooperación 
Sur-Sur y triangular; y Uruguay en el escenario de la 
cooperación internacional. Todos estos temas fueron 
desarrollados ampliamente; naturalmente, en el día 
de hoy no tengo tiempo para explayarme, pero pienso 
hacerlo en las próximas jornadas, refiriéndome, in- 
cluso, a la cooperación internacional en el Uruguay 
con datos muy interesantes que fueron presentados 
por el politólogo Martín Rivero, que ayudan a la trans- 
parencia y demuestran que la cooperación interna- 
cional -que muchas veces circula por ámbitos poco 
conocidos o publicitados- tiene mucha importancia. 
Por tanto, me parece de suma importancia la crea- 
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ción, instalación y desarrollo de la AUCI para organi- 
zar y coordinar la cooperación internacional. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis pala- 
bras sea enviada a la Presidencia de la República, a 
la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y al Mi- 
nisterio de Relaciones Exteriores -estos tres ámbitos 
integran el Directorio de AUCI-, a las Comisiones de 
Asuntos Internacionales del Senado y de la Cámara 
de Representantes y a AUCI. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite 
solicitado por el señor Senador Baráibar. 


(Se vota:) 


-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


10) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de un asun- 
to entrado fuera de hora. 


(Se da del siguiente:) 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñei- 
ro).- “El Poder Ejecutivo remite Mensaje por el que 
solicita la venia correspondiente para conferir ascen- 
sos al grado de Coronel del Ejército Nacional, con fe- 
cha 1? de febrero de 2011, a varios señores Tenientes 
Coroneles”. 

- ALA COMISIÓN DE DEFENSA NACIONAL. 


11) OFICIALES DEL CUERPO DE SERVICIOS 
GENERALES DE LA FUERZA AÉREA 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa al Or- 
den del Día con la consideración del asunto que figura 
en primer término: “Proyecto de ley por el que se modi- 
fica la edad límite para el pase a retiro obligatorio de los 
señores Oficiales del Cuerpo de Servicios Generales de 
la Fuerza Aérea. (Carp. N* 526/11 - Rep. N* 306/11)”. 


(Antecedentes: ) 


“Carp. N* 526/11 
Rep N* 306/11 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 
La Cámara de Representantes de la República 


Oriental del Uruguay, en sesión de hoy, ha sanciona- 
do el siguiente 
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Proyecto de Ley 


Artículo 1”.- El Personal Superior que ingrese al 
Cuerpo de Servicios Generales de la Fuerza Aérea, 
reglamentado por el Decreto N* 373/994, de 23 de 
agosto de 1994, modificativos y concordantes, pasará 
a situación de retiro obligatorio por haber alcanzado 
el límite de edad que se establece a continuación: 


Años 
Teniente Coronel 67 
Mayor 66 
Capitán 65 
Teniente 1? 60 
Teniente 2* 58 
Alférez 56 


Artículo 2?.- El Personal Superior actualmente in- 
tegrante de dicho Cuerpo podrá optar, por escrito di- 
rigido al Ministerio de Defensa Nacional, en el plazo 
de noventa días a partir de la vigencia de la presente 
ley, por acogerse a la misma. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, 
en Montevideo, a 13 de abril de 2011. 


Horacio Yanes, 3er. Vicepresidente; Virginia 
Ortiz, Secretaria. 


Comisión de Defensa Nacional 
Informe 
Señores Representantes: 


La Comisión de Defensa Nacional de la Cámara 
de Representantes, ha analizado el proyecto de ley re- 
mitido por el Poder Ejecutivo, por el cual se modifica 
la edad límite para el pase a retiro obligatorio de los 
señores Oficiales del Cuerpo de Servicios Generales 
de la Fuerza Aérea, considerando que el planteo rea- 
lizado es razonable. 


Sabemos las dificultades, en términos económi- 
cos, de mantener el personal profesional en las Fuer- 
zas Armadas; se suma a esto que la capacitación lleva 
un período más largo de lo habitual y, en realidad, 
cuando se adquiere, la edad de retiro está próxima. 


Esta situación hace que el rendimiento para la Fuer- 
za sea menor que el esperado, y la consiguiente dificul- 
tad para reemplazar a este personal altamente calificado. 
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Es por esto que la Comisión decidió recomendar al 
Plenario la aprobación del proyecto de ley. 


Sala de la Comisión, 30 de noviembre de 2010. 


Álvaro Vega Llanes, Miembro Informante; José A. 
Amy, Sebastián Da Silva. 


PODER EJECUTIVO 


Ministerio De Defensa Nacional 
Montevideo, 28 de octubre de 2010. 


Señor Presidente de la Asamblea General 
Contador don Danilo Astori. 


El Poder Ejecutivo cumple en dirigirse a ese Cuer- 
po remitiendo el presente Proyecto de Ley, que se re- 
laciona con la modificación de las edades límites para 
pasar a retiro obligatorio de los señores Oficiales del 
Cuerpo de Servicios Generales de la Fuerza Aérea. 


El artículo 116 del Decreto-Ley N* 14.157 (Or- 
gánico de las Fuerzas Armadas) de 21 de febrero de 
1974, con la redacción dada por el artículo 94 de la 
Ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990, establece 
que: “El Personal Superior de las Fuerzas Armadas se 
organizará para el Ejército Nacional, la Armada Na- 
cional y la Fuerza Aérea Uruguaya en las siguientes 
formas: 


A) Cuerpos de Comando, constituidos por los pro- 
fesionales militares egresados de las Escuelas de For- 
mación de Oficiales correspondientes. 


B) Cuerpos de Servicios Generales, constituidos 
por los Oficiales de los Servicios y los equiparados a 
Oficiales”. 


Dicho Decreto-Ley en su artículo 119 establece 
que: “Los Oficiales de los Cuerpos de los Servicios 
Generales se reclutarán de acuerdo a las reglamenta- 
ciones establecidas para cada caso.” 


Acorde a la mencionada normativa, el Cuerpo de 
los Servicios Generales de la Fuerza Aérea ha sido 
reglamentado por el Decreto N* 373/994 de 23 de 
agosto de 1994 y modificado por los Decretos Nos. 
65/997 de 4 de marzo de 1997 y 232/997 de 15 de 
julio de 1997. 


El artículo 12 del Decreto N* 373/994 de 23 de 
agosto de 1994, dispone que las edades límites para 
pasar a situación de retiro obligatorio para el Personal 
Superior de los Servicios serán las que establece el 
artículo 70 del Decreto-Ley N* 14.747 (Orgánico de 
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la Fuerza Aérea) de 28 de diciembre de 1977 para el 
escalafón “H” (Sanidad Aeroespacial). 


Este último artículo expresa que los integrantes 
del Escalafón “H” (Sanidad Aeroespacial) pasarán a 
situación de retiro obligatorio por haber alcanzado 
el límite de edad establecido en el artículo 192 del 
Decreto-Ley Orgánica de las Fuerzas Armadas antes 
citado, aumentado en ocho años en cada Grado, por 
lo cual actualmente las edades límites para el retiro 
obligatorio son las siguientes: 


Teniente Coronel 60 


Mayor 56 
Capital 52 
Teniente 1? 52 
Teniente 2* 52 
Alférez 52 


Para su sistema de ascenso de acuerdo a lo es- 
tablecido en la normativa citada, los Tenientes 2”, 
Tenientes 1” y Capitanes ascenderán por vacantes 
reales o por la tercera parte del número de su Grado 
anterior. Al Grado de Mayores y Tenientes Corone- 
les ascenderán por vacantes reales o por la cuarta 
parte del número de Capitanes y Mayores respecti- 
vamente. 


Resulta de primordial importancia para la Fuerza 
dar inmediata solución a la problemática relacionada 
con dicho personal que por la formación de nivel ter- 
ciario y universitario, se encuentra altamente califi- 
cado, siendo la labor que desempeñan de significativa 
importancia, constituyendo un fundamental soporte 
técnico, administrativo y logístico para la Fuerza en la 
realización de sus cometidos. 


Al respecto, observando con mayor detenimiento 
la situación planteada se ha podido constatar que en 
general el proceso de formación académica le insume 
a este personal entre seis (6) y ocho (8) años aproxi- 
madamente, sin perjuicio de hechos fortuitos o retra- 
sos involuntarios e independientes al tiempo normal 
de un curso lectivo de estas características. 


En la mayoría de las situaciones que son objeto 
de esta exposición, al momento de finalizar cual- 
quier carrera de Grado se encuentra al límite de 
edad comprendida para ingresar al Cuerpo de los 
Servicios Generales y en otros casos ya han excedi- 
do dicho límite por lo que deben acogerse al amparo 
de lo que establece el literal b) del artículo 6* del 
citado Decreto N* 373/994 en la redacción dada por 
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el artículo 1? del Decreto N” 65/997 de 4 de marzo 
de 1997, el cual expresa que: “Excepcionalmen- 
te el Poder Ejecutivo, por Resolución fundada y a 
propuesta del Comando General de la Fuerza Aérea 
podrá exceptuar el límite máximo de edad para in- 
gresar al Cuerpo”. 


Es menester mencionar que generalmente por la 
natural disponibilidad de vacantes establecida en el 
marco normativo regulatorio para este Cuerpo, es im- 
posible ingresar al mismo inmediatamente de alcan- 
zar las condiciones necesarias. 


Asimismo, a la situación planteada en el párrafo 
anterior se debe adicionar el tiempo que insume el 
ingreso a este Cuerpo como Alférez Precario, me- 
diante Concurso interno de oposición y meritos y el 
definitivo ascenso a este Grado tras haber aprobado 
el Curso de Capacitación Militar correspondiente, 
implica un mínimo de dos (2) años. En consecuencia 
de ello y teniendo en cuenta la edad con que se ingre- 
sa efectivamente a estos escalafones en el Grado de 
Alférez, solo pueden alcanzar el Grado de Capitán y 
permanecer en él como máximo un (1) año. 


De modo que los años que este personal presta 
servicios en este Cuerpo son escasos con respecto 
a un criterio etario y a la potencial capacidad de 
rendimientos relativos a su área de conocimiento 
especifico y aun menor en proporción al tiempo in- 
vertido para lograr tal grado de formación académi- 
ca; además de contar con un amplio conocimiento 
del funcionamiento y la metodología de trabajo en 
la Fuerza, de haber logrado fortalecer, profundizar y 
enriquecer dichos conocimientos a través de la ex- 
periencia práctica en trabajos de campo aplicables 
a estos. Todo ello sin perjuicio de que significa una 
pérdida importantísima para la Fuerza Aérea y para 
el Estado. 


Es por las razones expuestas y la preocupación 
que ellas significan, teniendo en cuenta que la Fuer- 
za no puede prescindir de este personal de forma tan 
temprana como se estipula por la normativa actual, 
que se gestiona la modificación y extensión de las 
edades de retiro obligatorio para Oficiales del Cuerpo 
de Servicios Generales de la Fuerza Aérea que ingre- 
se a los mismos en el Grado de Alférez, contemplando 
asimismo la posibilidad de extender en forma volun- 
taria a aquel personal que actualmente se encuentre 
revistando en dichos escalafones, tomando en cuenta 
como antecedente, a los efectos de la adecuación del 
régimen, lo preceptuado en la Ley N* 17.578, de 29 
de octubre de 2002. 


En tal sentido, las edades cuya sanción se propone 
son: 
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Teniente Coronel 67 


Mayor 66 
Capitán 65 
Teniente 1? 60 
Teniente 2* 58 
Alférez 56 


De lograr este cambio, la Fuerza Aérea estará con- 
servando una sustancial cuota de capital humano con 
especiales atributos profesionales y concomitantemen- 
te con ello, un ahorro de recursos económicos. 


Por los fundamentos expuestos, se solicita la aten- 
ción de ese Cuerpo al Proyecto de Ley que acompaña 
y cuya aprobación se encarece. 


El Poder Ejecutivo saluda al señor Presidente de 
la Asamblea General. 


JOSÉ MUJICA, Presidente de la República; Luis 
Rosadilla. 


Proyecto de Ley 


ARTÍCULO lro.- El Personal Superior que ingrese 
al Cuerpo Servicios Generales de la Fuerza Aérea, re- 
glamentado por el Decreto N* 373/994 de 23 de agos- 
to de 1994, modificativos y concordantes, pasará a 
situación de retiro obligatorio por haber alcanzado el 
límite de edad que se establece a continuación. 


Teniente Coronel 67 años 
Mayor 66 años 
Capitán 65 años 
Teniente lro. 60 años 
Teniente 2do. 58 años 
Alférez 56 años 


ARTÍCULO 2do.- El Personal Superior actual- 
mente integrante de dicho Cuerpo podrá optar por 
escrito dirigido al Ministerio de Defensa Nacional, en 
el plazo de 90 días a partir de la vigencia de la presen- 
te Ley, por acogerse a la misma. 


ARTÍCULO 3ro.- Comuníquese, publíquese y 
archívese. 


Luis Rosadilla.” 


106-C.S. 


CÁMARA DE SENADORES 


Disposiciones citadas 


Decreto N* 373/994, 
de 23 de agosto de 1994 


Visto: la gestión promovida por el Comando General de la Fuerza Aérea para 
proceder a reglamentar la organización del Cuerpo de Servicios Generales de 
dicha Fuerza.- 


Resultando: !) que el artículo 116 del Decreto-Ley 14.157 de 21 de febrero de 
1974, (Orgánico de las Fuerzas Armadas) en la redacción dada por el artículo 
94 de la Ley 16.170 de 28 de diciembre de 1990, estableció que el Personal 
Superior de las Fuerzas Armadas se organizará para el Ejército Nacional, la 
Armada Nacional y la Fuerza Aérea Uruguaya en Cuerpos de Comando y en 
Cuerpos de Servicios Generales. 


1I) que el Decreto-Ley 14.747 del 28 de diciembre de 1977 (Orgánico de la 
Fuerza Aérea), artículo 32, estructuró la clasificación del Personal Superior de 
la Fuerza Aérea en Cuerpo Aéreo, Cuerpo de Seguridad Terrestre y Cuerpo 
Técnico, los que constituyen el Cuerpo de Comando e a la disposición 
establecida en el anterior Resultando.- 


111) que hasta el presente en la Fuerza Aérea no se ha implementado la 
organización del Cuerpo de Servicios Generales, integrado por los Oficiales de 
los Servicios y los Equiparados a Oficiales.- 


Considerando: !) la conveniencia de proceder a organizar los aspectos 
relacionados con la implementación y funcionamiento del mencionado Cuerpo.- 


11) las necesidades actuales de la Fuerza Aérea, de apoyar la misión asignada 

a los Cuerpos de Comando con Personal altamente capacitado a nivel de 
ejecución, planificación, control y asesoramiento en los ica! Técnico- 
Profesional y Especializado. 


Atento: a los fundamentos expuestos y a lo dispuesto por el artículo 157 del 
Decreto-Ley 14.157 de 21 de febrero de 1974 y al informe favorable de la 
Asesoría Letrada del Ministerio de Defensa Nacional.- 
El Presidente de la República, 
DECRETA: 
Artículo 1”.- Apruébase la Reglamentación del Cuerpo de Servicios 


Generales de la Fuerza Aérea, la que quedará redactada de la siguiente 
manera: 
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REGLAMENTO DEL CUERPO DE SERVICIOS GENERALES DE LA 
FUERZA AEREA URUGUAYA 
A) GENERALIDADES 
- El Cuerpo de Servicios Generales del Personal Superior de 
la Fuerza Aérea, estará integrado por los Oficiales de los Servicios y los 
Equiparados a Oficiales.- 


B) PERSONAL SUPERIOR DE LOS SERVICIOS 


Artículo 2*.- El Personal Superior de los Servicios se organizará en dos 
Escalafones: 


a) Técnico-profesional y b) Especializado.- 
Artículo 3*.- Fijanse los efectivos por escalafón y por grado de acuerdo a 


lo siguiente: (*) 
Tte. Cnel. May. Cap. Tte. 1% Tte.2% Alf. Tot. 


Técnico Profesional 1 2 4 4 5 3 19 
Especializado 3 6 7 7 5 28 
Totales 1 5 10 “411 8 47 


(*) Se modifica/n por: Decreto N" 232/997 de 15/07/1997 artículo 1. 


.- Los cargos para conformar los escalafones referidos, 
provendrán de las transformaciones operadas de conformidad con lo 
establecido en los artículos 112 de la Ley 16.170 de 28 de diciembre de 1990 y 
109 de la Ley 16.320 de tro de noviembre de 1992.- 


Artículo 5%.- El ingreso a los referidos escalafones se producirá en la 
jerarquía de Alférez y de conformidad a las condiciones exigidas en este 
Decreto para cada escalafón y especialidad, según el caso.- 


.- Las condiciones de ingreso a los mencjonados escalafones, 
que deberán reunir los aspirantes serán las siguientes: 


a) Ser oriental (ciudadano natural o legal).- 

b) Tener más de 18 años de edad y menos de 35 en el momento del ingreso. (*) 

c) Presentar la documentación que se requiera. 

d) Certificado de estudios acorde a lo siguiente: 
Para Escalafón Técnico Profesional: Título de nivel Superior expedido, 
reconocido o revalidado por las autoridades competentes y que 
correspondan a planes de estudio de carreras con duración no inferior a 
cuatro años. 
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Para Escalafón Especializado: Diploma de Aerotécnico u otros 
relacionados con la actividad aeronáutica, administrativa o técnica, 
expedidos, reconocido o revalidado por la Escuela Técnica de Aeronáutica. 


e) Aprobar examen sicofísico realizado en el Servicio de Sanidad de la Fuerza 
Aérea, de acuerdo a lo que disponga el Comando General de la Fuerza 
Aérea en cada caso. 


f) Rendir las pruebas de oposición y méritos que determine el Comando 
General de la Fuerza Aérea. (*) 


g) Otros requisitos que sean establecidos en el llamado correspondiente por el 
Comando General de la Fuerza Aérea.- 


(") Literales b y f se modifican por: Decreto N* 85/997 de 04/03/1997 artículo 1. 


Artículo 7%.- Los Cursos de capacitación militar serán dictados en la 
Escuela Técnica de Aeronáutica dentro del plazo máximo de un año lectivo a 
partir del ingreso, acorde con el plan de Estudios correspondientes. (*) 


() Se modifica por: Decreto N* 109/011 de 18/03/2011 artículo 1. 


Artículo 8*.- Los Alférez ingresarán en forma condicional, adquiriendo la 
efectividad una vez aprobado el curso de capacitación militar respectivo.- La 
antigdedad de servicio se computará desde la fecha de la Resolución que 
disponga el ingreso condicional, (*) 


(")Se modifica/n por: 
Decreto N* 109/011 de 18/03/2011 artículo 1, 
Decreto N" 65/997 de 04/03/1997 artículo 2. 


Artículo 9”.- Los tiempos mínimos de antigúedad computable para los 
ascensos a los grados siguientes, serán los que se establecen a continuación: 


Alférez 2 años 
Teniente 2* 3 años 
Teniente 1* 4 años 
Capitán 5 años 
Mayor 6 años 
Teniente Coronel 


Artículo 10.- Las demás condiciones exigidas para el ascenso y los 
sistemas de ascensos y de calificaciones, serán los que establece el Decreto- 
Ley 14.747 de 28 de diciembre de 1977 y las normas reglamentarias 
pertinentes, para el Personal Superior del Escalafón "H" (Sanidad 
Aeroespacial) (S.A.) del Cuerpo Técnico.- 
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Artículo _11.- Los Cursos exigidos para ascender, en los grados que 

a, de acuerdo con el literal C del artículo 137 del Decreto-Ley 

14.157 de 21 de febrero de 1974, serán establecidos por vía reglamentaria a 
propuesta del Comando General de la Fuerza Aérea. 


Artículo 12.- Establécese que las edades límites para pasar a situación 
de retiro obligatorio para el Personal Superior de los Servicios, serán las que 
establece el artículo 70 del Decreto-Ley 14.747 del 28 de diciembre de 1977, 
para el escalafón "H" (Sanidad Aeroespacial). . 


C) PERSONAL CIVIL EQUIPARADO A PERSONAL SUPERIOR 


Artículo 13.- El Personal Civil equiparado a Personal Superior estará 
regulado de acuerdo a las disposiciones legales y reglamentarias pertinentes. 


D) DISPOSICION TRANSITORIA 


Artículo 14.- El Personal Civil equiparado a Personal Superior existente 
en la Fuerza Aérea a la fecha de vigencia de este Decreto, podrá optar por 
única vez en el plazo de seis meses a partir de esa fecha, por pasar a integrar 
el Personal Superior de los Servicios con el mismo grado de la equiparación 
que poseen de acuerdo con las normas enunciadas precedentemente y a lo 
que determine el Comando General de la Fuerza Aérea. 
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Decreto N* 65/997, 
de 4 de marzo de 1997 


Visto: las actuaciones por las cuales el Comando General de la Fuerza Aérea 
solicita se modifique el Decreto 373/994 de 23 de agosto de 1994. ; 


Resultando: que por el mencionado Decreto se aprobó la Reglamentación 
del Cuerpo de Servicios Generales de la Fuerza Aérea. 


Considerando: la conveniencia de modificar las condiciones de ingreso al 
Cuerpo de referencia, los límites de edad para pasar a situación de retiro 
obligatorio y flexibilizar el límite máximo de edad para el ingreso, adecuando la 
normativa a las actuales necesidades de la Institución. 


Atento: a lo precedentemente expuesto, a lo informado por el Comando 
General de la Fuerza Aérea y a lo dictaminado por la Asesoría Letrada del 
Ministerio de Defensa Nacional. 


El Presidente de la República 
DECRETA: 


Artículo 1*.- Sustitúyense los literales b) y f) del artículo 6to. de la 
reglamentación del Cuerpo de Servicios Generales de la Fuerza Aérea 
aprobado por el artículo 1ro. del Decreto 373/994 de fecha 23 de agosto de 
1994. 


"b) Tener más de 18 años de edad y menos de 35 en el momento de 
ingreso. Excepcionalmente el Poder Ejecutivo, por resolución fundada y 
a propuesta del Comando General de la Fuerza Aérea, podrá exceptuar 
el límite máximo de edad para ingreso al Cuerpo". 


"f) Para aquel Personal Militar que seleccione el Comando General de la 

Fuerza Aérea, rendir las pruebas de admisión al Curso de Capacitación 
que la Fuerza Aérea establezca. Para el Personal Civil mediante 
Concurso de Oposición y Méritos". . 


Artículo 2”.- Sustitúyese el artículo 8vo. de la Reglamentación aprobada 
por el Decreto 373/994 mencionado, el cual quedará redactado de la siguiente 
forma: 


"Artículo 8”. Los Alféreces ingresarán como Alférez Pretario, su 
designación será realizada por Resolución del Poder Ejecutivo a 
propuesta del Comando General de la Fuerza Aérea, adquiriendo la 
efectividad una vez aprobado el Curso de Capacitación Militar 
respectivo. Luego de aprobado el Curso se otorgará el Despacho 
correspondiente por Resolución del Poder Ejecutivo. La antigdedad de 
servicio se computará desde la fecha de la Resolución que disponga el 
ingreso como Alférez Precario. 
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Quienes no aprueben el Curso de Capacitación Militar respectivo, serán 
baja de la Fuerza Aérea. Si la causal de Pérdida del Curso fuera la 
inasistencia por enfermedad y si a juicio det Comando General de la ” 
Fuerza Aérea así correspondiera, será facultad de este Comando, 
autorizar la realización por segunda vez del curso referido en el año 
inmediato siguiente. 


La nota de Egreso de Curso estará dada por el promedio de las Notas 
del Curso más el Promedio de Aptitudes. 


Dicha Nota establecerá la precedencia entre los egresados”. 


Artículo 3%.- Comuníquese, publíquese y pase al Comando General de la 
Fuerza Aérea para su conocimiento y demás efectos. Cumplido, arohívese. 
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Decreto N* 232/997, 
de 15 de julio de 1997 


Visto: las actuaciones por las cuales el Comando General de la Fuerza Aérea 
solicita se modifique el Decreto 373/994 de 23 de agosto de 1994, 


Resultando: que por el mencionado Decréto se aprobó la Reglamentación del 
Cuerpo de Servicios Generales de la Fuerza Aérea. 


Considerando: la necesidad de modificar los efectivos por Escalafón y por 
Grado, a los efectos de adecuarlo a los actuales requerimientos de la Fuerza. 


Atento: a lo precedentemente expuesto, a lo informado por el Comando 
General de la Fuerza Aérea y el dictamen favorable de la Asesoria Letrada del 
Ministerio de Defensa Nacional. 

El Presidente de la República, 
DECRETA: 
Artículo 1”.- Modifícase el artículo 3ro. del Decreto 373/994 de 23 de 
agosto de 1994, que reglamenta el Cuerpo de Servicios Generales de la 
Fuerza Aérea, por el que a continuación se detalla: 


“Artículo 3* - Fijanse los efectivos por escalafón y por grado de acuerdo 


a lo siguiente: 
Tte.Cnel. May. Cap. Tte.1* Tte 2%. Alf. Tot. 
TECNICO PROFESIONAL 1 2 4 8. 13 18 46 
ESPECIALIZADO 0 1 2 E 2 2 9 


TOTALES 1 3 6 10 15 20 55 


Artículo 2”. - Comuníquese, publiquese y pase al Comando de la Fuerza 
Aérea a sus efectos. Cumplido, archívese. 
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Decreto N* 109/0114, 
de 18 de marzo de 2011 


VISTO: la gestión promovida por el Comando General de la Fuerza Aérea en el 
sentido de modificar los artículos 7mo. y 8vo. del Reglamento del Cuerpo de 
Servicios Generales de la Fuerza Aérea aprobado por el Decreto 373/994 de 
23 de agosto de 1994 en la redacción dada por el artículo 2 del Decreto 65/997 
de 4 de marzo de 1997. ) 


RESULTANDO: |!) que el citado artículo 7mo. establece que: "Los cursos de 
capacitación militar serán dictados en la Escuela Técnica de Aeronáutica 
dentro del plazo máximo de un año lectivo a partir del ingresp, acorde con el 
plan de Estudios correspondientes." 


11) que el mencionado artículo 8vo. en la redacción dada por el artículo 2 del 
Decreto 65/997 de 4 de marzo de 1997, establece que: "Los Alféreces 
ingresarán como Alférez Precario, su designación será realizada por 
Resolución del Poder Ejecutivo a propuesta del Comando General de la Fuerza 
Aérea, adquiriendo la efectividad una vez aprobado el Curso de Capacitación 
Militar respectivo. Luego de aprobado el Curso se otorgará el Despacho 
correspondiente por Resolución del Poder Ejecutivo. La antigiedad de servicio 
se computará desde la fecha de la Resolución que disponga el ingreso como 
Alférez Precario. Quienes no aprueben el Curso de "Capacitación Militar 
respectivo, serán baja de la Fuerza Aérea. Si la causal de Pérdida del Curso 
fuera la inasistencia por enfermedad y si a juicio del Comando General de la 
Fuerza Aérea así correspondiera, será facultad de este Comando, autorizar la 
realización por segunda vez del curso referido en el año inmediato siguiente. La 
nota de Egreso de Curso estará dada por el promedio de las Notas del Curso 
más el Promedio de Aptitudes. Dicha Nota establecerá la precedencia entre los 
egresados." 


111) que por razones de buena administración y por la necesidad de contar con 
las vacantes correspondientes para proceder a ocuparias, el referido Curso de 
Capacitación Militar no se lleva a cabo anualmente, sino en años intercalados, 
realizándose un año sí y al siguiente no. 


CONSIDERANDO: que por el carácter general de las normas, el legislador no 
puede prever la variedad de situaciones que se pueden llegar a presentar en 
los hechos, por lo que se hace necesario la modificación de los citados 
artículos 7mo. y 8vo. del citado Decreto 373/994, en lo referido al plazo máximo 
de un año lectivo a partir del ingreso como exigencia para el dictado del Curso 
de Capacitación Militar para Alférez del Cuerpo de Servicios Generales, a la 
inasistencia por enfermedad como única causal de pérdida del Curso y a la 
obligatoriedad de la realización del mismo por segunda vez en el año inmediato 
siguiente para aquellos Alféreces que no aprobaran el Curso en la primera 
oportunidad. 
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ATENTO: a lo precedentemente expuesto y a lo dictaminado por el 
Departamento Jurídico-Notarial, Sección Jurídica del Ministerio de Defensa 
Nacional, 


EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA 
DECRETA: 


Artículo 1”.- Modifícanse los artículos 7mo. y 8vo. del Reglamento del 
Cuerpo de Servicios Generales de la Fuerza Aérea aprobado por el Decreto 
373/994 de 23 de agosto de 1994 en la redacción dada por el artículo 2 del 
Decreto 65/997 de 4 de marzo de 1997, los que quedarán redactados de la 
siguiente manera: 


“Artículo 7*.- Los Cursos de Capacitación Militar serán dictados por la 
Escuela Técnica de Aeronáutica, acorde con el Plan de Estudios 
correspondientes. 


Artículo 8”.- Los Alféreces ingresarán en calidad de Alférez Precario, su 
designación será realizada por Resolución del Poder Ejecutivo a 
propuesta del Comando General de la Fuerza Aérea, adquiriendo la 
efectividad una vez aprobado el Curso de Capacitatión Militar 
respectivo. Luego de aprobado el Curso se otorgará el Despacho 
correspondiente por Resolución del Poder Ejecutivo. 


La antiguedad de servicio se computará desde la fecha de la Resolución 
que disponga el ingreso como Alférez Precario. 


Quienes no aprueben el Curso de Capacitación Militar respectivo, serán 
Baja de la Fuerza Aérea. Si la causal de pérdida del Curso fuera la 
inasistencia debido a circunstancias de fuerza mayor o caso fortuito 
fehacientemente acreditadas y si a juicio del Comando General de la 
Fuerza Aérea así correspondiera, será facultad de este Comando, 
autorizar la realización por segunda vez del Curso referido. 


La obtención de la efectividad en el grado es una condición obligatoria 
para el ascenso al grado de Teniente 2do. Quien realice el Curso de 
Capacitación Militar por segunda vez mantendrá la antigdedad de 
servicio desde la fecha de la Resolución por la cual se dispone su 
ingreso como Alférez Precario, figurando por debajo en la precedencia 
para el ascenso al grado inmediato superior, en relación a aquellos 
Alféreces que hayan realizado el Curso en la primera oportunidad. La 
nota de Egreso de Curso estará dada por el promedio de las notas del 
Curso más el Promedio de Aptitudes. Dicha nota establecerá la 
precedencia entre los egresados." 


Artículo 2” - Comuníquese, publíquese y pase al Comando General de la 
Fuerza Aérea para su conocimiento y demás efectos. Cumplido, archívese. 
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Decreto-ley N* 14.157, 
de 21 de febrero de 1974 


LEY ORGANICA MILITAR 


TITULO V - PERSONAL 
CAPITULO 8 - ORGANIZACION Y RECLUTAMIENTO 


Artículo _116.- El Personal Superior de las Fuerzas Armadas se 
organizará para el Ejército Nacional, la Armada Nacional y la Fuerza Aérea 
Uruguaya en las siguientes formas: 


A) Cuerpos de Comando, constituidos por los profesionales militares 
egresados de las Escuelas de Formación de Oficiales 
correspondientes; 


B) Cuerpos de Servicios Generales, constituidos por los Oficiales de los 
Servicios y los equiparados a Oficiales. (*) 


(*) Redacción dada por: Ley N* 16.170 de 28/12/1990 artículo 94. 


Artículo 119.- Los Oficiales de los Cuerpos de Servicios Generales se 
reclutarán de acuerdo a las reglamentaciones establecidas para cada caso. 


TITULO V - PERSONAL 
CAPITULO 16 - RETIRO OBLIGATORIO 


Artículo 192.- Los Oficiales y Personal Subalterno pasarán a la situación 
de Retiro Obligatorio cuando se encuentren en alguno de los siguientes casos: 


A) 1) El Teniente General o General o sus equivalentes, por haber 
permanecido un máximo de ocho años en total en estos grados. 


2) Por haber alcanzado el límite de edad que se estáblece a 


continuación: (*) 
Años 
Teniente General, Brigadier General, Vice Almirante, 
General, Brigadier, Contra Almirante .....ooooocociciocionciococcnionococonnccnoncccncnos 60 
CGoronal; Capidn 00. NOV Oicissiursouicnici eiii 55 


Teniente Coronel, Capitán de Fragata.................. Rs 52 
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Decreto-ley N* 14,747, 
de 28 de diciembre de 1977 


LEY ORGANICA DE LA FUERZA AEREA 


TITULO ll - PERSONAL 
CAPITULO V - SISTEMA DE REGULACION DE CUADROS 


Artículo 70.- Los integrantes del Escalafón "H" (Sanidad Aeroespacial) 
pasarán a situación de retiro obligatorio por haber alcanzado el límite de edad 
establecido en el artículo 192 de la Ley Orgánica de las Fuerzas Armadas 
14.157, de 21 de febrero de 1974, aumentado en ocho años en cada Grado. 
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Decreto-ley N” 14,994, 
de 10 de marzo de 1980 


Artículo 4*.- Suprímese en el artículo 192, literal a), número 2, de la ley 
14.157, de 21 de febrero de 1974 (Orgánica de las Fuerzas Armadas), el limite 
de edad que allí se establece para los grados de Teniente General, General y 
sus equivalentes, como causal de retiro obligatorio. 


Artículo 5*.- La supresión dispuesta en el artículo anterior regirá para los 
Oficiales Generales ascendidos a partir del 1? de febrero de 1981, inclusive. 
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Ley N* 17.578, 
de 29 de octubre de 2002 


PERSONAL DEL ESCALAFÓN K DEL INCISO 03 
MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 


SE ESTABLECE EL LÍMITE DE EDAD PARA EL PASE A SITUACIÓN DE RETIRO 
OBLIGATORIO 


Artículo único.- El Personal Superior y Subalterno del escalafón K 
pertenecientes a los programas 001 "Administración Central del Ministerio de 
Defensa Nacional", 006 "Salud Militar" y 007 "Seguridad Social Militar", del 
Inciso 03 "Ministerio de Defensa Nacional", pasará a situación de retiro 
obligatorio por haber alcanzado el límite de edad que se establece a 
continuación: 


Coronel 68 años 
Teniente Coronel 67 años 
Mayor 66 años 
Capitán 65 años 
Teniente 1ro. 60 años 
Teniente 2do. 58 años 
Alférez 56 años 
Suboficial Mayor 54 años 
Sargento 1ro. 52 años 
Sargento 52 años 
Cabo de ira. 50 años 
Cabo de 2da. 50 años 
Soldado de 1ra. 50 años 


Soldado de 2da. 50 años 
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Comisión de Defensa Nacional 
ACTA N?* 24 


En Montevideo, el día seis de junio del año dos mil 
once, a la hora diecisiete, en la Sala de Ministros, se 
reúne la Comisión de Defensa Nacional de la Cámara 
de Senadores. 

Asisten los señores Senadores miembros Luis José 
Gallo Imperiale, Carlos Gamou, Rodolfo Nin Novoa, 
Jorge Saravia y Tabaré Viera. 

Preside ad hoc el señor Senador Tabaré Viera. 

Faltan con aviso los señores Senadores Sergio 
Abreu y Luis Alberto Lacalle Herrera. 

Abierto el acto, se procede a considerar el siguien- 
te Orden del Día: 

1) Elección de Vicepresidente de la Comisión. Se 
posterga su tratamiento. 

2) Carpeta N” 526/11. Proyecto de ley aprobado 
por la Cámara de Representantes por el que se mo- 
difica la edad límite para el pase a retiro obligatorio 
de los señores Oficiales del Cuerpo de Servicios Ge- 
nerales de la Fuerza Aérea. Distribuido N* 687/11. Se 
vota: 5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. Se designa 
Miembro Informante al señor Senador Rodolfo Nin 
Novoa (Informe verbal). 

3) Carpeta N* 510/11. Mensaje del Poder Ejecutivo 
por el que solicita venia para conferir ascensos al gra- 
do de Coronel de la Fuerza Aérea Uruguaya, a varios 
señores Tenientes Coroneles. Distribuido N* 673/11. 
Se vota: 5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. Se de- 
signa Miembro Informante al señor Senador Tabaré 
Viera (Informe verbal). 

Finalmente se resuelve convocar para el día lunes 
veinte de junio del corriente, al señor Ministro de De- 
fensa Nacional, Luis Rosadilla, con el fin de brindar 
su opinión acerca de los siguientes temas: 

- Edad de retiro obligatorio de los efectivos de las 
Fuerzas Armadas. 

- Situación del Banco de tumores y del Programa 
de trasplante hepático del Hospital Militar. 

- Sanidad militar en general. 

De lo actuado, se toma versión taquigráfica, cuya 
copia dactilografiada luce en el Distribuido N* 785/11 
que integra este documento. 

A la hora diecisiete y veinte minutos, se levanta la 
sesión. Para constancia se labra la presente acta que, 
una vez aprobada, firman el señor Presidente ad hoc 
y la señora Secretaria de la Comisión. 


Tabaré Viera, Presidente ad hoc; María Celia 
Desalvo, Secretaria.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
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(Se lee.) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor 
Senador Nin Novoa 


SEÑOR NIN NOVOA.- Este es un proyecto de dos 
artículos que viene con media sanción de la Cámara 
de Representantes y que modifica el retiro obligatorio 
por edad en el Personal Superior que ingrese al Cuer- 
po de Servicios Generales de la Fuerza Aérea. 


La Ley Orgánica Militar, de febrero de 1974 -en 
realidad es un decreto ley-, establece que “El Perso- 
nal Superior de las Fuerzas Armadas se organizará 
para el Ejército Nacional, la Armada Nacional y la 
Fuerza Aérea Uruguaya en las siguientes formas: 


A) Cuerpos de Comando, constituidos por los pro- 
fesionales militares egresados de las Escuelas de For- 
mación de Oficiales correspondientes; 


B) Cuerpos de Servicios Generales, constituidos 
por los Oficiales de los Servicios y los equiparados a 
Oficiales”. 


De esto trata el proyecto de ley. Este es un esca- 
lafón de profesionales universitarios y técnicos; son 
médicos, odontólogos, abogados, contadores, etcéte- 
ra, que, según el Decreto N* 373, de 1994, tienen 
edad límite para pasar a situación de retiro obliga- 
torio. Es el mismo límite que se da para el escalafón 
“H” de Sanidad Aeroespacial de la Fuerza Aérea y que 
actualmente es el siguiente: 60 años para el Teniente 
Coronel, 56 para los Mayores y 52 para los Capitanes, 
Tenientes 1%, Tenientes 2* y Alférez. 


Como ustedes comprenderán, resulta de mucha 
importancia para la Fuerza Aérea dar solución a esa 
problemática relacionada con dicho personal que, 
por su formación a nivel terciario y universitario, se 
encuentra altamente capacitado para desempeñar 
labores de significativa importancia como el soporte 
técnico, administrativo y logístico para la Fuerza en la 
realización de sus cometidos. 


A su vez, observando con cierto detenimiento la 
situación planteada, se ha podido constatar que, en 
general, el proceso de formación académica le insu- 
me a este personal entre seis y ocho años aproxima- 
damente, sin perjuicio de hechos fortuitos o retrasos 
involuntarios del tiempo normal de un curso lectivo 
de estas características. 


En la mayoría de las situaciones que son objeto de 
este proyecto, al momento de finalizar cualquier ca- 
rrera de Grado, se encuentran, por un lado, el límite 
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de la edad comprendida para ingresar al Cuerpo de 
los Servicios Generales -que son 30 años- y, por otro, 
el haber excedido dicho límite, por lo cual deben aco- 
gerse a la excepcionalidad. El Poder Ejecutivo, por re- 
solución fundada y a propuesta del Comando General 
de la Fuerza Aérea, podrá exceptuar el límite máximo 
de edad para ingresar al Cuerpo. 


Concretamente, señor Presidente, se está solicitan- 
do modificar las edades para el retiro obligatorio. Para 
el grado de Teniente Coronel se propone extender la 
edad de 60 a 67 años; para el grado de Mayor, a 66 
años; para el grado de Capitán, a 65 años; para el gra- 
do de Teniente 1%, a 60 años; para el grado de Teniente 
2%, a 58 años, y para el grado de Alférez, a 56 años. Si 
realizamos este cambio la Fuerza Aérea va a conservar 
una sustancial cuota de capital humano con especia- 
les atributos profesionales y, de manera concomitante, 
habrá un ahorro de recursos económicos. 


Con estos fundamentos se propone -la Comisión 
de Defensa Nacional lo aprobó por unanimidad- apro- 
bar este proyecto de ley en la Sesión de hoy. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

-19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión particular. 
Léase el artículo 1? del proyecto de ley. 

(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Artículo 1”.- El Personal Superior que ingrese 
al Cuerpo de Servicios Generales de la Fuerza Aérea, 
reglamentado por el Decreto N* 373/994, de 23 de 
agosto de 1994, modificativos y concordantes, pasará 
a situación de retiro obligatorio por haber alcanzado 
el límite de edad que se establece a continuación: 


Años 
Teniente Coronel 67 
Mayor 66 
Capitán 65 
Teniente 1" 60 
Teniente 22 58 
Alférez 56”. 
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SEÑOR PRESIDENTE..- En consideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
artículo 1%. 


(Se vota:) 

-18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 2". 

(Se lee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Artículo 2”.- El Personal Superior actualmente 
integrante de dicho Cuerpo podrá optar, por escrito 
dirigido al Ministerio de Defensa Nacional, en el pla- 
zo de noventa días a partir de la vigencia de la presen- 
te ley, por acogerse a la misma”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
artículo 2". 


(Se vota:) 
-19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se co- 
municará al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancio- 
nado por ser igual al considerado.) 
12) RÉGIMEN DE TRABAJO 


SEÑOR BARÁIBAR.- Pido la palabra para formu- 
lar una moción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador Baráibar. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Solicito que, cuando la Mesa 
lo crea conveniente, se pase a considerar con carác- 
ter urgente dos proyectos de ley que ya han sido re- 
partidos. El primero de ellos está referido a la autori- 
zación para la salida del país de efectivos del Ejército 
Nacional a efectos de participar en el Desfile Militar 
Conmemorativo del Bicentenario de la Firma del Acta 
de la Independencia de la República Bolivariana de 
Venezuela y Día de la Fuerza Armada Nacional Boli- 
variana, a realizarse en la ciudad de Caracas, Repú- 
blica Bolivariana de Venezuela, en el período com- 
prendido entre el 28 de junio y el 7 de julio de 2011, 
cuyo Miembro Informante será el señor Senador Nin 
Novoa. El segundo proyecto de ley a considerar -en el 
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que también hay cierta urgencia por el vencimiento 
de su plazo- es el que modifica el plazo previsto por 
el artículo 221 de la Ley N* 18.407, de 24 de octubre 
de 2008 en la redacción dada por la Ley N* 18.705, 
de 25 de noviembre de 2010. Este proyecto de ley fue 
aprobado por la Cámara de Representantes, el plazo 
de vencimiento es el próximo 30 de junio y su Miem- 
bro Informante será el señor Senador Michelini. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción 
de urgencia solicitada por el señor Senador Baráibar. 


(Se vota:) 

-20 en 21. Afirmativa. 

La Mesa solicita que se rectifique la votación. 
(Se vota:) 


-20 en 21. Afirmativa. 


13) CONMEMORACIÓN DEL BICENTENARIO 
DE LA INDEPENDENCIA DE LA REPÚBLICA 
BOLIVARIANA DE VENEZUELA Y DÍA DE 
SU FUERZA ARMADA NACIONAL 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el 
primer asunto cuya urgencia acaba de ser votada: 
“Proyecto de ley por el que se autoriza la salida del 
país de efectivos del Ejército Nacional a efectos de 
participar en el Desfile Militar Conmemorativo del 
“Bicentenario de la Firma del Acta de la Independen- 
cia de la República Bolivariana de Venezuela y Día 
de la Fuerza Armada Nacional Bolivariana”. (Carp. 
N* 585/11)”. 


(Antecedentes: ) 
“Carpeta N* 585 /11 


PODER EJECUTIVO 


Ministerio de Defensa Nacional 
Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio del Interior 


Montevideo, 13 de junio de 2011. 


Señor Presidente de la Asamblea General 
Contador Danilo Astori 


El Poder Ejecutivo cumple en remitir a ese Cuer- 
po, conforme con lo preceptuado en el numeral 12 
del artículo 85 de la Constitución de la República, el 
adjunto proyecto de ley por el cual se autoriza la salida 
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del país desde el día 28 de junio hasta el día 7 de julio 
de 2011; de una Delegación del Ejército Nacional a 
efectos de participar en el Desfile Militar Conmemo- 
rativo del “Bicentenario de la Firma del Acta de la In- 
dependencia de la República Bolivariana de Venezuela 
y Día de la Fuerza Armada Nacional Bolivariana” que 
se llevará a cabo el día 5 de julio de 2011, en la ciudad 
de Caracas, República Bolivariana de Venezuela. 


La Delegación estará integrada por 5 (cinco) se- 
ñores Oficiales y 25(veinticinco) integrantes de Per- 
sonal Subalterno, con el armamento que se detalla: 5 
sables, 24 fusiles “Z” y 25 bayonetas, componentes 
del Uniforme UTH (Uniforme de Tradición Históri- 
ca) utilizado por los efectivos en oportunidad de par- 
ticipar en desfiles militares. 


La presente gestión obedece a la invitación formu- 
lada por el gobierno de la República Bolivariana de Ve- 
nezuela para que nuestro país participe en el evento 
mencionado teniendo en cuenta los lazos fraternales 
de cooperación que existen entre ambos países. 


Por los fundamentos expuestos, se solicita a ese 
Cuerpo la consideración del adjunto proyecto de ley, 
cuya aprobación se encarece. 


El Poder Ejecutivo saluda al señor Presidente de 
la Asamblea General atentamente. 


JOSÉ MUJICA, Presidente de la República; Jorge 
Menéndez, Eduardo Bonomi, Luis Almagro. 


Proyecto de Ley 


ARTÍCULO _1RO.- Autorízase la salida del País 
desde el 28 de junio hasta el 7 de julio de 2011, de 
una Delegación del Ejército Nacional a efectos de 
participar en el Desfile Militar Conmemorativo del 
“Bicentenario de la Firma del Acta de la Independen- 
cia de la República Bolivariana de Venezuela y Día de 
la Fuerza Armada Nacional Bolivariana” que se lle- 
vará a cabo el día 5 de julio de 2011, en la ciudad de 
Caracas, República Bolivariana de Venezuela. 


La Delegación estará integrada por 5 (cinco) Se- 
ñores Oficiales y 25 (veinticinco) integrantes de Per- 
sonal Subalterno, con el siguiente armamento: 5 sa- 
bles, 24 fusiles “Z” y 25 bayonetas, componentes del 
Uniforme UTH (Uniforme de Tradición Histórica) . 


ARTÍCULO 2DO.- Comuníquese, publíquese y 
archívese. 


Jorge Menéndez, Eduardo Bonomi, Luis 
Almagro.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
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(Se lee.) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor 
Senador Nin Novoa. 


SEÑOR NIN NOVOA.-Este es un proyecto de 
ley por el que, en cumplimiento de las disposiciones 
constitucionales, el Poder Ejecutivo solicita autoriza- 
ción para la salida del país desde el día 28 de junio al 
7 de julio de una delegación del Ejército Nacional a 
los efectos de participar en el Desfile Militar Conme- 
morativo del Bicentenario de la Firma del Acta de la 
Independencia de la República Bolivariana de Vene- 
zuela y Día de la Fuerza Armada Nacional Bolivaria- 
na, que se llevará a cabo el día 5 de julio de 2011 en 
la ciudad de Caracas. La delegación estará integrada 
por 5 señores Oficiales y 25 integrantes del Personal 
Subalterno, con el armamento correspondiente. Esta 
gestión obedece a la invitación formulada por el Go- 
bierno de la República Bolivariana de Venezuela para 
que nuestro país participe en el evento mencionado, 
teniendo en cuenta los lazos fraternales de coopera- 
ción entre ambos países. 


Como comprenderán, la cercanía de la fecha de 
salida de estos efectivos hace necesaria la considera- 
ción urgente del trámite, práctica que ya es normal 
porque muchos llegan sobre la hora. 


Vamos a recomendar que se autorice la salida de 
este contingente de señores Oficiales a la República 
Bolivariana de Venezuela en la fecha indicada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo 10. 

(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Artículo Único.- Autorízase la salida del país 
desde el 28 de junio hasta el 7 de julio de 2011; de 
una Delegación del Ejército Nacional a efectos de 
participar en el Desfile Militar Conmemorativo del 
“Bicentenario de la Firma del Acta de la Independen- 
cia de la República Bolivariana de Venezuela y Día de 
la Fuerza Armada Nacional Bolivariana” que se lle- 
vará a cabo el día 5 de julio de 2011, en la ciudad de 
Caracas, República Bolivariana de Venezuela. 
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La delegación estará integrada por 5 (cinco) Se- 
ñores Oficiales y 25 (veinticinco) integrantes de Per- 
sonal Subalterno, con el siguiente armamento: 5 sa- 
bles, 24 fusiles “Z” y 25 bayonetas, componentes del 
Uniforme UTH (Uniforme de Tradición Histórica)”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-19 en 20. Afirmativa. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comu- 
nicará a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aproba- 
do por ser igual al considerado.) 


14) SISTEMA COOPERATIVO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el 
segundo asunto cuya urgencia fue votada: “Proyecto 
de ley por el que se modifica el plazo previsto por el 
artículo 221 de la Ley N* 18.407, relativa al Sistema 
Cooperativo. (Carp. N* 570/11).” 


(Antecedentes:) 
“Carp. N* 570/11 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes de la República 
Oriental del Uruguay, en sesión de hoy, ha sanciona- 
do el siguiente 


Proyecto de Ley 


Artículo Único.- Modifícase el artículo 221 de la Ley 
N?* 18.407, de 24 de octubre de 2008, en la redacción 
dada por la Ley N* 18.705, de 25 de noviembre de 2010, 
el que quedará redactado de la siguiente manera: 


“ARTÍCULO 221. (Adaptación de las coopera- 
tivas a las previsiones de la ley).- Las cooperativas 
constituidas con anterioridad al 24 de octubre de 
2008 deberán adaptar sus estatutos sociales a las 
disposiciones de la presente ley, no más allá del 30 
de junio de 2012. 


Vencido el referido plazo, el Registro de Personas 
Jurídicas, Sección Registro Nacional de Cooperativas, 
no inscribirá documento alguno de cooperativas some- 
tidas a esta ley hasta tanto no se haya inscrito, de ser 


14 de junio de 2011 


necesario, la adaptación de sus estatutos y serán pasi- 
bles de las sanciones previstas en la presente ley. 


La reforma del estatuto social deberá adoptarse 
en Asamblea General Extraordinaria, siendo suficien- 
te el voto a favor de más de la mitad de los socios 
presentes, con independencia de los requisitos que 
al respecto establezcan los estatutos vigentes de cada 
cooperativa”. 


Sala, de Sesiones de la Cámara de Representan- 
tes, en Montevideo, a 1? de junio de 2011. 


Daisy Tourné, lera. Vicepresidenta; José Pedro 
Montero, Secretario. 


PODER EJECUTIVO 


Ministerio del Interior 

Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Economía y Finanzas 
Ministerio de Defensa Nacional 

Ministerio de Educación y Cultura 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
Ministerio de Industria, Energía y Minería 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
Ministerio de Salud Pública 

Ministerio de Ganadería, Agricultura Y Pesca 
Ministerio de Turismo y Deporte 

Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente 

Ministerio de Desarrollo Social 


Montevideo, 25 de mayo de 2011. 


Señor Presidente de la Asamblea General 
Contador Danilo Astori 
De nuestra mayor consideración: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
alto Cuerpo, a fin de remitir para su consideración 
el proyecto de ley que se acompaña, por el que se 
prorroga el plazo para adecuar los estatutos socia- 
les de las cooperativas a las disposiciones de la Ley 
N* 18.407, de 24 de octubre de 2008. 


Exposición de Motivos 


La promulgación de la Ley N* 18.407, de 24 de octu- 
bre de 2008, instauró un nuevo marco jurídico para las 
cooperativas. En dicho cuerpo normativo se establecie- 
ron, entre otros tópicos, los principios rectores, definicio- 
nes fundamentales y todo lo atinente a la constitución, 
inscripción, personalidad jurídica, funcionamiento, ad- 
ministración, régimen económico patrimonial, régimen 
de control y liquidación de las cooperativas. 
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A efectos de que las cooperativas constituidas 
con anterioridad a la vigencia de dicha ley, adapten 
sus Estatutos a las disposiciones de la misma, se les 
confirió un plazo de dos años desde la fecha de la 
promulgación que vencía el 23 de octubre de 2010 
(artículo 221). 


Muchos aspectos de la ley requieren de la regla- 
mentación para su mejor aplicación. Esta circunstan- 
cia, en los hechos, ha llevado a que las cooperativas 
se encuentren aguardando la publicación del decreto 
reglamentario de la ley para proceder a la adecuación 
de sus estatutos, circunstancia que, a pesar de ser 
inminente su dictado, hasta el día de la fecha no ha 
ocurrido. 


Por ese motivo, la Ley N” 18.705 de 25 de noviem- 
bre de 2010, prorrogó el citado plazo hasta el 30 de 
junio de 2011. Pero, por diferentes circunstancias el 
decreto reglamentario no se ha dictado aún y el plazo 
de prórroga se encuentra próximo a vencer. 


La Confederación Uruguaya de Entidades Coope- 
rativas (Cudecoop), ha expresado, a las autoridades 
del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, su pre- 
ocupación por la situación descrita y entiende conve- 
niente promover una nueva postergación. 


Por tal razón se propone una nueva modificación 
del artículo 221 de la Ley N* 18.407, de 24 de octu- 
bre, posponiendo el plazo para adaptar los estatutos 
de las cooperativas, así como también postergando la 
fecha a partir del cual se controlará el cumplimiento 
de la referida obligación y, en caso omiso, aplicar las 
sanciones correspondientes. 


Asimismo, se entiende propicia la oportunidad 
para aclarar que la aprobación de los estatutos en la 
asamblea extraordinaria requerirá del voto favorable 
de más de la mitad de los socios presentes, con inde- 
pendencia de lo que establezca al respecto el estatuto 
de cada cooperativa. 


Saludamos a este alto Cuerpo con la más alta esti- 
ma y consideración. 


JOSÉ MUJICA, Presidente de la República; Eduardo 
Bonomi, Luis Almagro, Fernando Lorenzo, Luis 
Rosadilla, Ricardo Ehrlich, Enrique Pintado, 
Roberto Kreimerman, Eduardo Brenta, Daniel 
Olesker, Tabaré Aguerre, Héctor Lescano, 
Graciela Muslera, Ana Vignoli. 


Proyecto de Ley 
Artículo Único.- Modifícase el artículo 221 de la 


Ley N* 18.407, de 24 de octubre de 2008, en la redac- 
ción dada por la Ley N* 18.705 de 25 de noviembre 
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de 2010, el que quedará redactado de la siguiente 
manera: 


“Artículo 221. (Adaptación de las cooperativas a las 
previsiones de la ley).- Las cooperativas constituidas 
con anterioridad al 24 de octubre de 2008, deberán 
adaptar sus estatutos sociales a las disposiciones de 
la presente ley, no más allá del 30 de junio de 2012. 


Vencido el referido plazo, el Registro de Personas 
Jurídicas, Sección Registro Nacional de Cooperativas 
no inscribirá documento alguno de cooperativas so- 
metidas a esta ley hasta tanto no se haya inscrito, de 
ser necesario, la adaptación de sus estatutos; y serán 
pasibles de las sanciones previstas en la presente ley. 
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La reforma del estatuto social deberá adoptarse 
en Asamblea General Extraordinaria, siendo suficien- 
te el voto a favor de más de la mitad de los socios 
presentes, con independencia de los requisitos que 
al respecto establezcan los estatutos vigentes de cada 
cooperativa”. 


Eduardo Bonomi, Luis Almagro, Fernando 
Lorenzo, Luis Rosadilla, Ricardo Ehrlich, 
Pintado, Roberto 
Eduardo Brenta, Daniel Olesker, Tabaré 


Enrique Kreimerman, 


Aguerre, Héctor Lescano, Graciela Muslera, 
Ana Vignoli.” 


14 de junio de 2011 


Disposiciones citadas 
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Ley N* 18.407, 
de 24 de octubre de 2008 


Artículo 221.- (Adaptación de las cooperativas a las previsiones de la ley).- Las 
cooperativas constituidas con anterioridad a la fecha de promulgación de la presente 
ley, dispondrán de un plazo de dos años a partir de dicha fecha para adaptar sus 
estatutos a lo establecido en esta ley. 


La reforma del estatuto deberá adoptarse en Asamblea General Extraordinaria, 
siendo suficiente el voto a favor de más de la mitad de los socios presentes. 


Transcurridos dos años desde la entrada en vigencia de la presente ley no se 
inscribirá en el Registro de Personas Jurídicas, Sección Registro Nacional de 
Cooperativas, documento alguno de cooperativas sometidas a esta ley hasta tanto no 
se haya inscrito, de ser necesario, la adaptación de sus estatutos sociales; y serán 


pasibles de las sanciones previstas en la presente ley. , 
Fuente: Ver vigencia: Ley N* 18,705, de 25 de noviembre de 2010 
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Ley N* 18.705, 
de 25 de noviembre de 2010 


SISTEMA COOPERATIVO 


PRÓRROGA DEL PLAZO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 221 DE LA LEY N* 18.407 
PARA LA ADAPTACIÓN DE ESTATUTOS ANTERIORES A DICHA NORMA 


Artículo único.- Prorrógase hasta el 30 de junio de 2011 el plazo previsto en el 
artículo 221 de la Ley N* 18.407, de 24 de octubre de 2008. 
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14 de junio de 2011 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee.) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor 
Senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Se trata de un proyecto de 
ley enviado por el Poder Ejecutivo y aprobado por la 
Cámara de Representantes, por el que se modifica el 
plazo previsto por el artículo 221 de la Ley N* 18.407, 
en la redacción dada por la Ley N* 18.705, de 25 de 
noviembre de 2010. Esta iniciativa modifica el pla- 
zo de adaptación de las cooperativas a la nueva ley 
que se promulgó el 24 de octubre de 2008 en la Ley 
N* 18.407. 


El Parlamento trabajó durante dos años en la Ley 
del Sistema Cooperativo -los señores Senadores y Se- 
nadoras hicieron un esfuerzo muy importante-, que 
finalmente se concretó en ambas Cámaras, plasmán- 
dose en la Ley N” 18.407. El artículo 221 -estamos 
frente a una ley extensa y compleja- fija dos años para 
que las cooperativas se adapten al nuevo texto legal. 
El Estado estuvo omiso porque el Poder Ejecutivo no 
hizo el decreto reglamentario correspondiente. Por 
tanto, muchas de las cooperativas consultaron por la 
reforma de su estatuto y no recibían respuesta porque 
no existía una opinión formal de parte del Poder Eje- 
cutivo. Este decreto, señor Presidente, todavía no ha 
sido hecho por el Poder Ejecutivo; quiere decir que 
el Estado uruguayo aún sigue en omisión. Esto obligó 
a que elaboráramos la Ley N* 18.705, de 25 de no- 
viembre de 2010 que ampliaba el plazo hasta el 30 
de junio de este año. Quiere decir que se ampliaba 
en seis meses el plazo de dos años que se había otor- 
gado a las cooperativas, con el objetivo de redactar el 
decreto reglamentario -que es engorroso en virtud de 
que debe contemplar todas las consultas que hacen 
las cooperativas- y de que las cooperativas hicieran 
sus asambleas y reformaran sus estatutos. 


¿Qué ha ocurrido desde esa fecha hasta el presen- 
te? En primer lugar, que se han realizado consultas 
complejas y, en segundo término, que muchas coo- 
perativas nos trasmiten que aunque la ley sea regla- 
mentada, en los estatutos figura la exigencia de un 
quórum o de un cierto porcentaje de cooperativistas, 
precisamente para cambiar su propio estatuto, que 
algunas de ellas no consigue desde hace veinte años. 
Por ello, no han podido reformarlo. En algunos ca- 
sos se precisan dos tercios de cooperativistas o un 
quórum mínimo de presentes de un 60%. 


Por lo tanto, señor Presidente, el Poder Ejecutivo 
no solo propone ampliar el plazo para poder elaborar 
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el decreto reglamentario y para que las cooperativas 
logren adaptar sus estatutos, sino que en el último 
inciso de la disposición se establece que la reforma 
del estatuto social por parte de la Asamblea Gene- 
ral Extraordinaria convocada a tales efectos se po- 
drá realizar mediante “el voto a favor de más de la 
mitad de los socios presentes”. Reitero que, en este 
caso, no sería necesaria la mayoría dispuesta en el 
estatuto de la cooperativa; por esta vez, la adaptación 
de dicho estatuto a la ley se podrá efectuar a través 
del voto de más de la mitad de los cooperativistas, 
pues una vez aprobado el decreto reglamentario no 
se otorgarán más prórrogas y las cooperativas podrían 
permanecer en una situación ilegal, siendo en algún 
caso pasibles de sanciones y, en otros, quedando con 
un impedimento legal que podría provocar que no si- 
guieran funcionando. 


En síntesis, nos parece bien que se amplíe en un 
año el plazo otorgado para que las cooperativas se 
adapten a la ley, y que las reformas de sus estatutos 
se puedan llevar adelante con el voto de la mayoría de 
los socios cooperativistas. 


Es cuanto tengo para informar, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar en general el proyecto de ley 
informado. 


(Se vota:) 

-19 en 20. Afirmativa. 
En discusión particular. 
Léase el artículo único. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Artículo Único.- Modifícase el artículo 221 de 
la Ley N* 18.407, de 24 de octubre de 2008, en la re- 
dacción dada por la Ley N” 18.705, de 25 de noviem- 
bre de 2010, el que quedará redactado de la siguiente 
manera: 


“ARTÍCULO 221. (Adaptación de las cooperativas 
a las previsiones de la ley).- Las cooperativas cons- 
tituidas con anterioridad al 24 de octubre de 2008 
deberán adaptar sus estatutos sociales a las disposi- 
ciones de la presente ley, no más allá del 30 de junio 
de 2012. 


Vencido el referido plazo, el Registro de Personas 
Jurídicas, Sección Registro Nacional de Cooperativas, 
no inscribirá documento alguno de cooperativas so- 
metidas a esta ley hasta tanto no se haya inscrito, de 
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ser necesario, la adaptación de sus estatutos; y serán 
pasibles de las sanciones previstas en la presente ley. 


La reforma del estatuto social deberá adoptarse 
en Asamblea General Extraordinaria, siendo suficien- 
te el voto a favor de más de la mitad de los socios 


presentes, con independencia de los requisitos que 
al respecto establezcan los estatutos vigentes de cada 


» 


cooperativa”. 
SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 


SEÑOR PASQUET.- Solicito que este artículo 
único se vote por incisos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A solicitud del señor Se- 
nador Pasquet, se va a votar por incisos el artículo 
único. 

En consideración el primer inciso. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-19 en 23. Afirmativa. 

En consideración el segundo inciso. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

20 en 24. Afirmativa. 

En consideración el tercer inciso. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 


-19 en 24. Afirmativa. 


SEÑOR PASQUET.- Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: no hemos 
votado el último inciso -según el cual será suficiente 
el voto de más de la mitad de los socios presentes, 
con independencia de los requisitos que establezcan 
los estatutos vigentes de cada cooperativa para re- 
formar el estatuto social- porque, vista la urgencia 
del trámite que se ha dado al proyecto de ley, no 
hemos tenido oportunidad de escuchar a los inte- 
resados y de hacer las consultas del caso para ver si 
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esta disposición es realmente pertinente. Sí hemos 
votado, en cambio, la prórroga de un año del plazo 
para hacer efectivas las reformas que la ley prescri- 
be, que pensamos que es más que suficiente para 
que se puedan obtener las mayorías que cada esta- 
tuto requiere. Reitero, sin embargo, que sin previo 
estudio y sin escuchar a los interesados, no estamos 
en condiciones de votar afirmativamente esta pro- 
puesta, que se aparta de las disposiciones del estatu- 
to e impone una solución según la cual alcanza con 
una mayoría simple, lo que por la propia hipótesis 
que se trata no fue lo que en su momento quisieron 
los socios de la cooperativa. 


Queremos que quede claro que con un estudio 
más detenido quizás hubiésemos podido votar afir- 
mativamente este inciso -si no hubiera oposición ni 
elementos de juicio en contrario-, pero a falta de ese 
estudio por la urgencia planteada, la prudencia nos 
recomienda votar negativamente, y es lo que hemos 
hecho. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Disculpe, señor Senador. 
Si no entendí mal, su consideración refiere al cuarto 
inciso. De manera que su intervención no constituye 
un fundamento de voto sobre el inciso tercero, sino 
una consideración sobre el inciso cuarto, lo que es 
perfectamente correcto. 


SEÑOR PASQUET.- Mis expresiones están refe- 
ridas al tercer inciso del artículo 221 que, como bien 
dice el señor Presidente, viene a ser el cuarto inciso 
del artículo único del proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Simplemente hago la 
aclaración a efectos de que conste en la versión ta- 
quigráfica. Usted ha hecho una consideración abso- 
lutamente reglamentaria sobre el contenido del cuar- 
to inciso del artículo que estamos votando. 


Pasamos, pues, a considerar el cuarto inciso del 
artículo. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-18 en 24. Afirmativa. 


Ha quedado sancionado el proyecto de ley, que se co- 
municará al Poder Ejecutivo para su promulgación. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aproba- 
do por ser igual al considerado.) 
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15) RESTITUCIÓN DE PERSONAS MENORES 
DE 16 AÑOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el 
asunto que figura en segundo término del Orden del 
Día: “Proyecto de ley por el que se establece el pro- 
ceso de restitución de personas de menos de dieciséis 
años de edad, trasladadas o retenidas ilícitamente 
(Carp. N* 495/11- Rep. N* 307/11)”. 


(Antecedentes: ) 


“Carp. N* 495/11 
Rep. N* 307/11 
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Comisión de Constitución y Legislación 
Proyecto de Ley 


Artículo 1”.- Objeto.- Será objeto del proceso re- 
gulado en la presente ley, determinar si ha existido 
traslado o retención ilícitos de una persona de menos 
de 16 años de edad, toda vez que se haya verificado 
en violación a un derecho de guarda o de custodia 
y preservar el derecho de visita conforme la Con- 
vención de La Haya sobre los Aspectos Civiles de la 
Sustracción Internacional de Menores aprobada por 
Ley N* 17.109, de 21 de mayo de 1999 y la Conven- 
ción Interamericana sobre Restitución Internacional 
de Menores, ratificada por Ley N* 17.335, de 17 de 
mayo de 2001. 


Igualmente asegurar el tratamiento de tales casos 
conforme a los principios de los Convenios citados, 
la resolución de los mismos en forma rápida y, de ac- 
cederse a la restitución, que la misma se realice en 
forma segura para la persona de menos de 16 años 
de edad. 


A los efectos de esta ley se entiende por derecho 
de guarda o de custodia, aquel comprensivo del dere- 
cho de cuidado y a decidir sobre el lugar de residencia 
de la persona de menos de 16 años de edad -incluyen- 
do su traslado al extranjero- de conformidad con la 
ley del Estado de su residencia habitual. Tal derecho 
puede resultar de la aplicación del pleno derecho de 
una norma legal, de una decisión judicial o adminis- 
trativa o de un acuerdo vigente según el Derecho de 
dicho Estado. 


Este derecho, debe haber sido ejercido en forma 
efectiva, ya sea individual o conjuntamente, por pa- 
dres, madres, tutores, guardadores o instituciones, 
inmediatamente antes del hecho. 
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La persona de menos de 16 años de edad, en con- 
secuencia, debe haber sido desplazada ilícitamente 
de su centro habitual de vida, encontrándose en el 
Uruguay. 


Artículo 2*.- Se excluye expresamente del pro- 
ceso regulado en la presente ley, la decisión sobre 
el fondo del asunto de la guarda, la que es materia 
privativa de la jurisdicción del Estado de residencia 
habitual de la persona de menos de 16 años de edad. 
Mientras se tramita la solicitud de restitución, que- 
dan en suspenso los procesos tendientes a resolver 
sobre el fondo de la guarda o custodia, que puedan 
encontrarse en trámite. 


Artículo 3%.- Normas procesales y principio 
interpretativo.- El procedimiento estará regido por 
la Constitución de la República, la Convención de La 
Haya sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción In- 
ternacional de Menores aprobada por Ley N* 17.109, 
de 21 de mayo de 1999, la Convención Interamerica- 
na sobre Restitución Internacional de Menores, rati- 
ficada por Ley N* 17.335, de 17 de mayo de 2001, la 
presente ley, la Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 
2004 (Código de la Niñez y la Adolescencia) y la Ley 
N* 15.982, de 18 de octubre de 1988 (Código General 
del Proceso). 


Se consagra como principio rector de interpreta- 
ción y en su caso de integración, el del interés su- 
perior del niño. Considerándose por tal a los efectos 
de la presente ley, el derecho a no ser trasladado o 
retenido ilícitamente y a que se dilucide ante el Juez 
del Estado de su residencia habitual la decisión so- 
bre su guarda o custodia; a mantener contacto fluido 
con ambos progenitores y sus familias y a obtener una 
rápida resolución de la solicitud de restitución o de 
visita internacional. 


Artículo 4”.- Competencia.- Se determinará 
conforme a las normas generales, con especial apli- 
cación por el Tribunal especializado de los principios 
de concentración y de pronta y eficiente administra- 
ción de justicia, tanto en primera instancia como en 
apelación. 


Serán competentes en la Primera Instancia, los 
Juzgados de la Materia de Familia que designe la Su- 
prema Corte de Justicia, dentro del sistema de tur- 
nos que la misma establecerá. Serán competentes en 
Segunda Instancia, los Tribunales de Apelaciones de 
Familia. Para determinar la competencia en razón de 
lugar, se atendrá al lugar donde se encontrare la per- 
sona de menos de 16 años de edad. 


A los efectos de las solicitudes de localización, se- 
rán competentes los Juzgados Letrados de Primera 
Instancia de Familia que designe la Suprema Corte 
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de Justicia, sin perjuicio de la aplicación, una vez 
efectuada la localización correspondiente, del criterio 
definido en el inciso segundo del presente artículo. 


Artículo 5”.- Legitimación Activa.- Sera titular 
de la acción de restitución, aquel padre, madre, tutor, 
guardador u otra persona, institución u organismo 
que fuere titular del derecho de guarda o de custodia, 
conforme el régimen jurídico del país de residencia 
habitual de la persona de menos de 16 años de edad, 
inmediatamente antes de su traslado o retención. 


Artículo 6*.- Legitimación pasiva.- Estará le- 
gitimado pasivamente, aquel que es denunciado por 
quien tiene la titularidad activa, como la persona que 
ha sustraído o retiene en forma ilegítima a la persona 
de menos de 16 años de edad cuyo desplazamiento o 
retención constituye la causa de la solicitud. 


Artículo 7*.- Asistencia o representación de 
la persona de menos de 16 años de edad.- Será 
preceptiva la designación de un abogado Defensor a 
la persona de menos de 16 años de edad, que la asis- 
ta y represente según la evolución de sus facultades, 
apreciado a criterio del Tribunal que entiende en la 
causa. 


Artículo 8%.- De la intervención del repre- 
sentante del Ministerio Público.- De toda pre- 
tensión de restitución internacional de personas de 
menos de 16 años de edad se dará cuenta al Minis- 
terio Público quien, en cumplimiento del deber de 
intervención preceptiva, comparecerá ante el Tribu- 
nal a los efectos de ser noticiado de las resultancias 
del proceso y a ejercer los actos que le competen. Su 
ausencia no implicará dilación del trámite. 


La competencia se fijará de acuerdo a las normas 
generales que rigen su intervención. Ninguna discu- 
sión sobre este extremo, implicará detención o para- 
lización del trámite. 


Artículo 9?.- Autoridad Policial.- La autoridad 
policial prestará sin demoras la colaboración en noti- 
ficaciones, conducciones y otras diligencias, en cuan- 
to le sea requerida. 


Artículo 10.- Autoridad Central.- A los efec- 
tos del cumplimiento de los cometidos por el ar- 
tículo 7 de la Convención de La Haya sobre los 
Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional 
de Menores aprobada por Ley N* 17.109, de 21 de 
mayo de 1999 y artículo 7 de la Convención Intera- 
mericana sobre Restitución Internacional de Meno- 
res ratificada por Ley N* 17.335, de 17 de mayo de 
2001, se consagra que la Autoridad Central deberá 
ser informada por el Tribunal de las actuaciones y 
tendrá libre acceso a las mismas. Podrá participar 
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de las audiencias que se convoquen a cuyos efectos 
deberá ser notificada. 


Artículo 11.- Fase preliminar.- La demanda o 
solicitud de restitución, que deberá ajustarse a los re- 
quisitos establecidos en los artículos 8 de la Conven- 
ción de La Haya sobre los Aspectos Civiles de la Sus- 
tracción Internacional de Menores aprobada por Ley 
N* 17.109, de 21 de mayo de 1999 y 9 de la Conven- 
ción Interamericana sobre Restitución Internacional 
de Menores ratificada por Ley N* 17.335, de 17 de 
mayo de 2001, se podrá presentar en forma directa 
ante el Tribunal competente, vía exhorto o carta roga- 
toria, o por solicitud directa ante la Autoridad Central 
(artículo 8 de la Convención Interamericana sobre 
Restitución Internacional de Menores, ratificada por 
Ley N* 17.335, de 17 de mayo de 2001). Si los recau- 
dos fueren insuficientes o carecieren de los requisitos 
necesarios para su validez, se peticionará vía Autori- 
dad Central la remisión de nueva documentación al 
Estado requirente dentro de un plazo razonable. 


El Tribunal competente tomará conocimiento in- 
mediato, ordenará las más urgentes medidas para la 
localización y protección de la persona de menos de 
16 años de edad: cierre de fronteras, retención de 
documentación de viaje de la persona y de quien pre- 
suntamente la ha sustraído. 


Verificada la localización, lo comunicará de inme- 
diato al Estado requirente vía Autoridad Central o a 
través del organismo que haga sus veces. 


La Autoridad Central del Estado actuará de mane- 
ra de conseguir la restitución voluntaria de la persona 
de menos de 16 años de edad. 


A partir de dicha noticia, en caso que se hubiere 
solicitado la previa localización de la persona de me- 
nos de 16 años de edad, comenzará a correr un plazo 
de 30 (treinta) días a efectos de la correspondiente 
presentación de demanda o solicitud de restitución, 
para el caso de que esta no se hubiese deducido. Ven- 
cido el mismo, las medidas adoptadas liminarmente, 
caducarán de pleno derecho. 


La documentación que se acompañe a la demanda 
o solicitud de restitución, con el fin de acreditar la 
legitimación activa del requirente (copia de sentencia 
o convenio homologado) y demás recaudos, deberá 
presentarse traducida en caso de así corresponder, no 
requiriéndose su legalización (artículo 23 de la Con- 
vención de La Haya sobre los Aspectos Civiles de la 
Sustracción Internacional de Menores aprobada por 
Ley N* 17.109, de 21 de mayo de 1999 y 9.4 de la 
Convención Interamericana sobre Restitución Inter- 
nacional de Menores, ratificada por Ley N* 17.335, 
de 17 de mayo de 2001). 
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Artículo 12.- Procedimiento.- Una vez presen- 
tada la demanda o solicitud de restitución, el Tribunal 
procederá a la calificación de las condiciones de ad- 
misibilidad y legitimación activa, según las definicio- 
nes de los artículos 1* y 5* de esta ley. 


A los efectos de esta última, el peticionante deberá 
acreditar la verosimilitud de su derecho, demostran- 
do sumariamente en la solicitud o demanda que se 
encuentra en el ejercicio de la guarda o custodia, de 
conformidad con lo dispuesto con el artículo 1% de la 
presente ley. 


La presentación de la demanda o solicitud de res- 
titución ante el Tribunal competente marcará la fe- 
cha de iniciación de los procedimientos a los efectos 
establecidos en el artículo 12 incisos primero y segun- 
do de la Convención de La Haya sobre los Aspectos 
Civiles de la Sustracción Internacional de Menores 
aprobada por Ley N* 17.109, de 21 de mayo de 1999 
y 14 de la Convención Interamericana sobre Resti- 
tución Internacional de Menores, ratificada por Ley 
N* 17.335, de 17 de mayo de 2001. 


Artículo 13.- Si el Tribunal rechaza liminarmen- 
te la demanda o solicitud de restitución, la resolución 
admite el recurso de apelación, interpuesto dentro de 
los tres días siguientes a la notificación. 


Si la denegatoria fuese confirmada en segunda 
instancia, dicha resolución deberá comunicarse al 
Estado requirente para que una vez notificados los 
interesados queden habilitados a iniciar las acciones 
que puedan corresponder. 


Artículo 14.- Admitida la demanda, en veinticua- 
tro horas el Tribunal despachará mandamiento de res- 
titución; citará de excepciones por el término de diez 
días al requerido; dispondrá las medidas cautelares ne- 
cesarias a los efectos de la protección y sujeción de la 
persona de menos de 16 años de edad al país, dictando 
el cierre de fronteras y la retención de documentación 
para viajar de la persona de menos de 16 años de edad 
y de la persona que la ha sustraído, o bien, modifica- 
rá o mantendrá las adoptadas inicialmente; designará 
Defensor a la persona de menos de 16 años de edad de 
no haber sido designado anteriormente; designará en 
todos los casos un Defensor del solicitante que actuará 
con las facultades de representación -salvo que el mis- 
mo lo designe personalmente- y notificará la decisión 
al Ministerio Público. Comunicará tal decisión a la Au- 
toridad Central a sus efectos. 


No se admitirán cuestiones previas, incidentes ni 
reconvenciones que obsten a la prosecución del trámite. 


Artículo 15.- Oposición de excepciones.- La 
defensa del demandado deberá realizarse en escrito 
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fundado al que deberá acompañarse toda la prueba 
de que haya de valerse. Será válida la oposición cuan- 
do se exprese y demuestre que: 


a) la persona, institución u organismo que se hu- 
biere hecho cargo de la persona de menos de 16 años 
de edad, no ejercía de modo efectivo el derecho de 
custodia en el momento en que fue trasladada o rete- 
nida o había consentido o posteriormente aceptado el 
traslado o retención; 


b) existe un grave riesgo de que la restitución de 
la persona de menos de 16 años de edad la exponga a 
un peligro físico, psíquico o que de cualquier otra ma- 
nera ponga a la persona en una situación intolerable. 


Artículo 16.- Se podrá rechazar asimismo la soli- 
citud de restitución: 


a) si se comprobare que la persona de menos de 
16 años de edad se opone por motivos fundados a re- 
gresar y a juicio del Tribunal, su edad y madurez jus- 
tificare tomar en cuenta su opinión (artículo 8* de la 
Ley N” 17.823, de 7 de setiembre de 2004, Código de 
la Niñez y la Adolescencia); 


b) si dicha solicitud se presentó vencido el año del 
traslado o retención ilegal y se prueba que la persona 
de menos de 16 años de edad se ha integrado a su 
nuevo centro de vida; 


c) cuando sea manifiestamente violatoria de los 
principios fundamentales en materia de protección 
de los derechos humanos y libertades fundamentales. 


El Tribunal rechazará sin sustanciar toda excep- 
ción fuera de las enumeradas en los artículos 15 y 16 
de la presente ley. 


Artículo 17.- Si no fueren opuestas excepciones, 
quedará firme el mandamiento de restitución y se 
dispondrá hacer efectivo el mismo comunicándolo a 
la Autoridad Central. 


Se hará saber al Estado requirente que si dentro 
de los 30 (treinta) días calendario desde que fuere 
comunicada la sentencia no adopta las medidas ne- 
cesarias a efectos del traslado de la persona de menos 
de 16 años de edad, quedarán sin efecto la restitución 
ordenada y las providencias adoptadas. 


Artículo 18.- Opuestas excepciones, se sustan- 
ciarán con un traslado al requirente por el término 
de 6 (seis) días. 


Contestadas las excepciones o vencido el término, 
se convocará a audiencia que se celebrará dentro de 
los 3 (tres) días de haber sido puestos los autos al 
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Despacho al efecto. En dicha providencia, el Tribunal 
se expedirá sobre los medios probatorios ofrecidos por 
las partes, rechazando in límine toda aquella prueba 
inadmisible, inconducente o manifiestamente imper- 
tinente. 


La resolución que admita o deniegue el despacho 
de diligencias probatorias será apelable con efecto di- 
ferido. 


El número de testigos, se limitará a tres por cada 
parte. 


Artículo 19.- La audiencia, será presidida por el 
Tribunal, no dejará de celebrarse por ausencia de al- 
guno de los citados. 


En ella se tentará la conciliación, la que verificada 
se hará constar en acta y será homologada por el Juez. 
De no ser posible, será oído el Ministerio Público y se 
resolverán, de haberse planteado, las cuestiones pro- 
cesales que obsten a la decisión final. Se procederá 
a la fijación de los puntos de debate, se diligenciarán 
los medios probatorios dispuestos, a cuyo fin la au- 
diencia podrá ser prorrogada hasta por setenta y dos 
horas. 


Se oirá a la persona de menos de 16 años de edad, 
a las partes y al Ministerio Público. La ausencia de este 
último no obstará a la prosecución del trámite ni al 
dictado de sentencia. De acuerdo a la edad y circuns- 
tancias de la persona cuya restitución se solicita será 
oído directamente por el Tribunal o a través de profe- 
sionales especializados designados por el Tribunal. 


A los fines de su dictado, podrá el Tribunal prorro- 
gar la audiencia hasta por veinticuatro horas. 


Artículo 20.- Segunda Instancia.- La senten- 
cia definitiva será pasible del recurso de apelación 
interpuesto dentro del tercer día siguiente a la no- 
tificación y sustanciado con un traslado por idéntico 
plazo a las partes, al Ministerio Público y al Defensor 
de la persona de menos de 16 años de edad. 


El recurso de apelación será concedido con efecto 
suspensivo. 


Los autos serán elevados dentro del término de 
veinticuatro horas de evacuados los traslados. 


El Tribunal de Alzada se expedirá dentro del cuar- 
to día. Podrá hacerlo en audiencia o dictarse decisión 
anticipada. 


La segunda instancia debe tramitarse dentro de 
los plazos máximos establecidos en los artículos de 
la Convención de La Haya sobre los Aspectos Civiles 
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de la Sustracción Internacional de Menores aproba- 
da por Ley N” 17.109, de 21 de mayo de 1999 y la 
Convención Interamericana sobre Restitución Inter- 
nacional de Menores ratificada por Ley N* 17.335, de 
17 de mayo de 2001. 


Artículo 21.- Del contenido de la sentencia.- 
Se ordenará la restitución en todo caso cuando se 
tratare de una persona de menos de 16 años de edad, 
que haya sido trasladada o retenida ilícitamente en 
violación de un derecho de guarda o custodia efecti- 
vamente ejercido al momento del hecho en el país de 
su residencia habitual. El fallo ordenará la preven- 
ción para el Estado requirente señalada en el artículo 
21 inciso segundo de la presente ley. Los gastos de 
restitución serán de cargo del actor o en su caso del 
Estado requirente. 


Artículo 22.- Restitución segura.- El Tribunal 
no podrá denegar la restitución de una persona de 
menos de 16 años de edad basándose en lo dispuesto 
en el literal b) del artículo 13 del Convenio de La 
Haya sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción In- 
ternacional de Menores aprobada por Ley N* 17.109, 
de 21 de mayo de 1999 y literal b) del artículo 11 de 
la Convención Interamericana sobre Restitución In- 
ternacional de Menores ratificada por Ley N* 17.335, 
de 17 de mayo de 2001, si se demuestra que se han 
adoptado las medidas adecuadas para garantizar la 
protección de la misma tras la restitución. 


Artículo 23.- Si ha transcurrido un lapso mayor 
a un año entre la fecha de la solicitud o demanda de 
restitución y la de sustracción o retención ilícitos, po- 
drá asimismo ser ordenada la restitución, según las 
circunstancias acreditadas en la causa, salvo demos- 
tración durante el proceso que la persona de menos 
de 16 años de edad ha quedado integrada a su nuevo 
ambiente, y en este caso, solo si a juicio del Juez la 
permanencia en esta resulta favorable a su prioritario 
interés. En caso contrario, podrá siempre ordenar la 
restitución (artículo 18 de la Convención de La Haya 
sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacio- 
nal de Menores aprobada por Ley N* 17.109, de 21 de 
mayo de 1999 y artículo 17 de la Convención Intera- 
mericana sobre Restitución Internacional de Menores 
ratificada por Ley N* 17.335, de 17 de mayo de 2001). 


Artículo _24.- Impugnaciones.- Serán pasibles 
del recurso de apelación, únicamente la sentencia 
que disponga el rechazo liminar -en cuyo caso la ape- 
lación no se sustancia- y la sentencia definitiva. 


En segunda instancia podrá convocarse a audien- 
cia o dictarse decisión anticipada; en este último 
caso, el plazo para deducir el recurso de aclaración y 
ampliación será de cuarenta y ocho horas, debiéndo- 
se decidir dentro de las cuarenta y ocho horas. 
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Contra la sentencia de segunda instancia no se ad- 
mitirá otro recurso. 


Artículo 25.- Visita.- La solicitud que tiene por 
objeto hacer efectivo el derecho de visitas por parte 
de sus titulares en los casos previstos en los Conve- 
nios Internacionales de Restitución, seguirán el pro- 
cedimiento establecido en la presente ley. 


El derecho de visitas comprenderá el derecho de 
llevar a la persona de menos de 16 años de edad, por 
un período de tiempo limitado, a otro país diferente a 
aquel en que tiene su residencia habitual. 


No constituye requisito necesario para la proce- 
dencia de la solicitud de visitas en el marco de los 
Convenios Internacionales de Restitución, la exis- 
tencia de un previo traslado o retención ilícito, ni la 
existencia de un régimen de visitas establecido con 
anterioridad. 


Artículo 26.- El Tribunal nacional, requerida su 
intervención, en caso de existencia de régimen de vi- 
sitas fijado en sentencia ejecutoriada o por convenio 
homologado judicialmente, puede incluso modificar 
dicho régimen en caso de que sea necesario. 


Intervendrá en la cuestión de las visitas en ejerci- 
cio de su jurisdicción natural, en carácter de jurisdic- 
ción más próxima; y sin perjuicio de la competencia 
originaria del Juez del Estado de residencia habitual 
ya sea cuando haya denegado la solicitud de restitu- 
ción o bien en los casos en que habiéndose logrado la 
auto composición del litigio, se obtiene la restitución 
voluntaria. 


Recibida la solicitud o demanda, se correrá trasla- 
do de 6 (seis) días hábiles y se convocará a audiencia 
en que se dictará sentencia. 


Dispondrá sobre el régimen de visitas, siempre 
bajo el apercibimiento para las partes de que el in- 
cumplimiento hará incurrir al trasgresor en traslado 
o retención ilícitos, a los efectos establecidos por la 
Convención de La Haya sobre los Aspectos Civiles de 
la Sustracción Internacional de Menores aprobada 
por Ley N” 17.109, de 21 de mayo de 1999 y en la 
Convención Interamericana sobre Restitución Inter- 
nacional de Menores ratificada por Ley N* 17.335, de 
17 de mayo de 2001. 


Artículo 27.- Si no hubiere régimen establecido, 
el proceso de visitas constará de demanda o solicitud, 
reguladas en lo aplicable por los artículos 2% a 10 de 
la presente ley. Se sustanciará con un traslado por 6 
(seis) días a quien tuviera la tenencia circunstancial 
de la persona de menos de 16 años de edad. 
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Se convocará a audiencia donde se tentará la con- 
ciliación, se diligenciará la prueba, se escuchará a las 
partes y al Ministerio Público y se dictará sentencia, 
aplicándose en lo pertinente los artículos 17 a 20 y 24 
de la presente ley. 


Artículo 28.- Comunicaciones judiciales di.- 
rectas.- La Suprema Corte de Justicia designará un 
Juez de Enlace con el cometido de facilitar las co- 
municaciones judiciales directas sobre los asuntos en 
trámite comprendidos por la presente ley entre los 
Tribunales Extranjeros y los Tribunales Nacionales. 


Las consultas podrán ser recíprocas, se realizarán 
por intermedio del Juez de Enlace y se dejará cons- 
tancia de las mismas en los respectivos expedientes, 
con comunicación a las partes. 


Eleuterio Fernández Huidobro, Eber Da Rosa, 
Francisco Gallinal, Eduardo Lorier, Rafael 
Michelini, Carlos Moreira, Constanza Moreira, 
Rodolfo Nin Novoa, Ope Pasquet. 


Exposición de Motivos 


El Uruguay adhirió al Convenio de La Haya sobre 
los aspectos civiles de la sustracción internacional de 
menores por Ley N” 17.109 de 21 de mayo de 1999, 
encontrándose en vigencia para nuestro país desde el 
1? de febrero de 2000. 


La Convención Interamericana sobre Restitu- 
ción Internacional de Menores fue ratificada por Ley 
N* 17.335 de 17 de febrero de 2001 y se encuentra 
vigente desde el 30 de setiembre de 2001. 


Ambos textos prevén un plazo breve a los efectos 
de que las autoridades judiciales de los Estados en 
que se encuentren los niños, niñas o adolescentes de 
cuya restitución internacional se trata adopten deci- 
sión. 


El Convenio de La Haya establece un plazo de 
seis semanas (art. 11 inciso 2% y la Convención 
Interamericana un plazo de 60 días (art. 12 inciso 39) 
en ambos casos desde que se recibiera la respectiva 
solicitud. 


El Derecho Nacional no prevé un procedimiento 
especial para estos casos, remitiéndose el artículo 
349 numeral 3) del Código General del Proceso al 
Proceso Extraordinario legislado en el artículo 346 
del mismo Código. 


Este procedimiento en el que solamente el trasla- 
do de la demanda insume 30 días, torna imposible el 
dictado de decisión en primera y segunda instancia 
en los plazos establecidos por los convenios citados. 
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La propia naturaleza de la Restitución Internacio- 
nal determina que la decisión final se adopte en los 
plazos acotados que el país se ha comprometido a res- 
petar al suscribir las referidas convenciones. 


En definitiva el interés superior del niño consiste 
en ser restituido lo más rápidamente posible hacia 
el país donde tenía su residencia habitual, para que 
sean los jueces de ese país los que resuelvan en de- 
finitiva. 


Bases jurídicas de la Restitución internacional 


Los grandes pilares sobre los que se basa la ne- 
cesidad de restituir internacionalmente a los niños o 
adolescentes ilegalmente retenidos o sustraídos son 
los siguientes: 


Primero: cuando se procesa un caso de restitu- 
ción internacional, no está en juego la guarda del 
niño, niña o adolescente, esto es, no se trata de un 
juicio de guarda. No va a discutirse la guarda, que es 
algo privativo de la jurisdicción del país de residen- 
cia habitual del niño, niña o adolescente, sino que 
será objeto de este proceso determinar si ha existido 
un traslado y/o retención ilícitos. La ilicitud consiste 
en la violación del derecho de custodia detentado por 
padres-madres-tutores-guardadores, esto es, derecho 
de guarda comprensivo de aquel derecho a decidir 
sobre el lugar de residencia del niño, niña o adoles- 
cente y si como consecuencia, se le ha desplazado de 
su residencia habitual, de su centro habitual de vida. 


Segundo: el principio rector y de interpretación 
que debe guiar desde la calificación inicial, hasta el 
análisis de la prueba y la toma de medidas urgentes 
y en resolución final, será el interés del niño, niña o 
adolescente, interpretado de la manera señalada an- 
teriormente. 


Tercero: la duración del proceso tiene efectos 
sobre la resolución de fondo. Si el proceso de resti- 
tución no es a la vez eficaz y breve, puede tener el 
efecto indeseado de cooperar a producir un arraigo 
indebido del niño, niña o adolescente en territorio 
nacional, que si luego se determina que corresponde 
la restitución, haga que a un desarraigo siga otro, tan 
nocivo para su interés prioritario como el primero. 


Cuarta idea fundamental que explica el porqué de 
la importancia del tema: cada caso es muy delicado, 
porque además, está en juego la imagen del país, de 
sus Jueces, de sus Curiales; y algo que no es menor: 
de la cooperación que brindemos en el marco de estos 
instrumentos internacionales, depende también la 
que recibamos en los casos análogos en que a nuestra 
vez, seamos requirentes. De especial trascendencia 
en un país que tiene emigrantes desperdigados por 
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todo el mundo y que con el paso del tiempo será cada 
vez más solicitante de cooperación judicial interna- 
cional. De ahí la necesidad de contar en la Legisla- 
ción Nacional, con un proceso específico de Restitu- 
ción de niños, niñas y adolescentes. 


Antecedentes del Derecho Comparado tomados 
en consideración 


En este marco, pues, se ha realizado el análisis 
del Derecho comparado vigente en la materia a efec- 
tos de determinar lo que tienen en común los cuatro 
procesos hasta ahora existentes, a saber: a) el Regla- 
mento del Consejo de la Unión Europea N* 2201 de 
27 de noviembre de 2003 sobre competencia, reco- 
nocimiento y ejecución de resoluciones judiciales en 
materia matrimonial y de responsabilidad parental; 
b) el proceso contenido en la Ley de Enjuiciamiento 
Civil española, en su Título IV destinado a las medi- 
das provisionales en relación con las personas (Medi- 
das relativas al retorno de menores en los supuestos 
de sustracción internacional); c) en Centroamérica, 
el Decreto Ejecutivo N* 222/2001 -reglamentario de 
la Ley que aprueba la Convención de La Haya- del 
Ministerio de Relaciones Exteriores de la República 
de Panamá y d) en Sudamérica, el Auto Acordado 
de la Corte Suprema de la República de Chile, del 
3/11/1998. 


Se pondrá de manifiesto que tienen de común, al 
ver cómo en sus respectivos procedimientos, se han 
aplicado los principios que informan la Convención 
de La Haya. 


El más genérico es el procedimiento concebido 
por el Consejo de la Unión Europea, o Eurorregla- 
mento, puesto que está destinado a la aplicación en 
los procesos de restitución que se verifiquen en los 
Estados miembros entre sí, se limita a establecer cier- 
tos lineamientos generales, respetando la legislación 
interna de cada país, entre ellos, cabe destacar que 
este proceso prevé en su artículo 11 que en caso de 
aplicación de los artículos 12 y 13 de la Convención 
se velará por que se dé a la persona de menos de 
16 años de edad la posibilidad de audiencia durante 
el proceso, a menos que esto no se considere conve- 
niente habida cuenta de su edad o grado de madurez. 


Que el órgano jurisdiccional ante el que se inter- 
ponga la demanda de restitución, “actuará con ur- 
gencia en el marco del proceso en el que se sustancie 
la demanda, utilizando los procedimientos más expe- 
ditivos que prevea la legislación nacional”. Salvo que 
existan circunstancias excepcionales que lo hagan 
imposible, el mismo dictará resolución como máximo 
en seis semanas (que es el plazo previsto por la Con- 
vención de La Haya como se viera). 
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No se podrá denegar la restitución con fundamen- 
to en el literal b) del artículo 13 de la Convención de 
La Haya (excepción de grave peligro) si se demues- 
tra que se han adoptado las medidas adecuadas para 
garantizar la protección del niño, niña o adolescente 
tras su restitución. 


No se podrá denegar sin haber concedido audien- 
cia a la persona que la solicitó. 


Para los casos de resolución denegatoria de la 
restitución, se prevé una comunicación en un plazo 
determinado al Estado requirente, para que una vez 
notificada dispongan los interesados de un plazo para 
iniciar las acciones correspondientes ante su jurisdic- 
ción si no las hubiere en trámite. 


Se prevé un proceso para hacer ejecutiva la reso- 
lución de restitución dictada en uno de los Estados 
miembros, mediante una certificación del Juez que la 
dictó, realizada bajo ciertos requisitos comunes. 


La Ley procesal española (LEC), refiere a un pro- 
cedimiento de carácter preferente, con una duración 
de seis semanas máximo, prevé medidas cautelares, 
provisionales de custodia del niño. Es un proce- 
dimiento de tipo monitorio, en el que en 24 horas 
se dicta resolución, previendo un plazo de tres días 
para que la persona manifieste si efectuará la entrega 
voluntaria o si se opondrá por existir alguna de las 
excepciones previstas en el Convenio cuyo texto se 
acompañará. Se prevé la continuación del proceso en 
rebeldía del requerido, la formalización de audiencia 
en cualquier caso, para todos los interesados, el Fis- 
cal y la persona de menos de 16 años de edad, del 
que dice será oído “separadamente”, plazos brevísi- 
mos para sustanciar la oposición de estas excepciones 
limitadas, con posibilidad de una segunda audiencia 
de prueba a los cinco días. Plazos igualmente breves 
para diligenciar otras pruebas pertinentes -seis días-, 
resolución dentro de dos días si no hay oposición y de 
tres si la hay. 


Incorpora el interés del niño y los términos del 
Convenio al juzgar la prueba, y prevé resolución final 
apelable “en un solo efecto” y un plazo breve (veinte 
días) para la Segunda Instancia. 


En cuanto al proceso panameño comienza dicien- 
do que la solicitud debe admitirse sin demora (debe 
ser un plazo de 24 horas, que es el mismo plazo pro- 
cesal que en nuestro Derecho), sin perjuicio de re- 
querir después informes o documentación. 


Los términos de fijación de audiencia y traslado, 
son brevísimos: de tres días en este último caso. Se 
incorpora: la designación de defensor para todas las 
partes incluido el niño, la niña o el adolescente, por- 
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que luego la audiencia se realizará con cualquiera de 
las partes que concurra; el deber del Juez de calificar 
las pruebas rechazando las solicitadas con finalidad 
dilatoria, o violatoria de los principios de economía, 
buena fe, lealtad procesal; el deber de solicitar prue- 
ba de Oficio para averiguar la verdad material, favo- 
recer el interés del niño, la niña o el adolescente; las 
decisiones relativas a prueba son inapelables. 


Se establece un sistema de notificaciones ágil, 
prevé incluso un sistema de notificación por edicto 
en los Estrados por dos días, para la sentencia final, 
y la agilidad del sistema solo se vería desvirtuada en 
casos de excepción, en que por la complejidad de la 
prueba o la lejanía del lugar de su recepción, se pre- 
vé un plazo extraordinario que ya pertenece a su ley 
procesal, en este caso de dos meses. 


Apelación fundada con efecto suspensivo, en pla- 
zo brevísimo de cinco días y cinco para el traslado. 
La decisión de Segunda Instancia debe ser prioritaria 
entre otros asuntos. 


Por último, ya en Sudamérica, el proceso chileno 
tiene la particularidad de que no ha sido establecido 
como los demás por Ley o Decreto, sino por un Auto 
Acordado de la Corte Suprema de Chile. 


Es un proceso sumamente abreviado, recuerda en 
algo nuestro proceso de Amparo, donde se ha previsto 
el mismo plazo de 24 horas para proveer a la solicitud 
que se ha visto en los sistemas anteriores, atribuyén- 
dose competencia a los jueces del domicilio aun pre- 
sunto de la persona de menos de 16 años de edad; mi- 
nimiza las formalidades de la solicitud, limitándolas a 
las previstas en el artículo 8” de la Convención, per- 
mitiendo así el inmediato libramiento de la orden de 
localización y de arraigo dentro del territorio chileno. 


Citación a comparendo dentro del quinto día, se 
notifica a quien ha retenido o sustraído presuntamen- 
te a la persona de menos de 16 años de edad en prin- 
cipio a domicilio, en forma personal, o por cedulón y 
en su defecto, estando el demandado ausente se le 
nombra de inmediato un defensor, que lo represente. 


Se basa enteramente en la Convención de La 
Haya en cuanto a la admisibilidad de excepciones y 
consagración del respeto de los derechos de restitu- 
ción y visitas existentes en el estado requirente -Chile 
no ratificó la Convención Interamericana-. 


Prevé como único objeto de la audiencia estable- 
cer si la persona de menos de 16 años de edad se 
encuentra en el país si concurre alguna de las cau- 
sales de oposición a la entrega del artículo 13 de la 
Convención. 
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La audiencia es necesaria en cuanto debe siempre 
oírse a la persona de menos de 16 años de edad, pero 
no así la prueba, de la cual de acuerdo a lo acotado 
de su objeto puede prescindir el Tribunal, la que de 
recibirse se diligencia en audiencia, en quince días 
perentorios a más tardar. En caso de disponerse al- 
guna medida para mejor proveer (diligenciada o no), 
vencido el plazo se debe dictar sentencia. 


Se establece que la prueba debe ser analizada “en 
conciencia”, esto es según el principio de la sana crí- 
tica. Son brevísimos los plazos para dictar las sen- 
tencias tanto de primera como de segunda instancia: 
cinco días. Sin más resoluciones susceptibles de re- 
cursos que la definitiva. Las notificaciones está pre- 
visto se puedan realizar por la autoridad policial o 
receptor ad hoc. 


Antecedentes nacionales 


El Poder Judicial del Uruguay desde 2004 ha to- 
mado una activa participación en colaboración con la 
Secretaría Permanente de la Conferencia de La Haya 
sobre Derecho Internacional Privado en temas vincu- 
lados con el Convenio sobre los aspectos civiles de la 
sustracción internacional. 


La Suprema Corte de Justicia ha designado un 
Juez de Enlace como integrante de la Red Internacio- 
nal de Jueces que a nivel mundial tiene la finalidad 
de facilitar los entendimientos necesarios entre las 
distintas jurisdicciones que deban resolver pedidos de 
restitución internacional. 


En el marco de tal cooperación, en Montevideo, 
entre los días 9 y 10 del mes de diciembre del año 
2005, se realizó en sede del Centro de Estudios Judi- 
ciales del Uruguay, con financiación de la Conferen- 
cia de La Haya, un seminario-taller que tuvo como 
objeto el estudio de la Convención sobre los efectos 
civiles de la sustracción internacional de niños, niñas 
y adolescentes. 


El mismo contó con la presencia de miembros de 
los Tribunales de Apelaciones de Familia, Jueces de 
Primera Instancia, tanto de Familia como de Familia 
Especializados y de la Autoridad Central de Coopera- 
ción Jurídica Internacional. 


Participó el Oficial Letrado de Enlace para Améri- 
ca Latina de la Conferencia de La Haya de Derecho 
Internacional Privado. 


Entre las conclusiones más importantes del Semi- 
nario, se acordó la necesidad imperiosa de promover 
la redacción y aprobación de un proyecto de ley que 
ajuste los tiempos procesales nacionales a los plazos 
breves y acotados previstos en ambas Convenciones. 
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Una comisión de Magistrados designada por el 
Centro de Estudios Judiciales del Uruguay redactó el 
proyecto de ley que se pone a consideración. 


Proyecto de Ley 


Es concebido con una estructura monitoria, te- 
niendo como objetivo adaptar el proceso instaurado 
por la Convención Interamericana, a las estructuras 
procesales de nuestro sistema jurídico, perfeccionan- 
do en lo posible aquel. 


Se han ideado mecanismos que finalmente permi- 
tieron lograr el objetivo de un proceso con garantías 
suficientes para todas las partes, que contempla el 
interés superior en juego, cuyo desarrollo insume un 
tiempo menor al máximo de seis semanas requerido 
por la Convención de La Haya. Ajustándose en con- 
secuencia también a la Convención Interamericana. 


Se ha restringido la competencia para entender 
en los asuntos de Restitución Internacional a los Juz- 
gados que la Suprema Corte de Justicia designe. 


De esa manera se logra concentrar en pocas Se- 
des Judiciales con la especialización pertinente, una 
competencia que requiere conocimientos, aptitudes y 
actitudes particulares de los Magistrados. 


No se prevé la creación de nuevos Juzgados, sino 
asignar de manera especial la competencia en asun- 
tos previstos por la ley a juzgados de Familia, sin per- 
juicio de mantener su ámbito competencial ordinario. 


Se ha proyectado un proceso monitorio, en el cual 
revisados los antecedentes, el Juez decreta la orden 
de restitución y es la parte interesada -la persona que 
presuntamente sustrajo o retuvo a la persona de me- 
nos de 16 años de edad- quien debe introducir el con- 
tencioso respectivo. 


Las únicas excepciones admisibles son las estable- 
cidas en los convenios respectivos. La prueba se debe 
diligenciar en audiencia en la medida de lo posible. 


La sentencia de primera instancia podrá ser recu- 
rrida mediante el recurso de apelación, debiéndose dic- 
tar la sentencia de segunda instancia por el Tribunal 
de Familia respectivo en un plazo sumamente acotado. 


La sentencia de segunda instancia no admite otro 
recurso salvo de aclaración o ampliación, con lo cual 
el proceso termina con su dictado. 


Se definen claramente los roles procesales del 
Juez, de las partes, del niño involucrado que actuará 
asistido de Defensor que asiste y representa en su 
caso y del Ministerio Público. 
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El procedimiento previsto se extiende a los plan- 
teamientos internacionales sobre cumplimiento de 
régimen de visitas. 


Se concentra en sedes de Montevideo la compe- 
tencia para los procesos previos de localización, con- 
forme las previsiones de la Convención Interamerica- 
na, pues en la capital están radicados los servicios del 
Ministerio del Interior especializados en la búsqueda 
de personas. 


La Cámara de Senadores aprobó el proyecto de 
ley el 9 de setiembre de 2009 y la Cámara de Repre- 
sentantes dispuso su pase al Archivo, en aplicación 
del artículo 147 de su Reglamento, el 2 de marzo de 
2010. 


El proyecto ha sido analizado en la Universidad de 
la República, recibiendo el aporte y la aprobación del 
Instituto Uruguayo de Derecho Internacional Privado 
de la Facultad de Derecho, según nota cursada por el 
Profesor Titular Dr. Eduardo Tellechea Bergman, de 
fecha 10 de octubre de 2007. 


También fue debatido en el Instituto de Derecho 
Procesal de la Universidad de la República, cuyo Di- 
rector Dr. Ángel Landoni Sosa comunicó por nota de 
fecha 17 de junio de 2008 sus observaciones y apro- 
bación en líneas generales. 


Su estructura, ha servido de base para el docu- 
mento aprobado como “Norma Modelo de Proceso de 
Restitución Internacional de Niños”, en la Segunda 
Reunión de Expertos Gubernamentales, del Progra- 
ma Interamericano de Cooperación para prevenir y 
reparar casos de Sustracción Internacional de Niños, 
Niñas y Adolescentes por uno de sus Padres, Buenos 
Aires, 21 de septiembre del año 2007 (organizado por 
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la Conferencia de La Haya de Derecho Internacional 
Privado y el Instituto Interamericano del Niño). 


En dicha reunión, el trabajo de la mesa partió del 
consenso alcanzado respecto del proyecto original del 
equipo autor del presente proyecto, en la Reunión de 
Jueces de países de América expertos en materia de 
sustracción internacional de niños, niñas y adoles- 
centes, celebrada en forma previa a la sesión inaugu- 
ral el día 19 de septiembre del mismo año. 


El proyecto de ley modelo ha sido tomado como 
base de la Resolución N* 480 del 6 de marzo de 2008 
de la Suprema Corte de Justicia de la República Do- 
minicana para regular el procedimiento interno de 
ese país en aplicación de los Convenios de La Haya y 
de la Convención Interamericana sobre Restitución 
de Niños. 


El país cumplirá mediante la aprobación del pro- 
yecto de ley que se propone con sus obligaciones 
internacionales, no solamente derivadas de los con- 
venios citados, sino también las que prescribe la Con- 
vención de los Derechos del Nino que en su artículo 
11 establece: 


1. Los Estados Partes adoptarán medidas para lu- 
char contra los traslados ilícitos de niños al extranjero 
y la retención ilícita de niños en el extranjero. 


2. Para ese fin, los Estados Partes promoverán la 
concentración de acuerdos bilaterales o multilatera- 
les o la adhesión a acuerdos existentes. 


Eber Da Rosa, Eleuterio Fernández Huidobro, 
Francisco Gallinal, Eduardo Lorier, Rafael 
Michelini, Carlos Moreira, Constanza Moreira, 
Rodolfo Nin Novoa, Ope Pasquet.” 
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Disposiciones citadas 


Ley 15.982, 
de 18 de octubre de 1988 


Código General del Proceso. 
LIBRO II - DESARROLLO DE LOS PROCESOS 
TITULO IV - PROCESO DE CONOCIMIENTO 
CAPITULO !l - PROCESO EXTRAORDINARIOCAPITULO Il 


Proceso Extraordinario 


Artículo 346.- Procedimiento.- El proceso extraordinario se regirá por lo- 


establecido en el ordinario en cuanto fuere pertinente y con las siguientes 

1) El trámite se concentrárá en una sola audiencia de conciliación, fijación de 
los puntos en debate, prueba, alegatos y sentencia. 

2) Sólo se admitirá ta reconvención sobre la misma causa y objeto que los 
propuestos en la demanda. 

3) Luego de la contestación de la demanda o, en su caso, de la reconvención, 
el tribunal dispondrá el diligenciamiento de la prueta solicitada por las 
partes y que no pueda ser recibida en la audiencia, de modo tal que a la 
fecha d aquélla, esa prueba se halle diligenciada. 

4) El tribunal se pronunciará en una única sentencia sobre todas las 
excepciones y defensas; sólo si entre ellas se encuentra la de 
incompetencia y se declarare incompetente, omitirá pronunciarse sobre las 
otras, : 

5) En la segunda instancia no se admitirá otra prueba que la que el tribunal 
entienda oportuna para mejor proveer, la documental sobre hechos 
supervinientes o la de ese mismo género que se declare, bajo juramento, no 
conocida hasta ese momento, conforme con lo dispuesto por el artículo 
253.2, numeral 2” o la de fecha auténtica posterior a la de la audiencia de 
primera instancia, 
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LIBRO HH - DESARROLLO DE LOS PROCESOS 
TITULO IV - PROCESO DE CONOCIMIENTO 
CAPITULO lll - DISPOSICIONES GENERALES 
Artículo 349 

Procedencia del proceso extraordinario.- 

Tramitarán por el proceso extraordinario: 

1) Las pretensiones de conservar y de recobrar la posesión o la 
tenencia, la de denuncia de obra nueva y de obra ruinosa a que 
refieren, respectivamente, los artículos 658 a 670, 672 a 675 y 620 
del Código Civil. 

2) Las pretensiones relativas a la determinación, aumento, reducción o 
exoneración de la prestación alimenticia a que refieren los 
artículos 116 a 129, 183, 194 y 933 del Código Civil, 197 a 222 del 
Código del Niño y 1638 del Código de Comercio. 

3) Las pretensiones que conciernen a las cuestiones previstas en los 
artículos 289 a 300 del Código Civil y 142 a 146 del Código del 
Niño y en los artículos 150, 151, 171 y 173 a 192 de este último 
Código, así como las relativas a regimenes de visita, restitución o 
entrega de menores o incapaces. (*) 


Numeral 3) redacción dada por: 
Loy N* 16,699 de 25 de abril de1995 articulo 4. 
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Ley N* 17.109, 
de 21 de mayo de 1999 


Artículo Único.- Apruébase la Convención sobre los Aspectos Civiles de la 
Sustracción Internacional de Menores, aprobada en La Haya, el 25 de octubre 
de 1980. 
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Convención de La Haya 


ASPECTOS CIVILES DE LA SUSTRACCIÓN INTERNACIONAL DE 
MENORES 
A 
CAPITULO 1 
AMBITO DE APLICACION DEL CONVENIO 
Artículo 1 
La finalidad del presente Convenio será la siguiente: 


a) garantizar la restitución inmediata de los menores trasladados o retenidos 
de manera ilícita en cualquier Estado contratante; 


b) velar por que los derechos de custodia y de visita vigentes en uno de los 
Estados contratantes se respeten en los demás Estados contratantes, 


Artículo 2 
Los Estados contratantes adoptarán todas las medidas apropiadas para 
garantizar que se cumplan en sus territorios respectivos los objetivos del 
Convenio. Para ello deberán recurrir a los procedimientos de urgencia de que 
dispongan. 


Artículo 3 * 
El traslado o la retención de un menor se considerarán ilícitos: 


a) cuando se hayan producido con infracción de un derecho de custodia 
atribuido, separada o conjuntamente, a una persona, a una institución, o a 
cualquier otro organismo, con arreglo al derecho vigente en el Estado en 


que el menor tenía su residencia habitual inmediatamente antes de su 
traslado o retención; y 


b) cuando este derecho se ejercía en forma efectiva, separada o 
conjuntamente, en el momento del traslado o de la retención, o se habria 
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ejercido de no haberse producido dicho traslado o retención. 


El derecho de custodia mencionado en a) puede resultar, en particular, de 
una atribución de pleno derecho, de una decisión judicial o administrativa, o de 
un acuerdo vigente según el derecho de dicho Estado. 


Artículo 4 


El Convenio se aplicará a todo menor que tuviera su residencia habitual en 
un Estado contratante inmediatamente antes de la infracción de los derechos 
de custodia o de visita. El Convenio dejará de aplicarse cuando el menor 
alcance la edad de 16 años. 


Artículo 5 


A los efectos del presente Convenio: 
a) el "derecho de custodia" comprenderá el derecho relativo al cuidado de la 
persona del menor y, en particular, el de decidir sobre su lugar de 
residencia; 


b) el "derecho de visita” comprenderá el derecho de llevar al menor, por un 
período de tiempo limitado, a otro lugar diferente a aquel en que tiene su 
residencia habitual. 


CAPITULO Il 
AUTORIDADES CENTRALES 
Artículo 6 


Cada uno de los Estados contratantes designará una Autoridad Central 
encargada del cumplimiento de las obligaciones que le impone el Convenio. 
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Los Estados Federales, los Estados en que estén vigentes más de un 
sistema de derecho o los Estados que cuenten con organizaciones territoriales 
autónomas tendrán libertad para designar más de una Autoridad Central y para 
especificar la extensión territorial de los poderes de cada una de estas 
Autoridades. El Estado que haga uso de esta facultad designará la Aútoridad 
Central a la que puedan dirigirse las solicitudes, con el fin de que las transmita 
a la Autoridad Central de dicho Estado. 


Artículo 7 


Las Autoridades Centrales deberán colaborar entre si y promover la 
colaboración entre las Autoridades competentes en sus respectivos Estados, 
con el fin de garantizar la restitución inmediata de los menores y para conseguir 
el resto de los objetivos del presente Convenio. 


Deberán adoptar, en particular, ya sea directamente o a través de un 
intermediario, todas las medidas apropiadas que permitan: 


a) localizar al menor trasladado o retenido de manera ilícita; 


b) prevenir que el menor sufra mayores daños o que resulten perjudicadas las 


partes interesadas, para lo cual adoptarán o._ harán que se adopten medidas 
provisionales; 


c) garantizar la restitución voluntaria del menor o facilitar una solución 
amigable; 


d) intercambiar información relativa a la situación social del menor, si se 
estima conveniente; 

e) facilitar información general sobre la legislación de su pals relativa a la 
aplicación del Convenio; 


f) incoar o facilitar la apertura de un procedimiento judicial o administrativo, 
con el objeto de conseguir la restitución del menor y, en su caso, permitir 
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que se regule o se ejerza de manera efectiva el derecho de visita; 


g) conceder o facilitar, según el caso, la obtención de asistencia judicial y 
jurídica, incluida la participación de un abogado; 


h) garantizar, desde el punto de vista administrativo, la restitución del menor 
sin peligro, si ello fuese necesario y apropiado; 


i) mantenerse mutuamente informadas sobre la aplicación del presente 
Convenio y eliminar, en la medida de lo posible, los obstáculos que puedan 
oponerse a dicha aplicación, 


CAPITULO Ill 
RESTITUCION DEL MENOR 
Artículo 8 


Toda persona, institución u organismo que sostenga que un menor ha sido 
objeto de traslado o retención con infracción del derecho de custodia, podrá 
dirigirse a la Autoridad Central de la residencia habitual del menor, o a la de 
cualquier otto Estado contratante, para que, con su asistencia, quede 
garantizada la restitución del menor, 


La solicitud incluirá: 


a) información relativa a la identidad del solicitante, del menor y de la persona 
que se alega que ha sustraído o retenido al menor, 


b) la fecha de nacimiento del menor, cuando sea posible obtenerla; 


c) los motivos en que se basa el solicitante para reclamar la restitución del 
menor, 
d) toda la información disponible relativa a la localización del menor y la 


identidad de la persona con la que se supone que está el menor; La 
solicitud podrá ir acompañada o complementada por 
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e) una copia legalizada de toda decisión o acuerdo pertinentes; 


f) una certificación o declaración jurada expedida por una Autoridad Central o 
por otra autoridad competente del Estado donde el menor tenga su 
residencia habitual o por una persona calificada con respecto al derecho 
vigente en esta materia de dicho Estado; 


g) cualquier otro documento pertinente. 
Artículo 9 


Si la Autoridad Central que recibe una solicitud en virtud de lo dispuesto en el 
Artículo B tiene razones para creer que el menor se encuentra en otro Estado 
Contratante, transmitirá la solicitud directamente y sin demora a la Autoridad 
Central de ese Estado Contratante e informará a la Autoridad Central 
requirente o, en su caso, al solicitante. 


Artículo 10 


La Autoridad Central del Estado donde se encuentre el menor adoptará o 


hará que se adopten todas las medidas adecuadas tendientes a conseguir la 
restitución voluntaria del menor. 


Artícuto 11 


Las autoridades judiciales o administrativas de los Estados Contratantes 
actuarán con urgencia en los procedimientos para la restitución de los 
menores. 


Si la autoridad judicial o administrativa competente no hubiera llegado a una 
decisión en el plazo de seis semanas a partir de la fecha de iniciación de los 
procedimientos, el solicitante o la Autoridad Central del Estado requerido, por 
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iniciativa propia o a instancia de la Autoridad Central del Estado requirente 
tendrá derecho a pedir una declaración sobre las razones de la demora. 


Si la Autoridad Central del Estado requerido recibiera una respuesta, dicha 
Autoridad la transmitirá a la Autoridad Central del estado requirente o, en su 
caso, al solicitante. 


Artículo 12 


Cuando un menor haya sido trasladado o retenido ilícitamente en el sentido 
previsto en el Artículo 3 y, en la fecha de la iniciación del procedimiento ante la 
autoridad judicial o administrativa del Estado Contratante donde se halle el 
menor, hubiera transcurrido un perlodo inferior a un año desde el momento en 
que se produjo el traslado o retención ilícitos, la autoridad competente ordenará 
la restitución inmediata del menor. 


La autoridad judicial o ádministrativa, aún en el caso de que se hubieren 
iniciado los procedimientos después de la expiración del plazo de un año a que 
se hace referencia en el párrafo precedente, ordenará asimismo la restitución 
del menor salvo que quede demostrado que el menor ha quedado integrado en 
su nuevo ambiente. - 


Cuando la autoridad judicial o administrativa del Estado requerido tenga 
razones para creer que el menor ha sido trasladado a otro Estado, podrá 
suspender el procedimiento o rechazar la solicitud del menor. 


Articulo 13 


No obstante lo dispuesto en el Articulo precedente, la autoridad judicial o 
administrativa del Estado requerido no está obligada a ordenar la restitución del 
menor si la persona, institución u otro organismo que se opone a su restitución 
demuestra que: 
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a) la persona, institución u organismo que Se hubiera hecho cargo de la 
persona del menor no ejercia de modo efectivo el derecho de custodia en 
el momento en que fue trasladado o retenido o habla consentido o 
posteriormente aceptado el traslado o retención; O 


b) existe un grave riesgo de que la restitución del menor lo exponga a un 
peligro físico o psíquico o que de cualquier otra manera ponga al menor en 
una situación intolerable. 


La autoridad judicial o administrativa podrá asimismo negarse a ordenar la 
restitución del menor si comprueba que el propio menor se opone a la 
restitución, cuando el menor haya alcanzado una edad y un grado de madurez 
en que resulta apropiado tener en cuenta sus opiniones. 


Al examinar las circunstancias a que se hace referencia en el presente 
Artículo, las autoridades judiciales y administrativas tendrán en cuenta la 
información que sobre la situación social del menor proporcione la Autoridad 
Central u otra autoridad competente del lugar de residencia habitual del menor. 


Articulo 14 


Para determinar la existencia de un traslado o de una retención ilicitos en el 
sentido del Artículo 3, las autoridades judiciales o administrativas del Estado 
requerido podrán tener en cuenta directamente la legislación y las decisiones 
Judiciales o administrativas, ya estén reconocidas formalmente o no en el 
Estado de la residencia habitual del menor, sin tener que recurrir a 
procedimientos concretos para probar la vigencia de esa legislación o para el 
reconocimiento de las decisiones extranjeras que de lo contrario serían 
aplicables. 
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Articulo 15 


Las autoridades judiciales o administrativas de un Estado Contratante antes 
de emitir una orden para la restitución del menor podrán pedir que el solicitante 
obtenga de las autoridades del Estado de residencia habitual del menor una 
decisión o una certificación que acredite que el traslado o retención del menor 
era ilícito en el sentido previsto en el Artículo 3 del Convenio, siempre que la 
mencionada decisión o certificación pueda obtenerse en dicho Estado. Las 
autoridades Centrales de los Estados Contratantes harán todo lo posible por 
prestar asistencia al solicitante para que obtengan una decisión o certificación 
de esa clase. 


Artículo 16 


Después de haber sido informadas de un traslado o retención ilícitos de un 
menor en el sentido previsto en el Artículo 3, las autoridades judiciaies o 
administrativas del Estado Contratante adonde haya sido trasladado el menor o 
donde esté retenido ilícitamente, no decidirán sobre la cuestión de fondo de los 
derechos de custodia hasta que se haya determinado que no se reúnen las 
condiciones del presente Convenio para la restitución del menor o hasta que 
haya transcurrido un perfado de tiempo razonable sin que se haya presentado 
una solicitud en virtud de este Convenio. 


Artículo 17 


El solo hecho de que se haya dictado una decisión relativa a la custodia del 
menor o que esa decisión pueda ser reconocida en el Estado requerido no 
podrá justificar la negativa para restituir a un menor conforme a lo dispuesto en 
el presente Convenio, pero las:autoridades judiciales o administrativas del 
Estado podrán tener en cuenta los motivos de dicha decisión al aplicar el 
presente Convenio. 


14 de junio de 2011 CÁMARA DE SENADORES 149-C.S. 


Artículo 18 


Las disposiciones del presente Capítulo no limitarán las facultades de una 
autoridad judicial o administrativa para ordenar la restitución del menor en 
cualquier momento. 


Artículo 19 


Una decisión adoptada en virtud del presente Convenio sobre la restitución 
del menor no afectará la cuestión de fondo del derecho de custodia. 


Artículo 20 


La restitución del menor conforme a lo dispuesto en el Artículo 12 podrá 
denegarse cuando no lo permitan los principios fundamentales del Estado 
requerido en materia de protección de los derechos humanos y de las 
libertades fundamentales. 


CAPITULO IV 
DERECHO DE VISITA 
Artículo 21 


Una solicitud que tenga como fin la organización o la garantía del ejercicio 
efectivo del derecho de visita podrá presentarse a las Autoridades Centrales de 
los Estados Contratantes, en la misma forma que la solicitud para la restitución 
del menor. 


Las Autoridades Centrales estarán sujetas a las obligaciones de cooperación 
establecidas en el Articulo 7 para asegurar el ejercicio pacífico del derecho de 
visita y el cumplimiento de todas las condiciones a que pueda estar sujeto el 
ejercicio de ese derecho. Las Autoridades Centrales adoptarán las medidas 
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necesarias para eliminar, en la medida de lo posible, todos los obstáculos para 
el ejercicio de ese derecho. 


Las Autoridades Centrales, directamente o por vía de intermediarios, podrán 
incoar procedimientos o favorecer su incoación con el fin de regular o proteger 
dicho derecho y asegurar el cumplimiento de las condiciones a que pudiera 
estar sujeto el ejercicio del mismo, 


CAPITULO V 
DISPOSICIONES GENERALES 
Artículo 22 


No podrá exigirse ninguna fianza ni depósito, cualquiera que sea la 
designación que se le dé, para garantizar el pago de lás costas y gastos de los 
procedimientos judiciales o administrativos previstos en el Convenio. 


Artículo 23 


No se exigirá, en el contexto del presente Convenio, ninguna legalización ni 
otras formalidades análogas. 


Artículo 24 


Toda solicitud, comunicación u otro documento que se envíe a la Autoridad 
Central del Estado requerido se remitirá en el idioma de origen e irá 
acompañado de una traducción al idioma oficial o a uno de los idiomas oficiales 
del Estado requerido o, cuando esta traducción sea difícilmente realizable, 
traducción al francés o al inglés. 


No obstante, un Estado Contratante, mediante la formulación de una reserva 
conforme a lo dispuesto en el Artículo 42, podrá oponerse a la utilización del 
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francés o del inglés, pero no de ambos idiomas, en toda solicitud, comunicación 
u otros documentos que se envíen a su Autoridad Central, 


Artículo 25 


Los nacionales de los Estados Contratantes y las personas que residen en 
esos Estados tendrán derecho en todo lo referente a la aplicación del presente 
Convenio, a la asistencia Judicial y al asesoramiento jurídico en cualquier otro 
Estado Contratante en las mismas condiciones que si fueran nacionales y 
residieran habitualmente en ese otro Estado. 


Artículo 26 


Cada Autoridad Central sufragará sus propios gastos en la aplicación del 
presente Convenio. 


Las Autoridades Centrales y otros servicios públicos de los Estados 
Contratantes no impondrán cantidad alguna en relación con las solicitudes 
presentadas en virtud de lo dispuesto en el presente Convenio ni exigirán al 
solicitante ningún pago por las costas y gastos del proceso ni, dado el caso, por 
los gastos derivados de la participación de un abogado o asesor jurídico, No 
obstante, se les podrá exigir el pago de los gastos originados o que vayan a 
originarse por la restitución del menor. 


Sin embargo, un Estado Contratante, mediante la formulación de una reserva 
conforme a lo dispuesto en el Artículo 42, podrá declarar que no estará 
obligado a asumir ningún gasto de los mencionados en el párrafo precedente 
que se deriven de la participación de un abogado o asesores jurídicos o del 
proceso judicial, excepto en la medida que dichos gastos puedan quedar 
cubiertos por su sistema de asistencia judicial y asesoramiento jurídico. 
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Al ordenar la restitución de un menor o al expedir una orden relativa a los 
derechos de visita conforme. a lo dispuesto en el presente Convenio, las 
autoridades judiciales o administrativas podrán disponer, dado el caso, que la 
persona que trasladó o que retuvo al menor o que impidió el ejercicio del 
derecho de visita, pague los gastos necesarios en que haya incurrido el 
solicitante o en que se haya incurrido en su nombre, incluidos los gastos de 
viajes, las costas de representación judicial del solicitante y los gastos de la 
restitución del menor. 


Artículo 27 


Cuando se ponga de manifiesto que no se han cumplido las condiciones 
requeridas en el presente Convenio o que la solicitud carece de fundamento, 
una Autoridad Central no estará obligada a aceptar la solicitud. En este caso, la 
Autoridad Central informará inmediatamente sus motivos al solicitante o a la 
Autoridad Central por cuyo conducto se haya presentado la solicitud, según el 
caso. 

Artículo 28 


Una Autoridad Central podrá exigir que la solicitud vaya acompañada de una 
autorización por escrito que le confiera poderes para actuar por cuenta del 
solicitante, o para designar un representante habilitado para actuar en su 

_ nombre, 


Artículo 29 


El presente Convenio no excluirá que cualquier persona, institución u 
organismo que pretenda que-ha habido una violación del derecho de custodia o 
del derecho de visita en el sentido previsto en los Artículos 3 o 21, reclame 
directamente ante las autoridades judiciales o administrativas de un Estado 
Contratante, conforme o no a las disposiciones del presente Convenio. 
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Articulo 30 


Toda solicitud presentada a las Autoridades Centrales o directamente a las 
autoridades judiciales o administrativas de un Estado Contratante de 
conformidad con los términos del presente Convenio, junto con los documentos 
o cualquier otra información que la acompañen o que haya proporcionado una 
Autoridad Central, será admisible ante los tibunales o ante las autoridades 
administrativas de los Estados Contratantes. 


Artículo 31 


Cuando se trate de un Estado que en materia de custodia de menores tenga 
dos o más sistemas de derecho aplicables en unidades territoriales diferentes: 


a) toda referencia a la residencia habitual en dicho Estado, se interpretará que 
se refiere a la residencia habitual en una unidad territorial de ese Estado; 


b) toda referencia a la ley del Estado de residencia habitual, se interpretará 
que se refiere a la ley de la unidad territorial del Estado donde resida 
habitualmente el menor. 


Artículo 32 


Cuando se trate de un Estado que en materia de custodia de menores tenga 
dos o más sistemas de derecho aplicables a diferentes categorías de personas, 
toda referencia a la ley de ese Estado se interpretará que se refiere al sistema 
de derecho especificado por la ley de dicho Estado. 


Artículo 33 


Un Estado en el que las diferentes unidades territoriales tengan sus propias 
normas jurídicas respecto a la custodia de menores, no estará obligado a 
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aplicar el presente Convenio cuando no esté obligado a aplicarlo un Estado que 
tenga un sistema unificado de derecho. 


Artículo 34 


El presente Convenio tendrá prioridad en las materias incluídas en su ámbito 
de aplicación sobre el "Convenio del 5 de octubre de 1961 sobre competencia 
de las autoridades y la ley aplicable en materia de protección de menores", 
entre los Estados Partes en ambos Convenios. 


Por lo demás el presente Convenio no restringirá la aplicación de un 
instrumento internacional en vigor entre el Estado de origen y el Estado 
requerido ni la invocación de otras normas jurídicas del Estado requerido, para 
obtener la restitución de un menor que haya sido trasladado o retenido 
ilícitamente o para regular el derecho de visita. 


Artículo 35 


El presente Convenio sólo se aplicará entre los Estados Contratantes en los 
casos de traslados o retenciones ilícitos ocurridos después de su entrada en 
vigor en esos Estados. 


Si se hubiera formulado una declaración conforme a lo dispuesto en los 
artículo 39 6 40, la referencia a un Estado Contratante que figura en el parrafo 
precedente se entenderá que se refiere a la unidad o unidades territoriales a 
las que se aplica el presente Convenio. 


Artículo 36 
Nada de lo dispuesto en el presente Convenio impedirá que dos o más 


Estados Contratantes, con el fin de limitar las restricciones a las que podría 
estar sometida la restitución del menor, acuerden mutuamente la derogación de 
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algunas de las disposiciones del presente Convenio que podrian originar esas 
restricciones. 


CAPITULO VI 
CLAUSULAS FINALES 
Artículo 37 


El Convenio estará abierto a la firma de los Estados que fueron Miembros de 
la Conferencia de La Haya de Derecho Internacional Privado en su 
decimocuarta sesión. 


Será ratificado, aceptado o aprobado, y los instrumentos de ratificación, 
aceptación o aprobación se depositarán ante él Ministerio de Asuntos 
Exteriores del Reino de los Países Bajos, 


Artículo 38 
Cualquier otro Estado podrá adherirse al Convenio. 


El instrumento de adhesión será depositado ante el Ministerio de Asuntos 
Exteriores del Reino de los Países Bajos. 


Para el Estado que se adhiera al Convenio, éste entrará en vigor el primer 
día del tercer mes del calendario siguiente al depósito de su instrumento de 
adhesión, 


La adhesión tendrá efecto sólo para las relaciones entre el Estado que se 
adhiera y aquellos Estados Contratantes que hayan declarado aceptar esta 
adhesión. Esta declaración habrá de ser formulada asimismo por cualquier 
Estado Miembro que ratifique, acepte o apruebe el Convenio despues de una 
adhesión. Dicha declaración será depositada ante el Ministerio de Asuntos 
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Exteriores del Reino de los Países Bajos; este Ministerio enviará por via 
diplomática una copia certificada a cada uno de los Estados Contratantes. 


El Convenio entrará en vigor entre el Estado que se adhiere y el Estado que 
haya declarado que acepta esa adhesión el primer día del tercer mes del 
calendario siguiente al depósito de la declaración de aceptación. 


Artículo 39 


Todo Estado, en el momento de la firma, ratificación, aceptación, aprobación 
o adhesión, podrá declarar que el Convenio se extenderá al conjunto de los 
territorios de cuyas relaciones exteriores este encargado, o sólo a uno o varios 
de esos territorios. Esta declaración tendrá efecto en el momento en que el 
Convenio entre en vigor para dicho Estado. 


Esa declaración, ási como toda extensión posterior, será notificada al 
Ministerio de Asuntos Exteriores de los Países Bajos. 


Artículo 40 


Si un Estado Contratante tiene dos o más unidades territoriales en las que se 
aplican sistemas de derecho distintos en relación con las materias de que trata 
el presente Convenio, podrá declarar, en el momento de la firma, ratificación, 
aceptación, aprobación o adhesión, que el presente Convenio se aplicará a 
todas sus unidades territoriales o sólo a una o varias de ellas y podrá modificar 
esta declaración en cualquier momento, para lo que habrá de formular una 
nueva declaración. 


Estas declaraciones se notificarán al Ministerio de Relaciones Exteriores de 
los Países Bajos y se'indicará en ellas expresamente, las unidades territoriales 
a las que se aplica el presente Convenio. 
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Artículo 41 


Cuando un Estado Contratante tenga un sistema de gobierno en el cual los 
poderes ejecutivo, judicial y legislativo estén distribuidos entre las autoridades 
centrales y otras autoridades dentro de dicho Estado, la firma, ratificación, 
aceptación, aprobación o adhesión del presente Convenio, o la formulación de 
cualquier declaración conforme a lo dispuesto en el Artículo 40, no implicará 
consecuencia alguna en cuanto a la distribución interna de los poderes en 
dicho Estado. 


Artículo 42 


Cualquier Estado podrá formular una o las dos reservas previstas en el 
Artículo 24 y en el tercer párrato del Artículo 26, a más tardar en el momento de 
la ratificación, aceptación, aprobación o adhesión o en el momento de formular 
una declaración conforme a lo dispuesto en los Artículos 39 Ó 40. No se 
permitirá ninguna otra reserva. 


Cualquier Estado podrá retirar en cualquier momento una reserva que 
hubiera formulado. El retiro será notificado al Ministerio de Relaciones 
Exteriores del Reino de los Paises Bajos. 


La reserva dejará de tener efecto el primer día del tercer mes del calendario 
siguiente a las notificaciones a que se hace referencia en el párrafo 
precedente, 


Artículo 43 
El Convenio entrará en vigor el primer dia del tercer mes del calendario 


siguiente al depósito del tercer instrumento de ratificación, aceptación, 
aprobación o adhesión a que se hace referencia en los Artículos 37 y 38, 
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Después, el Convenio entrará en vigor: 


1) para cada Estado que lo ratifique, acepte, apruebe o adhiera con 
posterioridad, el primer día del tercer del calendario siguiente al depósito de 
su instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión; 


2) para los territorios o unidades territoriales a los que se haya extendido el 
Convenio de conformidad con el Artículo 39 6 40, el primer día del tercer 
mes del calendario siguiente a la notificación a que se hace referencia en 
esos artículos. 


Artículo 44 


El Convenio permanecerá en vigor durante cinco años a partir de la fecha de 
su entrada en vigor de conformidad con lo dispuesto en el primer párrafo del 
Artículo 43, incluso para los Estados que con posterioridad lo hubieran 
ratificado, aceptado, aprobado o adherido. Si no hubiera denuncia se renovará 
tácitamente cada cinco años. 


Toda denuncia será notificada al Ministerio de Asuntos Exteriores del Reino 
de los Países Bajos, por lo menos, seis meses antes de la expiración del plazo 
de cinco años. La denuncia podrá limitarse a determinados territorios o 
unidades territoriales a los que se aplica el Convenio. 


La denuncia tendrá efecto sólo respecto el Estado que la hubiera notificado. 
El Convenio permanecerá en vigor para los demás Estados Contratantes. 


Artículo 45 
El Ministerio de Asuntos Exteriores del Reino de los Palses Bajos notificará a 


los Estado Miembros de la Conferencia y a los Estados que hayan adherido de 
conformidad con lo dispuesto en el Artículo 38 lo siguiente: 
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1) las firmas y ratificaciones, aceptaciones y aprobaciones a que hace 
referencia el Artículo 37; 


2) las adhesiones a que hace referencia el Artículo 38; 


3) la fecha en que el Convenio entre en vigor conforme a lo dispuesto en el 
Artículo 43; 


4) las extensiones a que hace referencia el Articulo 39; 
5) las declaraciones mencionadas en los Artículos 38 y 40; 


6) las reservas previstas en el Artículo 24 y en el tercer párrafo del Articulo 26, 
y los retiros previstos en el Artículo 42; 


7) las denuncias previstas en el Artículo 44. 


* Se utiliza el término "Convenio" como sinónimo de "Convención". 
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Ley N? 17.335, 
de 17 de mayo de 2001 


Artículo Único.- Apruébase la Convención Interamericana sobre Restitución 
internacional de Menores, suscrita por la República en la Cuarta Conferencia 
Especializada Interamericana sobre Derecho Internacional Privado, que tuviera 
lugar en Montevideo, del 9 al 15 de julio de 1989. 
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CONVENCION INTERAMERICANA 
RESTITUCION INTERNACIONAL DE MENORES 
APP ón ¿PX PPPXÁÁ$”$”'*'*”£” 
AMBITO DE APLICACION 
Artículo 1 
La presente Convención tiene por objeto asegurar la pronta restitución de 

menores que tengan residencia habitual en uno de los Estados Parte y hayan 
sido trasladados legalmente desde cualquier Estado a un Estado Parte o que 
habiendo sido trasladados ¡legalmente hubieren sido retenidos llegalmente. Es 
también objeto de esta Convención hacer respetar el ejercicio del derecho de 
visita y el de custodia o guarda por parte de sus titulares. 

Artículo 2 


Para los efectos de este Convención se considera menor a toda persona que 
no hayan cumplido dieciséis años de edad. 
Artículo 3 
Para los efectos de esta Convención: 


a. El derecho de custodia o guarde comprende el derecho relativo al cuidado 
del menor y, en especial, el de decidir su lugar de residencia; 


b, El derecho de visita comprende la facultad de llevar al menor por un 
período limitado a un lugar diferente al de su residencia habitual. 


Artículo 4 


Se considera ilegal el traslado o la retención de un menor cuando a se 
produzca en violación de los derechos que ejercían, individual o 
conjuntamente, los padres, tutores o guardadores, o cualquier institución, 
inmediatamente antes de ocurrir el hecho, de conformidad con la ley de la 
residencia habitual del menor. 


Artículo 5 
Podrán instaurar el procedimiento de restitución de menores, en ejercicio del 


derecho de custodia o de otro similar, las personas e instituciones designadas 
en el Artículo 4. 
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Artículo 6 


Son competentes para conocer de la solicitud de restitución de menores a 
que se refiere esta Convención, las autoridades judiciales o administrativas del 
Estado Parte donde el menor tuviere su residencia habitual inmediatamente 
antes de su traslado o de su retención. 


A opción del actor y cuando existan razones de urgencia, podrá presentárse 
la solicitud de restitución ante las autoridades del Estado Parte en cuyo 
territorio se encontrare o se supone se encontrare el menor ¡legalmente 
trasladado o retenido, al momento de efectuarse dicha solicitud; igualmente, 
ante las autoridades del Estado Parte donde se hubiere producido el hecho 
ilícito que dio motivo a la reclamación. 


El hecho de promover la solicitud bajo las condiciones previstas en el párrafo 
anterior no conlleva modificación de las normas de competencia internacional 
definidas en el primer párrafo de este artículo. 


AUTORIDAD CENTRAL 
Artículo 7 


Para los efectos de esta Convención cada Estado Parie designará una 
autoridad central encargada del cumplimiento de las obligaciones que le 
establece esta Convención, y comunicará dicha designación a la Secretaría 
General de la Organización de los Estados Americanos. 


En especial la autoridad central colaborará con los actores del Procedimiento 
y con las autoridades competentes de los respectivos Estados para obtener la 
localización y la restitución del menor; asimismo, llevará a cabo los arreglos 
que faciliten el rápido regreso y la recepción del menor, auxiliando a los 
interesados en la obtención de los documentos necesarios para el 
procedimiento previsto en esta Convención. 


Las autoridades centrales de los Estados Parte cooperarán entre sí e 
intercambiarán información sobre el funcionamiento de la Convención con el fin 
de garantizar la restitución inmediata de los menores y los otros objetivos de 
esta Convención. 

PROCEDIMIENTO PARA LA RESTITUCION 
Artículo 8 


Los titulares del procedimiento de restitución podrán ejercitarlo conforme a lo 
dispuesto en el Artículo 6, de la siguiente forma: 


a. Átravés de exhorto o carta rogatoria; o 
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b. Mediante solicitud a la autoridad central, o 


c. Directamente, a por la vía diplomática o consular. 


Artículo 9 
1. La solicitud o demanda a que se refiere el artículo anterior, deberá 


contener: 


a. Los antecedentes o hechos relativos el traslado o retención, asi como la 


información suficiente respecto a la identidad del solicitante, del menor 
sustraido o retenido y, de ser posible, de la persona a quien se imputa el 
traslado o la retención; 


b, La información pertinente relativa a la presunta ubicación del menor, a las 


circunstancias y fechas en que se realizó el traslado al extranjero o al 
vencimiento del plazo autorizado, y 


c. Los fundamentos de derecho en que se apoya la restitución dal menor, 


2. Ala solicitud o demanda se deberá acompañar: 


a.. Copia íntegra y auténtica de cualquier resolución judicial o administrativa si 


existiera, o del acuerdo que lo motive; la comprobación sumaria de la 
situación fáctica existente o, según el caso, la alegación del derecho 
respectivo aplicable; 


b. Documentación auténtica que acredite la legitimación procesal del 


solicitante; 


c. Certificación o información extendida por la autoridad central del Estado de 


residencia habitual del menor o de alguna otra autoridad competente del 
mismo Estado, en relación con el derecho vigente en la materia en dicho 
Estado; 


d. Cuando sea necesario, traducción al idioma oficial del Estado requerido de 


todos los documentos a que se refiere este artículo, y 


e. Indicación de las medidas indispensables para hacer efectivo el retorno. 


3. La autoridad competente podrá prescindir de alguno de los requisitos o de 


la presentación de los documentos exigidos en este artículo si a su juicio, se 
justificare la restitución. 
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4. Los exhortos, las solicitudes y los documentos que los acompañaren no 
requerirán de legalización cuando se transmitan por la vía diplomática o 
consular, o por intermedio de la autoridad central. 


Artículo 10 


El Juez exhortado, la autoridad central u otras autoridades del Estado donde 
se encuentra el menor, adoptarán, de conformidad con su derecho y cuando 
sea pertinente, todas las medidas que sean adecuadas para la devolución 
voluntaria del menor. 


Si la devolución no se'obtuviere en forma voluntaria, las autoridades 
judiciales o administrativas, previa comprobación del cumplimiento de los 
requisitos exigido por el Artículo 9 y sin más trámite, tomarán conocimiento 
personal del menor, adoptarán las medidas necesarias para asegurar su 
custodia o guarde provisional en las condiciones que aconsejaren las 
circunstancias y, si fuere procedente, dispondrán sin demora su restitución.. En 
este caso, se le comunicará a la institución que, conforme a su derecho interno, 
corresponda tutelar los derechos del menor. 


Asimismo, mientras se resuelve la petición de restitución, las autoridades 


competentes adoptarán las medidas necesarias para impedir la salida del 
menor del territorio de su jurisdicción, 


Artículo 11 


La autoridad judicial o administrativo del Estado requerido no estará obligada 
a ordenar la restitución del menor, cuando la persona o la institución que 
presentare oposición demuestre: 


a. Que los titulares de Ja solicitud o demanda de restitución no ejercian 
efectivamente su derecho en el momento del traslado o de la retención, o 
hubieren consentido o prestado su anuencia con posterioridad a tal trastado 
o retención, o 


b. Que existiere un riesgo grave de que la restitución del menor a. 
exponerle a un peligro físico o psíquico. 


La autoridad exhortada puede también rechazar la restitución del menor si 
comprobare que éste se opone a regresar y a juicio de aquélla, la edad y 
madurez del menor justificase tomar en cuenta su opinión. 

Artículo 12 


La oposición fundamentada a la que se refiere el artículo anterior deberá 
presentarse dentro del término de ocho días hábiles contados a partir del 


14 de junio de 2011 


14 de junio de 2011 


CÁMARA DE SENADORES 


momento en que la autoridad tomare conocimiento personal del menor y lo 
hiciere saber a quien lo retiene, 


Las autoridades judiciales o administrativas evaluarán las circunstancias y 
las pruebas que aporte la parte opositora para fundar la negativa. Deberán 
enterarse del derecho aplicable y de los precedentes jurisprudenciales o 
administrativos existentes en el Estado de la residencia habitual del menor, y 
requerirán, en caso de ser necesario, la asistencia de las autoridades centrales, 
o de los agentes diplomáticos o consulares de los Estados Parte. 


Dentro de los sesenta días calendario siguientes a la recepción de la 
oposición, la autoridad judicial o administrativa dictará la resolución 
correspondiente. 


Artículo 13 
Si dentro del plazo de cuarenta y cinco días calendario desde que fuere 


recibida por la autoridad requirente la'resolución por la cual se dispone la 
entrega, no se hubieren tomado las medidas necesarias para hacer efectivo el 


traslado del menor, quedarán sin efecto la restitución ordenada y las . 


providencias adoptadas. 


Los gastos del traslado estarán a cargo del actor; en caso de que éste 
careciere de recursos económicos, las autoridades del Estado requirente 
podrán facilitar los gastos del traslado, sin perjuicio de repetir los mismos 
contra quien resultara responsable del desplazamiento o retención ilegal. 


Artículo 14 


Los procedimientos previstos en esta Convención deberán ser instaurados 
dentro del plazo de un año calendario contado a partir de la fecha en que el 
menor hubiere sido trasladado o retenido ilegaimente. 


Respecto de menores cuyo paradero se desconozca, el plazo se computará 
a partir del momento en que fueren precisa y efectivamente localizados. 


Por excepción el vencimiento del plazo del año no impide que se acceda a la 
solicitud de restitución si a criterio de la autoridad requerida lo justifican las 
circunstancias del caso, a menos que se demostrare que el menor se ha 
integrado a su nuevo entomo. 


Artículo 15 


La restitución del menor no implica prejuzgamiento sobre la determinación 
definitiva de su custodia o guarda. 
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Artículo 16 


Después de haber sido informadas del traslado ¡lícito de un menor o de su 
retención en el marco del Artículo 4, las autoridades judiciales o administrativas 
del Estado Parte a donde el menor ha sido trasladado o donde está retenido, 
no podrán decidir sobre el fondo del derecho de guarda hasta que se 
demuestre que no se reúnen las condiciones de la Convención para un retorno 
del menor o hasta que un período razonable haya transcurrido sin que haya 
sido presentada una solicitud de aplicación de esta Convención, 


Artículo 17 


Las disposiciones anteriores que sean pertinentes no limitan el poder de la 
autoridad judicial o administrativa para ordenar ta restitución del menor en 
cualquier momento, 


LOCALIZACION DE MENORES 
Artículo 18 


La autoridad central, o las autoridades judiciales o administrativas de un 
Estado Parte, a solicitud de cualquiera de las personas mencionadas en el 
Artículo 5 así como éstas directamente, podrán requerir de las autoridades 
competentes de otro Estado Parte la localización de menores que tengan la 

_ residencia habitual en el Estado de la autoridad solicitante y quepresuntamente 
se encuentran en forma ¡legal en el territorio del otro Estado, 


La solicitud deberá sertacompañada de toda la información que suministre el 
solicitante o recabe la autoridad requirente, concemiente a la localización del 
menor y a la identidad de la persona con la cual se presume se encuentra 
aquél, : 


Artículo 19 


La autoridad central o las autoridades judiciales o administrativas de un 
Estado Parte que, a raíz de la solicitud a que se refiere el artículo anterior, 
llegaren a conocer que en su jurisdicción se encuentra un menor ¡legalmente 
fuera de su residencia habitual, deberán adoptar de inmediato todas las 
medidas que sean conducentes para asegurar su salud y evitar su ocultamiento 
O traslado a otra jurisdicción. 


La localización se comunicará a las autoridades del Estado requirente. 
Artículo 20 


Si la restitución no fuere solicitada dentro del plazo de sesenta días 
calendario, contados a partir de la comunicación de la localización del menor a 
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las autoridades del Estado requirente, las medidas adoptadas en virtud del 
Artículo 19 podrán quedar sin efecto. 


El levantamiento de las medidas no impedirá el ejercicio del derecho a 
solicitar la restitución, de acuerdo con los procedimientos y plazos establecidos 
en este Convención. 


Artículo 21 


La solicitud que tuviere por objeto hacer respetar el ejercicio de los derechos 
de visita por parte de sus titulares podrá ser dirigida a las autoridades 
competentes de cualquier Estado Parte conforme a lo dispuesto en el Artículo 6 
de la presente Convención. El procedimiento o será el previsto en esta 
Convención para la restitución del menor, 


DISPOSICIONES GENERALES 
Artículo 22 


Los exhortos y solicitudas relativas a la restitución y localización podrán ser 
transmitidos al órgano requerido por las propias partes interesadas, por vía 
judicial, por intermedio de los agentes diplomáticos o consulares, o por la 
autoridad centra! competente del Estado requirente o requerido, según el caso. 


Articulo 23 


La tramitación de los exhortos o solicitudes contemplados en la presente 
Convención y las medidas a que diere lugar, serán gratuitas y estarán exentas 
de cualquier clase de impuesto, depósito o caución, cualquiera que sea su 
denominación. 


Si los interesados ex la tramitación del exhorto o solicitud hubieren 
designado apoderado en el foro requerido, los gastos y honorarios que 
ocasionare el ejercicio del poder que otorgue, estarán a su cargo. 


Sin embargo, al ordenar ¡a restitución de un menor conforme a lo dispuesto 
en la presente Convención, las autoridades competentes podrán disponer, 
atendiendo a las circunstancias del caso, que la persona que trasladó o retuvo 
ilegalmente al menor pague los gastos necesarios en que haya incurrido el 
demandante, los otros incurridos en la localización del menor, así como las 
costas y gastos inherentes a su restitución. 


Artícu lo 24 
Las diligencias y trámides necesarios para hacer efectivo el cumplimiento de 


los exhortos o cartas regatorias deben ser practicados directamente por lla 
autoridad exhortada, y mo requieren intervención de parte interesada. Lo 
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anterior no obsta para que las partes intervengan por sí o por intermedio de 
apoderado. 


Artículo 25 
La restitución del menor dispuesta conforme a la presente Convención podrá 
negarse cuando sea manifiestamente violatoria de los principios fundamentales 
del Estado requerido consagrados en instrumentos de carácter universal y 
reglona! sobre derechos humanos y del niño. 
Artículo 26 
La presente Convención no será obstáculo para que las autoridades 
competentes ordenen la restitución inmediata del menor cuando el traslado o 
retención del mismo constituya delito. 
Artículo 27 


El Instituto interamericano del Niño tendrá a su cargo, como Organismo 
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Especializado de la Organización de los Estados Americanos, coordinar las. 


actividades de las autoridades centrales en el ámbito de esta Convención, así 
como las atribuciones para recibir y evaluar información de los Estados Parte 
de esta Convención derivada de la aplicación de 1a misma. 


igualmente, tendrá a su cargo la tarea de cooperación con otros Organismos 
Internacionales competentes en la materia. 


DISPOSICIONES FINALES 
Artículo 28 


La presente Convención estará abierta a la firma de los Estados Miembros 
de la Organización de los Estados Americanos. 


Artículo 29 
La presente Convención esta sujeta a ratificación. Los instrumentos de 
ratificación se depositarán en la Secretaría General de la Organización de los 
Estados Americanos. 
Artículo 30 
La presente Convención quedará abierta a la adhesión de cualquier otro 


Estado. Los instrumentos de adhesión se depositarán en la Secretaría General 
de la Organización de los Estados Americanos. 
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Artículo 31 


Cada Estado podrá formular reservas a la presente Convención al momento 
de firmarla, ratificarla o el adherirse a ella, siempre que la reserva verse sobre 
una a mío disposiciones específicas, y que no sea incompatible con el objeto y 
fines de esta Convención. 


Artículo 32 


Los Estados Partes que tengan dos o más unidades territoriales en las que 
rijan distintos sistemas jurídicos relacionados con cuestiones tratadas en la 
presente Convención, podrán declarar, en el momento de la firma, ratificación o 
adhesión que la Convención se aplicará a todas sus unidades territoriales o 
solamente a una o más de ellas, 


Tales declaraciones podrán ser modificadas mediante declaraciones 
ulteriores, que especificarán expresamente la o las unidades territoriales a las 
que se aplicará la presente Convención. Dichas declaraciones ulteriores se 
transmitirán a la Secretaria General de la Organización de los Estados 
Americanos y surtirán efecto treinta días después de recibidas. 


¿Artículo 33 


Respecto a un Estado que tenga en materia de guarda de menores dos o 
más sistemas de derecho aplicable en unidades territoriales diferentes: 


a. Cualquier referencia a la residencia habitual en ese Estado contempla la 
residencia habitual en una unidad territorial de ese Estado; 


b. Cualquier referencia a la ley del Estado de la residencia habitual contempla 
la ley de la unidad territorial en la que el menor tiene su residencia habitual. 


Artículo 34 


Entre los Estados miembros de la Organización de los Estados Americanos 
que fueren parte de esta Convención y de la Convención de La Haya del 25 de 
octubre de 1980 sobre los Aspectos Civiles del Secuestro Internacional de 
Menores, regirá la presente Convención. 


Sin embargo, los Estados Parte podrán convenir entre ellos de forma bilateral 
la aplicación prioritaria de la citada Convención de La Haya del 25 de octubre 
de 1980. 

Artículo 35 


La presente Convención no restringirá las disposiciones de convenciones 
que sobre esta misma materia hubieran sido suscritas o que se suscribieren en 
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el futuro en forma bilateral o multilateral por tos Estados Parte, o las prácticas 
mas favorables que dichos Estados pudieren observar en la materia. 


Artículo 36 


La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha 
en que haya sido depositado el segundo instrumento de ratificación. 


Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a ella después de 
haber sido depositado el segundo instrumento de ratificación, la Convención 
entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado haya 
depositado su instrumento de ratificación o adhesión. 


Artículo 37 


La presente Convención regirá indefinidamente, pero cualquiera de los 
Estados Parte podrá denunciaria. El instrumento de denuncia será depositado 
en la Secretaria General de la Organización de los Estados Americanos. 
Transcurrido un año, contado a partir de la fecha de depósito del instrumento 
de denuncia, la Convención cesará en sus efectos para el Estado denunciante, 
quedando subsistente para los demás Estados Parte. 


Artículo 38 


El instrumento original de la presente Convención, cuyos textos en español, 
francés, inglés y portugués son igualmente auténticos, será depositado en la 
Secretaria General de la Organización de los Estados Americanos, la que 
enviará copia auténtica de su texto a la Secretaria de las Naciones Unidas para 
su registo y publicación, de conformidad con el Artículo 102 de su Carta 
constitutiva, La Secretaría General de la Organización de los Estados 
Americanos notificará a los Estados miembros de dicha Organización y a los 
Estados que hayan adherido a la Convención las firmas, los depósitos de 
instrumentos de ratificación, adhesión y denuncia, así como las reservas que 
hubiere. También les transmitirá las declaraciones previstas en los artículos 
pertinentes de la presente Convención. 


EN FE DE LO CUAL, los Plenipotenciarios infrascritos, debidamente 
autorizados por sus respectivos Gobiernos, firman la presente Convención. 


HECHA EN LA CIUDAD DE MONTEVIDEO, REPUBLICA ORIENTAL DEL 
URUGUAY, el día quince de julio de mil novecientos ochenta y nueve. 


14 de junio de 2011 


CÁMARA DE SENADORES 


Ley N* 17.823, 
7 de setiembre de 2004 


CÓDIGO DE LA NIÑEZ Y LA ADOLESCENCIA 


CAPÍTULO Il 
DE LOS DERECHOS DE LOS NIÑOS Y ADOLESCENTES 


Artículo 8*. (Principio general).- Todo niño y adolescente goza de los 
derechos inherentes a la persona humana. Tales derechos serán ejercidos de 
acuerdo a la evolución de sus facultades, y en la forma establecida por la 
Constitución de la República, los instrumentos internacionales, este Código y 
las leyes especiales. En todo caso tiene derecho a ser oldo y obtener 
respuestas cuando se tomen decisiones que afecten su vida. 


Podrá acudir a los Tribunales y ejercer los actos procesales en defensa de 
sus derechos, siendo preceptiva la asistencia letrada. El Juez ante quien acuda 
tiene el deber de designarle curador, cuando fuere pertinente, para que lo 
represente y asista en sus pretenslones. 


Los Jueces, bajo su más seria responsabilidad, deberán adoptar las medidas 
necesarias para asegurar el cumplimiento de lo establecido en los 
incisos anteriores, debiendo declararse nulas las actuaciones cumplidas en 
forma contraria a lo aquí dispuesto. 


171-C.S. 


172-C.S. 


CÁMARA DE SENADORES 


Reglamento (CE) N* 2201/2003 del Consejo de la Unión 
Europea, de 27 de noviembre de 2003, relativo a la 
competencia, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones 
judiciales en materia matrimonial y de responsabilidad 


parental, por el que se deroga el Reglamento (CE) N* 1347/2000 


EL CONSEJO DE LA UNIÓN EUROPEA, 


Visto el Tratado constitutivo de la Comunidad Europea, y en particular la letra 
c) de su artículo 61 y el apartado 1 del artículo 67, 


Vista la propuesta de la Comisión(1), 

Visto el dictamen del Panamento Europeo(2), 

Visto el dictamen del Comité Económico y Social Europeo(3), 
Considerando lo siguiente: 


(1) La Comunidad Europea se ha fijado el objetivo de crear un espacio de 
libertad, de seguridad y de justicia, en el que se garantiza la libre circulación de 
personas. Con este fin debe adoptar, entre otras cosas, las medidas de 
cooperación judicial en materia civil necesarias para el correcto funcionamiento 
del mercado interior. 


(2) El Consejo Europeo de Tampere corroboró el principio del reconocimiento 
mutuo de las resoluciones judiciales como piedra angular de la creación de un 
verdadero espacio judicial, y destacó el derecho de visita como prioritario. 


(3) El Reglamento (CE) N” 1347/2000 del Consejo, de 29 de mayo de 2000(4), 
establece normas que regulan la competencia, el reconocimiento y la ejecución 
de resoluciones judiciales en materia matrimonial y de responsabilidad parental 
sobre los hijos comunes, dictadas con ocasión de acciones judiciales en 
materia matrimonial. El contenido de dicho Reglamento coincidia en gran 
medida con el del Convenio de 28 de mayo de 1998 sobre el mismo tema(5). 


(4) El 3 de julio de 2000, Francia présentó una iniciativa con vistas a la 
adopción del Reglamento del Consejo relativo a la ejecución mutua de 
resoluciones judiciales en materia de derecho de visita de los hijos (6). 


(5) Con ánimo de garantizar la igualdad de todos los hijos, el presente 
Reglamento se aplica a todas las resoluciones en materia de responsabilidad 
parental, incluidas las medidas de protección del menor, con independencia de 
que estén vinculadas o no a un procedimiento en materia matrimonial. 


(6) Dado que la aplicación de las disposiciones en materia de responsabilidad 
parental se produce a menudo en el marco de acciones judiciales en materia 
matrimonial, resulta más apropiado tener un único instrumento en materia de 
divorcio y de responsabilidad parental. 


(7) El presente Reglamento se aplica a las materias civiles, con independencia 
de cuál sea la naturaleza del órgano jurisdiccional, 
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(8) Por lo que se refiere a las resoluciones judiciales relativas al divorcio, la 
separación judicial o la nulidad matrimonial, el presente Reglamento sólo debe 
aplicarse a la disolución del matrimonio, sin ocuparse de problemas tales como 
las causas de divorcio, las consecuencias patrimoniales del matrimonio u otras 
posibles medidas accesorias. 


(9) En lo que respecta a los bienes del menor, el presente Reglamento se 
aplica únicamente a las medidas de protección del menor, es decir: i) a la 
designación y las funciones de la persona u organismo encargado de 
administrar los bienes del menor, de representario y de prestarle asistencia, y 
if) a las medidas relativas a la administración, conservación o disposición de 
los bienes del menor. En este contexto y a titulo de ejemplo, el presente 
Reglamento debe aplicarse a los casos en los que exista un litigio entre los 
progenitores a propósito de la administración de los bienes del menor. Las 
medidas relativas a los bienes del menor que no se refieran a la protección del 
mismo deben seguir rigiéndose por el Reglamento (CE) N* 44/2001 del 
Consejo, de 22 de diciembre de 2000, relativo a ta competencia judicial, el 
reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en materia civil y 
mercantil(7). 


(10) No se pretende que el presente Reglamento se aplique a asuntos tales 
como los relativos a la seguridad social, a las medidas de Derecho público de 
carácter general en materia de educación y salud, ni a. las resoluciones 
relativas al derecha de asilo y a la inmigración. No se aplica, por lo demás, al 
establecimiento de la filiación, que es una cuestión distinta de la atribución de 
la responsabilidad parental, ni a las demás cuestiones ligadas al estado de las 
personas. Tampoco se aplica a las medidas adoptadas a consecuencia de 
infracciones penales cometidas por menores. 


(11) Las obligaciones alimentarias, al estar ya reguladas en el Reglamento 
(CE) N* 44/2001, están excluidas del ámbito de aplicación del presente 
Reglamento. Los órganos jurisdiccionales competentes en virtud del presente 
Reglamento tendrán generalmente competencia para pronunciarse en materia 
de obligaciones alimentarias en aplicación de lo dispuesto en el apartado 2 del 
artículo 5 del Reglamento (CE) N” 44/2001. 


(12) Las normas de competencia que establece el presente Reglamento en 
materia de responsabilidad parental están concebidas en función del interés 
supeñor del menor, y en particular en función del criterio de proximidad. Esto 
significa por lo tanto que son los órganos jurisdiccionales del Estado miembro 
en el cual el menor tiene su residencia habitual los que deben ser competentes 
en primer lugar, excepto en ciertos casos de cambio de residencia del menor o 
en caso de acuerdo entre los titulares de la responsabilidad parental. 


(13) Para atender al interés del menor, el presente Reglamento permite al 
órgano jurisdiccional competente, con carácter excepcional y en condiciones 
determinadas, remitir el asunto al órgano jurisdiccional de otro Estado miembro 
que esté mejor situado para conocer del asunto. Ahora bien, en este caso no 
se debe autorizar al órgano jurisdiccional al que se remitió el asunto a remitirio 
a Su vez a un tercer órgano jurisdiccional. 
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(14) Los efectos del presente Reglamento no deben afectar a la aplicación del 
Derecho internacional público en materia de inmunidad diplomática. Si el 
órgano jurisdiccional competente en virtud del presente Reglamento no puede 
ejercer su competencia debido a la existencia de una inmunidad diplomática 
con arreglo al Derecho internacional, la competencia debe determinarse en el 
Estado miembro en el que la persona de que se trate no goce de inmunidad, 
con arreglo a la legislación de ese Estado. 


(15) El Reglamento (CE) N” 1348/2000 del Consejo, de 29 de mayo de 2000, 
relativo a la notificación y al traslado en los Estados miembros de documentos 
judiciales y extrajudiciales en materia civil o mercantil(8) es de aplicación a la 
notificación o traslado de documentos en los procesos incoados en virtud del 
presente Reglamento, 


(16) En caso de urgencia, las disposiciones del presente Reglamento no 
impedirán que los órganos jurisdiccionales de un Estado miembro adopten 
medidas provisionales, incluidas las protectoras, por lo que se refiere a las 
personas o a los bienes que se encuentren en ese Estado. 


(17) En caso de traslado o retención ilícitos de un menor, es importante que su 
restitución se produzca sin demora y con este fin debe seguir aplicándose el 
Convenio de la Haya de 25 de octubre de 1980 tal y como queda completado 
mediante las disposiciones del presente Reglamento y, en particular, del 
artículo 11. Con todo, conviene que, en casos concretos y debidamente 
justificados, los órganos jurisdiccionales del Estado miembro al que haya sido 
trasladado o en el que esté siendo retenido ilícitamente el menor puedan 
oponerse a su restitución. Sin embargo, semejante resolución debe poder ser 
sustituida por otra posterior del órgano jurisdiccional del Estado miembro en el 
que el menor tenía su residencia habitual antes de su traslado o retención 
ilícitos. En caso de que esta última resolución implique la restitución del menor, 
ésta debería realizarse sin necesidad de procedimiento alguno para el 
reconocimiento y la ejecución de dicha resolución en el Estado miembro en el 
que se encuentra el menor sustraído. 


(18) En caso de que se dicte una resolución de no restitución en virtud del 
artículo 13 del Convenio de la Haya de 1980, el órgano jurisdiccional debe 
informar de elio al órgano jurisdiccional competente o a la autoridad central del 
Estado miembro en el que el menor tenía su residencia habitual antes de su 
traslado o retención ilícitos. Este órgano jurisdiccional, si aún no se ha 
interpuesto demanda ante él, o la autoridad central deben dirigir una 
notificación a las partes. Esta obligación no debe impedir que la autoridad 
central dirija asimismo una notificación a las autoridades públicas pertinentes 
de conformidad con el Derecho nacional. 


(19) La audiencia del menor desempeña un papel importante en la aplicación 
del presente Reglamento, sin que éste tenga por objeto modificar los 
procedimientos nacionales aplicables en la materia. 


(20) La audiencia de un menor en otro Estado miembro puede realizarse por 
los procedimientos establecidos en el Reglamento (CE) N” 1206/2001 del 
Consejo, de 28 de mayo de 2001, relativo a la cooperación entre los Órganos 
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jurisdiccionales de los Estados miembros en el ámbito de la obtención de 
pruebas en materia civil o mercantil (9). 


(21) El reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales dictadas en un 
Estado miembro deben basarse en el principio de confianza mutua, y los 
motivos del no reconocimien'o deben limitarse al mínimo necesario, 


(22) A efectos de la aplicación de las normas sobre reconocimiento y 
ejecución, los documentos públicos y los acuerdos entre las partes que sean 
ejecutivos en un Estado miembro deben asimilarse a "resoluciones judiciales”. 


(23) El Consejo Europeo de Tampere consideró en sus conclusiones (punto 
34) que las resoluciones dictadas en el ámbito de los litigios familiares "se 
reconocerían automáticamente en toda la Unión sin que se interpusieran 
procedimientos intermedios o motivos para denegar la ejecución”. Por ello, las 
resoluciones relativas al derecho de visita y a la restitución del menor que 
hayan sido certificadas en ei Estado miembro de origen de conformidad con las 
disposiciones del presente Reglamento deben ser reconocidas y gozar de 
fuerza ejecutiva en todos los demás Estados miembros, sin necesidad de 
procedimiento adicionai alguno. Las modalidades de ejecución de estas 
resoluciones siguen rigiéndose por el Derecho nacional. 


(24) El certificado que se expide para facilitar la ejecución de la resolución 
judicial no debe ser susceptible de recurso. Contra él sólo debe caber un 
procedimiento de rectificación en caso de error material, es decir, si el 
certificado no refleja correctamente el contenido de la resolución judicial. 


(25) Las autoridades centrales deben cooperar, tanto en términos generales 
como en casos particulares, con ánimo, entre otras cosas, de facilitar la 
solución amistosa de conflictos familiares en el ámbito de la responsabilidad 
parental. Con este fin las autoridades centrales deben participar en la Red 
Judicial Europea en materia civil y mercantil creada por la Decisión 
2001/470/CE del Consejo, de 28 de mayo de 2001, por la que se crea una Red 
Judicial Europea en materia civil y mercantil (10). 


(26) La Comisión debe hacer públicas y actualizar las listas de órganos 
jurisdiccionales y de vías de recurso que le notifiquen los Estados miembros. 


(27) Las medidas necesarias para la aplicación del presente Reglamento 
deben adoptarse con arreglo a la Decisión 1999/468/CE del Consejo, de 28 de 
junio de 1999, por la que se establecen los procedimientos para el. ejercicio de 
las competencias de ejecución atribuidas a la Comisión (11). 


(28) El presente Reglamento sustituye al Reglamento (CE) N* 1347/2000, que, 
por consiguiente, queda derogado. 


(29) Es importante para el buen funcionamiento del presente Reglamento que 
la Comisión examine su aplicación para proponer, si ha lugar, las 
modificaciones oportunas. 


(30) El Reino Unido e Irlanda han manifestado, con arreglo al artículo 3 del 
Protocolo sobre la posición del Reino Unido e Irlanda anejo al Tratado de la 
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Unión Europea y al Tratado constitutivo de la Comunidad Europea, su deseo 
de participar en la adopción y aplicación del presente Reglamento. 


(31) De conformidad con los artículos 1 y 2 del Protocolo sobre la posición de 
Dinamarca anejo al Tratado de la Unión Europea y al Tratado constitutivo de la 
Comunidad Europea, este país no participa en la adopción del presente 
Reglamento, que por consiguiente no le vincula ni le es aplicable. 


(32) Dado que los objetivos del presente Reglamento no pueden ser 
alcanzados de manera suficiente por los Estados miembros y, por 
consiguiente, pueden lograrse mejor a escala comunitaria, la Comunidad 
puede adoptar medidas, de acuerdo con el principio de subsidiariedad 
consagrado en el artículo 5 del Tratado. De conformidad con el principio de 
proporcionalidad enunciado en dicho artículo, el presente Reglamento no 
excede de lo necesario para alcanzar dichos objetivos. 


(33) El presente Reglamento reconoce los derechos fundamentales y observa 
los principios consagrados en la Carta de los Derechos Fundamentales de la 
Unión Europea. Concretamente, pretende garantizar el respeto de los 
derechos fundamentales del menor enunciados en el artículo 24 de dicha 
Carta. 


HA ADOPTADO El PRESENTE REGLAMENTO: 
CAPÍTULO | 
ÁMBITO DE APLICACIÓN Y DEFINICIONES 
Artículo 1 
Ambito de aplicación 


1. El presente Reglamento se aplicará, con independencia de la naturaleza del 
órgano jurisdiccional, a las materias civiles relativas: 


a) al divorcio, la separación judicial y la nulidad matrimonial; 


b) a la atribución, el ejercicio, la delegación, ta restricción o la finalización de la 
responsabilidad parental. 


2. Las materias consideradas en la letra b) del, apartado. 1 se refieren en 
particular: 


a) al derecho de custodia y al derecho de visita; 
b) a la tutela, la curatela y otras instituciones análogas; 


c) a la designación y las funciones de toda persona u organismo encargado de 
ocuparse de la persona o de los bienes del menor, de representado o de 
prestarle asistencia; 


d) al acogimiento del menor en una familia o en un establecimiento; 


e) a las medidas de protección del menor ligadas a la administración, 
conservación o disposición de sus bienes. 
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3. El presente Reglamento no se aplicará: 
a) a la determinación y a la impugnación de la filiación; 


b) a las resoluciones sobre adopción y medidás que la preparan, ni a la 
anulación y revocación de la adopción; 


c) al nombre y apellidos del menor; 

d) a la emancipación; 

e) a las obligaciones de alimentos; 

f) a los fideicomisos y las sucesiones; 


g) a las medidas adoptadas a consecuencia de infracciones penales cometidas 
por los menores. 


Artículo 2 
Definiciones 
Á los efectos del presente Reglamento, se entenderá por: 


1) órgano jurisdiccional, todas las autoridades de los Estados miembros con 
competencia en las materias que entran en el ámbito de aplicación del 
presente Reglamento de conformidad con el artículo 1; 


2) juez, el juez o la autoridad con competencias equivalentes a las del juez en 
las materias reguladas por el presente Reglamento; 


3) Estado miembro, todos los Estados miembros a excepción de Dinamarca; 


4) resolución judicial, las resoluciones de divorcio, separación judicial o nulidad 
matrimonial y las relativas a la responsabilidad parental dictadas por un órgano 
jurisdiccional de un Estado miembro, independientemente de cómo se 
denomine dicha resolución, incluidos los términos de sentencia o auto; 


5) Estado miembro de origen, el Estado miembro en el que se dictó la 


resolución judicial que hay que ejecutar; : 


6) Estado miembro de ejecución, el Estado miembro en el que se solicita la 
ejecución de una resolución judicial; 


7) responsabilidad parental, los derechos y obligaciones conferidos a una 
persona física o jurídica en virtud de una resolución judicial, por ministerio de la 
ley o por un acuerdo con efectos jurídicos, en relación con la persona o los 
bienes de un menor. El término incluye, en particular, los derechos de custodia 
y visita; 

8) titular de la responsabilidad parental, cualquier persona que tenga la 
responsabilidad parental sobre un menor; 
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9) derechos de custodia, entre otros, los derechos y obligaciones relativos al 
cuidado de la persona de un menor y, en especial, el derecho a decidir sobre 
su lugar de residencia; 


10) derecho de visita, en particular, el derecho de trasladar a un menor a un 
lugar distinto al de su residencia habitual durante un período de tiempo 
limitado; 


11) Traslado o retención ilícitos de un menor, el traslado o retención de un 
menor cuando: 


a) se haya producido con infracción de un derecho de custodia adquirido por 
resolución judicial, por ministerio de la ley o por un acuerdo con efectos 
jurídicos de conformidad con la legislación del Estado miembro en donde el 
menor tenía su residencia habitual inmediatamente antes de su traslado o 
retención, y 


b) este derecho se ejercía, en el momento del traslado o de la retención, de 
forma efectiva, separada o conjuntamente, o se habría ejercido de no haberse 
producido dicho traslado o retención. Se considera que la custodia es ejercida 
de manera conjunta cuando, en virtud de una resolución Judicial o por 
ministerio de la ley, uno de los titulares de la responsabilidad parental no 
pueda decidir sín el consentimiento del otro titular sobre el lugar. de residencia 


del menor. 
CAPÍTULO Il 
COMPETENCIA 
SECCIÓN 1 
Divorcio, separación judicial y nulidad matrimonial 
Artículo 3 
Competencia general 


1. En los asuntos relativos al divorcio, la separación judicial y la nulidad 


matrimonial, la competencia recaerá en los órganos jurisdiccionales del Estado 
mlembro: 


a) en cuyo territorio se encuentre: 
- la residencia habitual de los cónyuges, o 


- el último lugar de residencia habitual de los cónyuges, siempre que uno de 
ellos aún resida allí, o 


- la residencia habitual del demandado, o 


- en caso de demanda conjunta, fa residencia habitual de uno de los cónyuges, 
o 


- la residencia habitual del demandante si ha residido allí durante al menos un 
año inmediatamente.antes de la presentación de la demanda, o 
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- la residencia habitual del demandante en caso de que haya residido allí al 
menos los seis meses inmediatamente anteriores a la presentación de la 
demanda y de que sea nacional del Estado miembro en cuestión o, enel caso 
del Reino Unido e Irlanda, tenga allí su “domicile"; 


b) de la nacionalidad de ambos cónyuges o, en el caso del Reino Unido y de 
tanda, del "domicile” común. 


2. A efectos del presente Reglamento, el término “domicile" se entenderá en el 
mismo sentido que tiene dicho término con arreglo a los ordenamientos 
jurídicos del Reino Unido y de Irlanda, 


Artículo 4 
Demanda reconvencional 


El órgano jurisdiccional ante el que se sustancien los procedimientos con 
arreglo al artículo 3 también será competente para examinar la demanda 
reconvencional, en la medida en que ésta entre en el ámbito de aplicación del 
presente Reglamento. 


Artículo 5 
Conversión de la separación judicial en divorcio 


Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 3, el órgano jurisdiccional del Estado 
miembro que hubiere dictado una resolución sobre la separación judicial será 
asimismo competente para la conversión de dicha resolución en divorcio, si ta 
ley de dicho Estado miembro lo prevé. 


Artículo 6 

Carácter exclusivo de las competencias definidas en los artículos 3, 4 y 5 
Un cónyuge que: 

a) tenga su residencia habitual en el territorio de un Estado miembro, o bien 


b) sea nacional de un Estado miembro o, en el caso del Reino Unido y de 
Irlanda, tenga su "domicile" en el territorio de uno de estos dos Estados 
miembros, sólo podrá ser requerido ante los órganos jurisdiccionales de otro 
Estado miembro en virtud de los artículos 3, 4 y 5. 


Artículo 7 
Competencia residual 


1. Si de los artículos 3, 4 y 5 no se deduce la competencia de ningún órgano 
jurisdiccional de un Estado miembro, la competencia se determinará, en cada 
Estado miembro, con arreglo a las leyes de dicho Estado. 


2. Todo nacional de un Estado miembro que tenga su residencia habitual en el 
territorio de otro Estado miembro podrá, al igual que los nacionales de este 
último, invocar en dicho Estado las normas sobre competencia que sean 
aplicables en el mismo contra una parte demandada. que no tenga su 
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residencia habitual en el territorio de un Estado miembro y que no tenga la 
nacionalidad de un Estado miembro o, en lo que respecta al Reino Unido e 
Irlanda, no tenga su "domicile" en el territorio de uno de estos dos Estados. 


SECCIÓN 2 
Responsabilidad parental 
Artículo 8 
Competencia general 


1. Los órganos jurisdiccionales de un Estado miembro serán competentes en 
materia de responsabilidad parental respecto de un menores que resida 
habitualmente en dicho Estado miembro en el momento en que se presenta el 
asunto ante el órgano jurisdiccional. 


2. El apartado 1 estará sujeto a lo dispuesto en los PP. 9, 10 y 12, 
Artículo 9 


Mantenimiento de la competencia del Estado miembro de la anterior residencia 
habitual del menor 


1. Cuando un menor cambie legalmente de residencia de un Estado miembro a 
otro y adquiera una nueva residencia habitual en este último, los órganos 
jurisdiccionales del Estado miembro de la anterior residencia habitual del 
menor seguirán siendo competentes, como excepción al artículo 8, durante los 
tres meses siguientes al cambio de residencia, para modificar una resolución 
judicial sobre el derecho de visita dictada en dicho Estado miembro antes de 
que el menor hubiera cambiado de residencia, si el titular del derecho de visita 
con arreglo a la resolución judicial sobre el derecho de visita continúa 
residiendo habitualmente en el Estado miembro de la anterior residencia 
habitual del menor. 


2. El apartado 1 no se aplicará si el titular del derecho de visita considerado en 
el apartado 1 ha aceptado la competencia de los órganos jurisdiccionales del 
Estado miembro de la nueva residencia habitual del menor al participar en un 
procedimiento ante dichos órganos sin impugnar su competencia. 


Artículo 10 
Competencia en caso de sustracción de menores 


En caso de traslado o retención ilícitos de un menor, log órganos 
jurisdiccionales del Estado miembro en el que residía habitualmente el menor 
inmediatamente antes del traslado o retención ilícitos conservarán su 
competencia hasta que el menor haya adquirido una residencia habitual en 
otro Estado miembro y: 


a) toda persona, institución u organismo que tenga el derecho de custodia 
haya dado su conformidad al traslado o a la retención, o bien 
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b) el menor, habiendo residido en ese otro Estado miembro durante un periodo 
minimo de un año desde que la persona, institución u organismo que tenga el 
derecho de custodia haya tenido o hubiera debido tener conocimiento del 
paradero del menor, esté integrado en su nuevo entomo y se cumpla alguna 
de las condiciones siguientes: 


i) que en el plazo de un año desde que el titular del derecho de custodla haya 
tenido o hubiera debido tener conocimiento del paradero del menor, no se haya 
presentado ninguna demanda de restitución ante las autoridades competentes 
del Estado miembro al que se haya trasladado o en el que esté retenido el 
menor, á 


ii) que se haya desistido de una demanda de restitución presentada por el 
titular del derecho de custodia sin que haya presentado ninguna nueva 
demanda en el plazo estipulado en el inciso ¡), 


iii) que se haya archivado, a tenor de lo dispuesto en el apartado 7 del artículo 
11, una demanda presentada ante un órgano jurisdiccional del Estado miembro 
en el que el menor tenía su residencia habitual inmediatamente antes de su 
traslado o retención ilícitos, 


iv) que los Órganos jurisdiccionales del Estado miembro en el que el menor 
tenía su residencia habitual inmediatamente antes de su traslado o retención 
ilícitos hayan dictado una resolución sobre la custodia que no implique la 
restitución del menor. 


Artículo 11 
Restitución.del menor 


1. Los apartados 2 a 8 será de aplicación cuando una persona, institución u 
organismo que tenga el derecho de custodia solicite a las autoridades 
competentes de un Estado miembro que se dicte una resolución con arreglo al 
Convenio de La Haya de 25 de octubre de 1980 sobre los aspectos civiles de 
la sustracción internacional de menores (denominado en lo sucesivo Convenio 
de la Haya de 1980), con objeto de conseguir la restitución de un menor que 
hubiera sido trasladado o retenido de forma ilícita en un Estado miembro 
distinto del Estado miembro en el que el menor tenía su residencia habitual 
inmediatamente antes de su traslado o retención ilícitos, 


2. En caso de aplicarse los artículos 12 y 13 del Convenio de La Haya de 1980, 
se velará por que se dé al menor posibilidad de audiencia durante el proceso, a 
menos que esto no se considere conveniente habida cuenta de su edad o 
grado de madurez. 


3. El órgano jurisdiccional ante el que se interponga la demanda de restitución 
de un menor contemplada en el apartado 1 actuará con urgencia en el marco 
del proceso en el que se sustancie la demanda, utilizando los procedimientos 
más expeditivos que prevea la legislación nacional. 


Sin perjuicio del párrafo primero, y salvo que existan circunstancias 
excepcionales que lo hagan imposible, el órgano jurisdiccional dictará su 
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resolución como máximo seis semanas después de la interposición de la 
demanda. 


4. Los órganos jurisdiccionales no podrán denegar la restitución de un menor 
basándose en lo dispuesto en la letra b) del artículo 13 del Convenio de La 
Haya de 1980 si se demuestra que se han adoptado medidas adecuadas para 
garantizar la protección del menor tras su restitución. 


5. Los órganos jurisdiccionales no podrán denegar la restitución de un menor 
sin que se haya dado posibilidad de audiencia a la persona que solicitó su 
restitución. 

6. En caso de que un órgano jurisdiccional haya dictado un resolución de no 
restitución con arreglo al artículo 13 del Convenio de La Haya de 1980, 
transmitirá de inmediato al órgano jurisdiccional competente o a la autoridad 
central del Estado miembro en el que el menor tenía su residencia habitual 
inmediatamente antes de su traslado o retención ¡llcitos, bien directamente o 
bien por conducto de-su autoridad central, copia de la resolución judicial de no 
restitución y de los documentos pertinentes, en particular el acta de la vista, de 
conformidad con lo previsto en la legislación nacional. El órgano jurisdiccional 
deberá recibir todos los documentos mencionados en el plazo de un mes a 
partir de la fecha de la resolución de no restitución. 


7. Salvo que alguna de las partes haya presentado ya una demanda ante los 
órganos jurisdiccionales del Estado miembro en el que el menor tenía su 
residencia habitual inmediatamente antes de su traslado o retención ilícitos, el 
órgano jurisdiccional o la autoridad central que reciba la información 
mencionada en el apartado 6 deberá notificarla a las partes e invitarlas a 
presentar sus reclamaciones ante el órgano jurisdiccional, de conformidad con 
lo previsto en la legislación nacional, en un plazo de tres meses a partir de la 
fecha de la notificación, a fin de que el órgano jurisdiccional examine la 
cuestión de la custodia del menor. 


Sin perjuicio de las normas de competencia establecidas en el presente 
Reglamento, en caso de que el órgano jurisdiccional no recibiera reclamación 
alguna en el plazo previsto, declarará archivado el asunto. 


8. Aun cuando se haya dictado una resolución de no restitución con arreglo a 
lo dispuesto en el artículo 13 del Convenio de La Haya de 1980, cualquier 
resolución judicial posterior que ordene la restitución del menor, dictada por un 
órgano jurisdiccional competente en virtud del presente Reglamento será 
ejecutiva de acuerdo con la sección 4 del capítulo 11I, con el fin de garantizar la 
restitución del menor, 


Artículo 12 
Prórroga de la competencia” 


1. Los órganos jurisdiccionales del Estado miembro en que se ejerza la 
competencia con arreglo al artículo 3 en una demanda de divorcio, separación 
judicial o nulidad matrimonial tendrán competencia en las cuestiones relativas 
a la responsabilidad parental vinculadas a dicha demanda: 
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a) cuando al menos uno de los cónyuges ejerza la responsabilidad parental 
sobre el menor, y 


b) cuando la competencia de dichos órganos jurisdiccionales haya sido 
aceptada expresamente o de cualquier otra forma inequívoca por los cónyuges 
o por los titulares de la responsabilidad parental en el momento de someter el 
asunto ante el órgano jurisdiccional y responda al interés superior del menor. 


2. La competencia ejercida en virtud del apartado 1 cesará: 


a) en cuanto sea firme la resolución estimatoria o desestimatoria de la 
demanda de divorcio, separación judicial o nulidad matrimonial, o 


b) en cuanto sea firme una resolución sobre responsabilidad parental, en 
aquellos casos en que en el momento indicado en la letra a) aún estén en 
curso procedimientos relativos a la responsabilidad parental, o 


c) en los casos considerados en las letras a) y b), en cuanto hayan concluido 
los procedimientos por otras razones. 


3. Los órganos jurisdiccionales de- un Estado miembro tendrán igualmente 
competencia en materia de responsabilidad parental en procedimientos 
distintos de los contemplados en el apartado 1: 


a) cuando el menor esté estrechamente vinculado a ese Estada miembro, en 
especial por el hecho de que uno de los titulares de la responsabilidad parental 
tenga en él su residencia habitual o porque el menor es nacional de dicho 
Estado miembro, y 


b) cuando su competencia haya sido aceptada expresamente o de cualquier 
otra forma inequívoca por todas las partes en el procedimiento en el momento 
de presentar el asunto ante el órgano jurisdiccional y la competencia responda 
al interés superior del menor. 


4. Cuando el menor tenga su residencia habitual en el territorio de un tercer 
Estado que no sea parte contratante del Convenio de la Haya de 19 de octubre 
de 1996 relativo a la competencia, la ley aplicable, el reconocimiento, la 
ejecución y la cooperación en materia de responsabilidad parental y de 
medidas de protección de los niños, se presumirá que la competencia basada 
en el presente artículo es en beneficio del menor, en especial cuando un 
procedimiento resulte imposible en al tercer Estado de que se trate. 


Artículo 13 
Competencia basada en la presencia del menor 


1. Cuando no pueda determinarse la residencia habitual del menor y no pueda 
determinarse la competencia sobre la base del artículo 12, serán competentes 
los órganos jurisdiccionales del Estado miembro en el que esté presente el 
menor. 


2, El apartado 1 también se aplicará a los menores refugiados y a los menores 
desplazados internacionalmente a causa de disturbios en su país. 
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Artículo 14 
Competencia residual 


Si de los artículos 8 a 13 no se deduce la competencia de ningún órgano 
jurisdiccional de un Estado miembro, la competencia se determinará, en cada 
Estado miembro, con arreglo a las leyes de dicho Estado. 


Artículo 15 
Remisión a un órgano jurisdiccional mejor situado para conocer del asunto 


1. Excepcionalmente, los órganos jurisdiccionales de un Estado miembro 
competentes para conocer del fondo del asunto podrán, si consideran que un 
órgano jurisdiccional de otro Estado miembro con el que el menor tenga una 
vinculación especia! está mejor situado para conocer del asunto o de una parte 
especifica del mismo, y cuando ello responda al interés superior del menor: 


a) suspender el conocimiento del asunto o de parte del mismo e invitar a las 
partes a presentar una demanda ante el órgano jurisdiccional de ese otro 
Estado miembro con arreglo al apartado 4, o 


b) solicitar al órgano jurisdiccional del otro Estado miembro que ejerza su 
competencia con arreglo al apartado 5. 


2. El apartado 1 se aplicará: 
a) a instancia de parte, o 
b) de oficio, o 


c) a petición del órgano jurisdiccional de otro Estado miembro con el que el 
menor tenga una vinculación especial, a tenor del apartado 3. 


No obstante, para-que la remisión pueda efectuarse de oficio o a petición del 
órgano jurisdiccional de otro Estado miembro, será preciso el consentimiento 
de al menos una de las partes. 


- 3, Se considerará que el menor tiene una vinculación especial con un Estado 
miembro, a los efectos del apartado 1, si: 


a) dicho Estado miembro se ha convertido en el de residencia habitual del 
menor después de la presentación de la demanda ante el órgano jurisdiccional 
a que se refiere el apartado 1, o 


b) el menor ha residido de manera habitual en dicho Estado miembro, o 
c) el menor es nacional de dicho Estado miembro, o 


d) dicho Estado miembro es el de residencia habitual de un titular de la 
responsabilidad parental, o 


e) el asunto se refiere a las medidas de protección del menor ligadas a la 
administración, conservación o disposición de los bienes de éste que se 
encuentran en el territorio de dicho Estado miembro. 
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4. El órgano jurisdiccional del Estado miembro competente para conocer del 
fondo del asunto establecerá el plazo en el que deberá presentarse la 
demanda ante los órganos jurisdiccionales del otro Estado miembro, con 
arreglo al apartado 1. 


Si no se presenta demanda ante los órganos jurisdicclonales en dicho plazo, el 
órgano jurisdiccional ante el que se presentó seguirá ejerciendo su 
competencia con arreglo a los artículos 8 a 14. 


5. Los órganos jurisdiccionales de este otro Estado miembro podrán declararse 
competentes en el plazo de seis semanas a partir de la fecha en que se les 
haya presentado la demanda en virtud de las letras a) o b) del apartado 1 si, 
por tas circunstancias especificas del asunto, ello responde al interés superior 
del menor. En este caso, el órgano jurisdiccional ante el que se presentó 
inicialmente la demanda deberá inhibirse. De lo contrario, será competente el 
órgano jurisdiccional en el que primero se presentó la demanda, de 
conformidad con los artículos 8 a 14. á 


6. Los órganos jurisdiccionales cooperarán a efectos del presente artículo, 
directamente o a través de las autoridades centrales designadas de 


conformidad con el artículo 53. 
SECCIÓN 3 
Disposiciones comunes 
Artículo 16 
Iniciación del procedimiento 


1. Se considerará iniciado un procedimiento ante un órgano jurisdiccional: 


a) desde el momento en que se le presente el escrito de demanda o 
documento equivalente, a condición de que posteriormente el demandante no 
haya dejado de realizar lo necesario para que la notificación o traslado de 
dicho escrito o documento al demandado, o bien 


b) si dicho escrito o documento ha de ser objeto de notificación o traslado 
antes de su presentación al órgano jurisdiccional, en el momento en que lo 
reciba la autoridad encargada de la notificación o traslado, a condición de que 
posteriormente el demandante no haya dejado de realizar lo necesario para la 
presentación del documento al órgano jurisdiccional. 


Artículo 17 
Comprobación de la competencia 


El órgano jurisdiccional de un Estado miembro ante el que se inicie un 
procedimiento respecto del cual el presente Reglamento no establezca su 
competencia y del que sea competente en virtud del mismo un órgano 
jurisdiccional de otro Estado miembro, se declarará de oficio incompetente. 


Artículo 18 
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Comprobación de la admisibilidad 

1. Cuando una parte demandada con residencia habitual en un Estado distinto 
del Estado miembro en el que se hubiera presentado la demanda no 
compareciere, el órgano jurisdiccional competente suspenderá el 
procedimiento hasta que se tenga constancia de que dicha parte demandada 
ha estado en condiciones de recibir, con suficiente antelación para defenderse, 
el escrito de demanda o documento equivalente o de que se han practicado 
todas las diligencias a tal fin. 


2. Se aplicará el artículo 19 del Reglamento (CE) N* 1348/2000 en lugar del 
apartado 1 del presente artículo, si el escrito de demanda o documento 
equivalente hubiera de transmitirse de un Estado miembro a otro de acuerdo 
con dicho Reglamento. 


3. Cuando no sean aplicables las disposiciones del Reglamento (CE) 
N” 1348/2000, se aplicará el artículo 15 del Convenio de La Haya de 15 de 
noviembre de 1965 relativo a la notificación o traslado en el extranjero de 
documentos judiciales y extrajudiciales en materia civil o comercial, si el escrito 
de demanda o documento equivalente hubiera de transmitirse al extranjero de 
acuerdo con dicho Convenio. 


Artículo 19 
" Litispendencia y acciones dependientes 


1. Cuando se presentaren demandas de divorcio, separación Judicial o nulidad 
matrimonial entre las mismas partes ante órganos jurisdiccionales de distintos 
Estados miembros, el órgano Jurisdiccional ante el que se hubiere presentado 
la segunda demanda suspenderá de oficio el procedimiento en tanto no se 
establezca la competencia del órgano jurisdiccional ante el que se interpuso la 
primera. 

2. Cuando se presentaren demandas relativas a la responsabilidad parental 
sobre un menor que tengan el mismo objeto y la misma causa ante órganos 
jurisdiccionales de distintos Estados miembros, el órgano jurisdiccional ante el 
que se hubiere presentado la segunda demanda suspenderá de oficio el 
procedimiento en tanto no se establezca la competencia del órgano 
jurisdiccional ante el que se Interpuso la primera. 


3. Cuando se establezca que es competente el primer órgano Jurisdiccional, el 
segundo se inhibirá en favor de aquél, 


En este caso, la parte actora ante el segundo órgano jurisdiccional podrá 
presentar la acción ante el primero, 


Artículo 20 
Medidas provisionales y cautelares 


1. En caso de urgencia, las disposiciones del presente Reglamento no 
impedirán que los órganos jurisdiccionales de un Estado miembro adopten 
medidas provisionales o cautelares previstas en su propia legislación en 
relación con personas o bienes presentes en dicho Estado miembro, aun 
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cuando, en virtud del presente Reglamento, un órgano jurisdiccional de otro 
Estado miembro fuere competente para conocer sobre el fondo, 


2. Las medidas tomadas en virtud del apartado 1 dejarán de aplicarse cuando 
el órgano jurisdiccional del Estado miembro competente en virtud del presente 
Reglamento para conocer del fondo del asunto haya adoptado las medidas que 


considere apropiadas. 
CAPÍTULO lll 
RECONOCIMIENTO Y EJECUCIÓN 
SECCIÓN 1 
Reconocimiento 
Articulo 21 


Reconocimiento de una resolución 


1. Las resoluciones dictadas en un Estado miembro serán reconocidas en los 
demás Estados miembros sin necesidad de recurrir a procedimiento alguno. 


2. En particular, y sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 3, no se requerirá 
ningún procedimiento especial para la actualización de los datos del registro 
civil de un Estado miembro sobre la base de las resoluciones en materia de 
divorcio, separación judicial o nulidad matrimonial dictadas en otro Estado 
miembro y que ya no admitan recurso con arreglo a la legislación de este 
último. , 

3. Sin perjuicio de la sección 4, cualquiera de las partes interesadas podrá, de 


conformidad con los procedimientos previstos en la sección 2, solicitar que se 
resuelva sobre el reconocimiento o no teconocimiento de una resolución, 


La competencia territorial del órgano jurisdiccional indicado en la lista que cada 
Estado miembro ha de comunicar a la Comisión de conformidad con el artículo 
68 se determinará en virtud del Derecho interno del Estado miembro en el que 
se inicie el procedimiento de reconocimiento o de no reconocimiento. 


4. Cuando el reconocimiento de una resolución se plantee de forma incidental 
ante un órgano jurisdiccional de un Estado miembro, dicho órgano 
jurisdiccional podrá pronunciarse al respecto, 


Artículo 22 


Motivos de denegación del reconocimiento de resoluciones en materia de 
divorcio, separación judicial o nulidad matrimonial 


Las resoluciones en materia de divorcio, separación judicial o nulidad 
matrimonial no se reconocerán: 


a) si el reconocimiento fuere manifiestamente contrario al orden público del 
Estado miembro requerido; : 
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b) si, habiéndose dictado en rebeldía del demandado, no se hubiere notificado 
o trasladado al mismo el escrito de demanda o un documento equivalente de 
forma tal y con la suficiente antelación para que el demandado pueda 
organizar su defensa, a menos que conste de forma inequívoca que el 
demandado ha aceptado la resolución; 


c) si la resolución fuere inconciliable con otra dictada en un litigio entre las 
mismas partes en el Estado miembro requerido, o bien 


d) si la resolución fuere inconciliable con otra dictada con anterioridad en otro 
Estado miembro o en un Estado no miembro en un litigio entre las mismas 
partes, siempre y cuando la primera resolución reúna las condiciones 
necesarias para su reconocimiento en el Estado miembro requerido. 


Artículo 23 


Motivos de denegación del reconocimiento de resoluciones en materia de 
responsabilidad parental 


Las resoluciones sobre responsabilidad parental no se reconocerán: 


a) si el reconocimiento fuere manifiestamente contrario al orden público del 
Estado miembro requerido, teniendo en cuenta el interés superior del menor, 


b) si se hubieren dictado, excepto en casos de urgencia, sin haber dado 
posibilidad de audiencia al menor, en violación de principios fundamentales de 
procedimiento del Estado miembro requerido; 


c) si, habiéndose dictado en rebeldía de la persona en cuestión, no se hubiere 
notificado o trasladado a dicha persona el escrito de demanda o un documento 
equivalente de forma tal y con la suficiente antelación para que pueda 
organizar su defensa, a menos que conste de forma inequívoca que esa 
persona ha aceptado la resolución; 


d) a petición de cualquier persona que alegue que la resolución menoscaba el 
ejercicio de su responsabilidad parental, si se hubiere dictado sin haber dado 
posibilidad de audiencia a dicha persona; 

e) si la resolución fuere inconciliable con otra dictada posteriormente en 
relación con la responsabilidad parental en el Estado miembro requerido; 


f) si la resolución fuere inconciliable con otra dictada posteriormente en 
relación con la responsabilidad parental en otro Estado miembro o en el Estado 
no miembro de residencia habitual del menor, slempre y cuando la resolución 
dictada con posterioridad reúna las condiciones necesarias para su 
reconocimiento en el Estado miembro requerida, o bien 


g) si no se ha respetado el procedimiento previsto en el artículo 56, 
Artículo 24 
Prohibición del control de la competencia del órgano jurisdiccional de origen 
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No podrá procederse al control de la competencia del órgano jurisdiccional del 
Estado miembro de origen. El criterio de orden público a que se refieren la lera 
a) del artículo 22 y la letra a) del artículo 23 no podrá aplicarse a las normas de 
competencia establecidas en los artículos 3a 14. 


Artículo 25 
Diferencias en el Derecho aplicable 


No podrá negarse el reconocimiento de una resolución de divorcio, de 
separación judicial o de nulidad matrimonial alegando que el Derecho del 
Estado miembro requerido no autorizaría el divorcio, la separación judicial o la 
nulidad matrimonial basándose en los mismos hechos. 


Artículo 26 
No revisión en cuanto al fondo 


La resolución no podrá en ningún caso ser objeto de una revisión en cuanto al 
fondo. 


Artículo 27 
Suspensión del procedimiento 


1. El órgano jurisdiccional de un Estado miembro ante el que se hubiere 
solicitado el reconocimiento de una resolución dictada en otro Estado miembro 
podrá suspender el procedimiento si dicha resolución fuere objeto de un 
recurso ordinario. 


2. El órgano jurisdiccional de un Estado miembro ante el que se hubiere 
solicitado el reconocimiento de una resolución dictada en Irlanda o en el Reino 
Unido podrá suspender el procedimiento si la ejecución estuviere suspendida 
en el Estado miembro de origen como consecuencia de la interposición de un 


recurso. 
SECCIÓN2 | 

Solicitud de declaración de ejecutoriedad 

Artículo 28 

Resoluciones ejecutivas 


1. Las resoluciones dictadas en un Estado miembro sobre el ejercicio de la 
responsabilidad parental con respecto a un menor que fueren ejecutivas en 
dicho Estado miembro y hubieren sido notificadas o trasladadas se ejecutarán 
en otro Estado miembro cuando, a instancia de cualquier parte interesada, se 
hayan declarado ejecutivas en este último Estado. 


2. No obstante, en el caso del Reino Unido estas resoluciones sólo se 
ejecutarán en Inglaterra y el País de Gales, en Escocia o en Ifanda del Norte 
cuando, a instancia de cualquier rias interesada, hayan sido registradas con 
vistas a su ejecución en una de estas partes del Reino Unido, según 
corresponda. , 
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Artículo 29 
Competencia territorial de los órganos jurisdiccionales 


1. La solicitud de declaración de ejecutoriedad se presentará ante uno de los 
órganos jurisdiccionales indicados en la lista que cada Estado miembro ha de 
comunicar a la Comisión de conformidad con el artículo 68. 


2. La competencia territorial se determinará por el lugar de residencia habitual 
de la persona contra la que se solicite la ejecución o por el lugar de residencia 
habitual del menor o menores a quienes se refiera la solicitud. 


Cuando ninguno de los lugares de residencia a los que se refiere el párrafo 
primero se encuentre en el Estado miembro de ejecución, la competencia 
territorial se determinará por el lugar de ejecución. 


Articulo 30 
Procedimiento 


1. Las modalidades de presentación de la solicitud se determinarán con arreglo 
a la legistación del Estado miembro requerido. 


2. El solicitante deberá elegir domicilio para notificaciones en la circunscripción 
del órgano jurisdiccional que conozca de la solicitud de ejecución. No obstante, 
si la legislación del Estado miembro de ejecución no prevé la elección de 
domicilio, el solicitante designará un representante procesal. 


3. Se adjuntarán a la solicitud de ejecución los documentos mencionados en 
los artículos 37 y 39. 


Artículo 31 
Resolución del órgano jurisdiccional 


1. El órgano jurisdiccional ante el que se presente la solicitud se pronunciará 
en breve plazo. En esta fase del procedimiento, no podrán presentar 
alegaciones ni el menor ni la persona contra la cual se solicite la ejecución. 


2. La solicitud sólo podrá ser denegada por alguno de los motivos previstos en 
tos artículos 22, 23 y 24. 


2 se resolución no podrá en ningún caso ser objeto de una revisión en cuanto 
al fondo. 


Artículo 32 
Notificación de la resolución 


El funcionario público a quien corresponda notificará de inmediato la resolución 
al solicitante de la ejecución de conformidad con las modalidades 
determinadas por la legislación del Estado miembro requerido. 


Artículo 33 
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Recurso 


1. La resolución sobre la solicitud de declaración de ejecutoriedad podrá ser 
recurrida por cualquiera de las partes. 


?. El recurso se presentará ante uno de los órganos jurisdiccionales indicados 
an la lista que cada Estado miembro ha de comunicar a la Comisión de 
zonformidad con el artículo 68. 


3. El recurso se substanciará según las normas que rigen el procedimiento 
contradictorio. 


4. Si presentara el recurso el solicitante de la declaración de ejecutoriedad, la 
parte contra la que se solicitare la ejecución será citada a comparecer ante el 
órgano jurisdiccional que conociere del recurso. En caso de incomparecencia 
se aplicarán las disposiciones del articulo 18. 


5. El recurso contra la declaración de ejecutoriedad deberá interponerse en el 
plazo de un mes a partir de la fecha de su notificación. Si la parte contra la que 
se solicitare la ejecución tuviera su residencia habitual en un Estado miembro 
distinto de aquel en el que se hubiere expedido la declaración de 
ejecutoriedad, el plazo será de dos meses y correrá a partir de la fecha de la 
notificación, tanto si ésta se hizo en persona como en su residencia. Dicho 
plazo no admitirá prórroga en razón de la distancia, 


Artículo 34 
Apelación y recurso ulterior 


Sólo cabrá oponerse a la resolución dictada sobre el recurso mediante los 
procedimientos enumerados en la lista que cada Estado miembro ha de 
comunicar a la Comisión de conformidad con el artículo 68. 


Artículo 35 
Suspensión del procedimiento 


1. El órgano jurisdiccional que conozca del recurso en virtud de los artículos 33 
o 34 podrá, a instancia de la parte contra la que se solicite la ejecución, 
suspender el procedimiento si la resolución extranjera es objeto de un recurso 
ordinario en el Estado miembro de origen o si el plazo para interponerlo no ha 
expirado. En este último caso, el órgano jurisdiccional podrá fijar un plazo para 
la interposición del recurso. 


2. Si la resolución hubiere sido dictada en Irlanda o en el Reino Unido, todo 
recurso previsto en el Estado miembro de origen será considerado como un 
recurso ordinario a efectos del apartado 1. 


Artículo 36 
Ejecución parcial 
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1. Cuando la resolución se hubiere pronunciado sobre varias pretensiones de 
la demanda y la ejecución no pudiere otorgarse para la totalidad de ellas, el 
órgano jurisdiccional concederá la ejecución para una o varias. 


2. El solicitante podrá instar una ejecución parcial! de la resolución, 
SECCIÓN 3 
Disposiciones comunes a las secciones 1 y 2 
Artículo 37 
Documentos 


1. La parte que invocare o se opusiere al reconocimiento de una resolución o 
solicitare la expedición de una declaración de ejecutoriedad deberá presentar. 


a) una copia de dicha resolución que reúna los requisitos necesarios para 
determinar su autenticidad, y 


b) el certificado contemplado en el artículo 39. 


2. Además, en el caso de las resoluciones dictadas en rebeldía, la parte que 
solicite el reconocimiento o la expedición de una declaración de ejeculoriedad 
deberá presentar: 


a) el original o una copia auténtica del documento que acredite la notificación o 
traslado del escrito de demanda o documento equivalente a la parte rebelde, o 
bien 

b) cualquier documento que acredite de forma inequívoca que el demandado 
ha aceptado la resolución. 


Artículo 38 
Ausencia de documentos 


1. De no presentarse los documentos mencionados en la letra b) del apartado 
1 o en el apartado 2 del artículo 37, el órgano jurisdiccional podrá fijar un plazo 
para la presentación de los mismos, aceptar documentos equivalentes o 
dispensar de ellos si considerase que dispone de suficiente información. 


2. Si el órgano jurisdiccional lo exigiere se presentará una traducción de los 
documentos. La traducción estará certificada por una persona habilitada a tal 
fin en uno de los Estados miembros. 


Artículo 39 


Certificado relativo a resoluciones en materia matrimonial y a resoluciones en 
materia de responsabilidad parental 


El órgano jurisdiccional o autoridad competente del Estado miembro de origen 
expedirá, a instancia de cualquier parte interesada, un certificado conforme al 
modelo de formulario que figura en el anexo | (resoluciones en materia 
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matrimonial) o en el anexo |l (resoluciones en materia de responsabilidad 
parental). 


SECCIÓN 4 


Fuerza ejecutiva de determinadas resoluciones relativas al derecho de visita y 
de determinadas resoluciones que ordenan la restitución del menor 


Artículo 40 

Ámbito de aplicación 

1. La presente sección se aplicará: 
a) al derecho de visita, y 


b) a la restitución de un menor consecuencia de una resolución judicial que 
ordene dicha restitución, con arreglo al apartado 8 del artículo 11. 


2. Las disposiciones de la presente sección no impedirán que un titular de la 
responsabilidad parental procure el reconocimiento y la ejecución de una 
resolución judicial conforme a las disposiciones de las secciones 1 y 2 del 
presente capítulo. 


Artículo 41 
Derecho de visita 


1. El derecho de visita contemplado en la letra a) del apartado 1 del artículo 40, 
concedido en virtud de una resolución judicial ejecutiva dictada en un Estado 
miembro, será reconocido y tendrá fuerza ejecutiva en otro Estado miembro sin 
que se requiera ninguna declaración que le reconozca fuerza ejecutiva y sin 
que quepa impugnar su reconocimiento si la resolución ha sido certificada en el 
Estado miembro de origen de conformidad con el apartado 2. 


Aunque el Derecho nacional no estipule la fuerza ejecutiva por ministerio de la 
ley, sin perjuicio de eventuales recursos, de las resoluciones judiciales que 
reconocen un derecho de visita, a e 
declarar ejecutiva la resolución. 


2. El juez de origen sólo expedirá el certificado contemplado en el apartado 1, 
utilizando para ello el modelo de formulario que figura en el anexo lll 
(certificado referente al derecho de visita): 


a) si, por lo que respecta a los procedimientos en rebeldía, el escrito de 
demanda o documento equivalente ha sido notificado o trasladado a la parte 
rebelde con la suficiente antelación y de tal manera que ésta pueda 
defenderse, o, de haberse notificado o trasladado el mencionado escrito o 
documento sin respetar estas condiciones, si consta de forma inequívoca que 
ha aceptado la resolución; 


b) si se ha dado posibilidad de audiencia a todas las partes afectadas, y 
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c) si se ha dado al menor posibilidad de audiencia, a menos que esto no se 
hubiere considerado conveniente habida cuenta de su edad o grado de 


madurez. 
El certificado se redactará en la lengua de la resolución. 


3. Si el derecho de visita se refiere a una situación que tuviera carácter 
transfronterizo al dictarse la resolución, el certificado se expedirá de oficio 
cuando la resclución adquiera fuerza ejecutiva, incluso con carácter 
provisional. Si la situación sólo adquiere carácter transfronterizo con 
posterioridad, el certificado se expedirá a instancia de parte, á 


Artículo 42 


Restitución del menor 


1. La restitución de un menor considerada en la letra b) del apartadc 1 del 
artículo 40, concedida en virtud de una resolución judicial ejecutiva dictada en 
un Estado miembro, será reconocida y tendrá fuerza ejecutiva en los demás 
Estados miembros sin necesidad de declaración de ejecución y sin que pueda 
impugnarse su reconocimiento si ha sido certificada en el Estado miembro de 
origen de conformidad con el apartado 2. 


Aunque el Derecho nacional no estipule la fuerza ejecutiva por ministerio de la 
ley, sin perjuicio de eventuales recursos, de las resoluciones judiciales que 
ordenan la restitución del menor a tenor del apartado 8 del artículo 11, el 
Órgano jurisdiccional de origen podrá declarar ejecutiva la resolución. 


2. El juez de origen que dictó la resolución mencionada en la letra b) del 
apartado 1 del artículo 40 emitirá el certificado previsto en el apartado 1 
únicamente: 

a) si se ha dado al menor posibilidad de audiencia, a menos que esto no se 
hubiere considerado conveniente habida cuenta de su edad o grado de 
madurez; 


b) si se ha dado a las partes posibilidad de audiencia, y 


c) si el órgano jurisdiccional ha tenido en cuenta, al dictar su resolución, las 
razones y las pruebas en las que se fundamenta la resolución emitida en virtud 
del artículo 13 del Convenio de La Haya de 1980, 


En caso de que el órgano jurisdiccional a cualquier otra autoridad tome 
medidas para garantizar la protección del menor tras su restitución al Estado 
de su residencia habitual, el certificado precisará los pormenores de dichas 
medidas. 

El juez de origen expedirá el certificado de oficio y utilizará para ello el modelo 
de formulario que figura en el anexo IV (certificado relativo a ta restitución del 
menor). : 


El certificado se redactará en la lengua de la resolución. 
Artículo 43 
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Procedimiento de rectificación 


1. El Derecho del Estado miembro de origen será aplicable a cualquier 
rectificación de! certificado. 


2. Por lo demás, no se podrá interponer recurso contra la expedición de un 
certificado de conformidad con el apartado 1 del artícuio 41 o el apartado 1 del 


artículo 42. 

Artículo 44 

Efectos de! certificado : 
El certificado sólo surtirá efecto dentro de los límites del carácter ejecutivo de 
la sentencia. 

Artículo 45 


Documentos 

1. La parte que invocare la ejecución de una resolución deberá presentar: 

a) una copia de dicha resolución que reúna los requisitos necesarios para 
determinar su autenticidad, 

y 

b) el certificado mencionado en el apartado 1 del artículo 41. o en el apartado 1 
del artículo 42. , 

2.A los efectos del presente artículo: 


- el certificado mencionado en el apartado 1 del artículo 41 se acompañará de 
una traducción del punto 12 relativo a las modalidades de ejercicio del derecho 
de visita, 

- el certificado mencionado en el apartado 1 del artículo 42 se acompañará de 


una traducción del punto 14 relativo a los pormenores de las medidas 
adoptadas para garantizar la restitución del menor, 


La traducción estará realizada en la lengua oficial o en una de las lenguas 
oficiales del Estado miembro de ejecución o en cualquier otra lengua que dicho 
Estedo miembro haya indicado expresamente que puede aceptar. La 
traducción estará certificada por una persona habilitada a tal fin en uno de los 
Estados miembros. 


SECCIÓN 5 
Documentos públicos y acuerdos 
Artículo 46 


Los documentos públicos con fuerza ejecutiva formalizados o registrados en un 
Estado miembro, así como los acuerdos entre las partes que tengan fuerza 
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ejecutiva en el Estado miembro de origen, serán reconocidos y se dctarán de 
fuerza ejecutiva en las mismas condiciones que las resoluciones judiciales. 


SECCIÓN 6 
Otras disposiciones 
Artículo 47 
Procedimiento de ejecución 


1. El procedimiento de ejecución se regirá por la ley del Estado miembro de 
ejecución, 


2. Cualquier resolución dictada por el órgano Jurisdiccional de otro Estado 
miembro y declarada ejecutiva de conformidad con la sección 2, o certificada 
con arregio al apartado 1 del artículo 41 o al apartado 1 del artículo 42, deberá 
ejecutarse en el Estado miembro de ejecución en las mismas condiciones que 
si hubiese sido dictada en dicho Estado miembro. 


En particular, no podrán ejecutarse las resoluciones certificadas de 
conformidad con el apartado 1 del artículo 41 o el apartado 1 del artículo 42 
que sean incompatibles con una resolución ejecutiva dictada con posterioridad. 


Artículo 48 
Modalidades prácticas de ejercicio del derecho de visita 


1. Los órganos jurisdiccionales del Estado miembro de ejecución podrán 
adoptar las modalidades prácticas para organizar el ejercicio del derecho de 
visita si la resolución dictada por los órganos jurisdiccionales del Estado 
miembro competentes para conocer del fondo. del asunto no hubiera 
establecido las modalidades necesarias, o lo hubiera hecho de manera 
suficiente, y siempre y cuando se respeten los elementos esenciales de dicha 
resolución. 


2. Las modalidades prácticas adoptadas de conformidad con el apartado 1 
dejarán de ser aplicables una vez haya recaldo una resolución posterior 
dictada por los órganos jurisdiccionales del Estado miembro competentes para 
conocer del fondo. 


Artículo 49 
Costas 


Las disposiciones del presente capítulo, con la salvedad de las recogidas en la 
sección 4, se aplicarán asimismo a la fijación del importe de las costas de los 
procesos substanciados en virtud del presente Reglamento y a la ejecución de 
cualquier resolución relativa a dichas costas. 
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Artículo 50 
Asistencia jurídica gratuita 


El solicitante que, en el Estado miembro de origen, hubiere obtenido total o 
parcialmente el beneficio de asistencia jurídica gratuita o de una exención de 
costas judiciales gozará también, en el procedimiento previsto en los artículos 
21, 28, 41, 42 y 48, del beneficio más favorable o de la exención más amplia 
prevista por el Derecho del Estado miembro de ejecución. 


Artículo 51 
Caución o depósito 


No se podrá alegar ninguno de los motivos siguientes para exigirle caución o 
depósito alguno a la parte que instare en un Estado miembro la ejecución de 
una resolución dictada en otro Estado miembro: ¿ 


a) el hecho de que no tenga su residencia habitual en el Estado miembro en el 
que se solicitare la ejecución, o bien 


b) su condición de nacional de otro país o, si la ejecución se solicitare en el 
Reino Unido o en Irlanda, el no tener su "domicile” en uno de estos Estados. 


Artículo 52 
Legalización y formalidades análogas 


No se exigirá legalización ni formalidad análoga alguna en lo que se refiere a 
los documentos mencionados en los artículos 37, 38 y 45, como tampoco para 
el poder para pleitos. 


CAPÍTULO IV 
COOPERACIÓN ENTRE AUTORIDADES CENTRALES EN MATERIA DE 
RESPONSABILIDAD PARENTAL 
Artículo 53 
Designación 


Cada Estado miembro designará una o varias autoridades centrales 
encargadas de asistirlo en la aplicación del presente Reglamento y precisará 
sus competencias territoriales o materiales. En los Estados miembros que 
hayan designado varias autoridades centrales, las comunicaciones, en 
principio, se dirigirán directamente a la autoridad central competente. Sí una 
comunicación ha sido dirigida a una autoridad central no competente, será ésta 
la encargada de transmitirla a la autoridad central competente y de informar de 
ello al remitente. 


197-C.S. 


198-C.S. CÁMARA DE SENADORES 14 de junio de 2011 


Artículo 54 


Funciones generales 
Las autoridades centrales proporcionarán información sobre las legislaciones y 
los procedimientos nacionales y adoptarán medidas destinadas a mejorar la 


aplicación del presente Reglamento y reforzar su cooperación. Con este fin se 
hará uso de la Red Judicial Europea en materia civil y mercantil creada por la 


Decisión N* 2001/470/CE. 
Artículo 55 


Cooperación en casos especificamente relacionados con la responsabilidad 
parental 

A petición de una autoridad central de otro Estado miembro o de un titular de la 
responsabilidad parental, las autoridades centrales cooperarán en asuntos 
concretos con el fin de cumplir los objetivos del presente Reglamento. A. tal 
efecto, adoptarán, ya sea directamente o por conducto de las autoridades 
públicas u otros organismos, todas las medidas adecuadas, con arreglo a la 
legislación de dicho Estado miembro en materia de protección de datos 


personales, para: 

a) recabar e intercambiar información: 

i) sobre la situación del menor, 

ii) sobre los procedimientos pendientes, o 

il) sobre las resoluciones adoptadas que conciernan al menor,. 


b) proporcionar información y ayuda a los titulares de la responsabilidad 
parental que soliciten el reconocimiento y la ejecución de resoluciones en su 
territorio, en especial en materia de derechos de visita y de restitución del 
menor; 


c) facilitar las comunicaciones entre órganos jurisdiccionales, en especial para 
la aplicación de los apartados 6 y 7 del artículo 11 y del artículo 15; 


d) proporcionar toda la información y la asistencia que puedan ser de utilidad 
para la aplicación por los órganos jurisdiccionales del artículo 56; 


e) facilitar la celebración de acuerdos entre los titulares de la responsabilidad 
parental a través de la mediación o por otros medios, y facilitar con este fin la 
cooperación transfronteriza. 


Artículo 56 
Acogimiento del menor en otro Estado miembro 


1. Cuando el órgano jurisdiccional competente en virtud de los articulos 8 a 15 
considere el acogimiento del menor en un establecimiento o una familia, y este 
acogimiento haya de tener lugar en otro Estado miembro, consultará 
previamente a la autoridad central o a otra autoridad competente de este último 
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Estado miembro si estuviera prevista la intervención de una autoridad pública 
en dicho Estado miembro para los casos internos de acogimiento de menores. 


2. La resolución sobre el acogimiento contemplado en el apartado 1 sólo podrá 


adoptarse en el Estado miembro requirente cuando la autoridad competente 
del Estado requerido haya aprobado dicho acogimiento. 


3. Los procedimientos de consulta o de aprobación contemplados en los 


apartados 1 y 2 se regirán por el Derecho nacional del Estado miembro 


requerido. 

4. Si el órgano jurisdiccional competente en virtud de los artículos 8 a 15 
decide el acogimiento del menor en una familia y este acogimiento va a tener 
lugar en otro Estado miembro en el que no está prevista la intervención de una 
autoridad pública para los casos intemos de acogimiento de menores, el 
Órgano jurisdiccional informará de su decisión a la autoridad central u otra 
autoridad competente de ese Estado miembro, 


Artículo 57 
Método de trabajo 


1. Cualquier titular de la responsabilidad parental podrá enviar una solicitud de 
asistencia según lo indicado en el artículo 55 a la autoridad central del Estado 
miembro en el que resida habitualmente o a la autoridad central del Estado 
miembro en el que el menor tenga su residencia habitual o esté presente. De 
manera general, se adjuntará a la solicitud toda la información de que se 
disponga y que pueda facilitar su ejecución. Si la solicitud de asistencia se 
refiere al reconocimiento o ejecución de una resolución sobre responsabilidad 
párgntal que entra dentro del ámbito de aplicación del presente Reglamento, el 
titular de la responsabilidad parental deberá acompañar la solicitud de los 
certificados pertinentes, indicados en el artículo 39, el apartado 1 del artículo 
41 o el apartado 1 del artículo 42. 


2. Los Estados miembros notificarán a la Comisión la lengua o lenguas 
oficiales de las instituciones de la Comunidad distintas de la suya o de las 
suyas que pueden aceptarse para las comunicaciones a las autoridades 
centrales. 


3. La ayuda proporcionada por las autoridades centrales de conformidad con el 
artículo 55 será gratuita. 


4. Cada autoridad central se hará cargo de sus propios gastos. 
Artículo 58 
Reuniones 


1. Las autoridades centrales se reunirán regularmente para facilitar la 
aplicación del presente Reglamento. . 


2. La convocatoria de esas reuniones se hará de conformidad con la Decisión 


"N* 2001/470/CE por-la que se crea la Red Judicial Europea en materia civil y 


mercantil. 
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CAPÍTULO V 
RELACIONES CON OTROS ACTOS 


Artículo 59 
Relaciones con otros actos 


1. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 60, 63 y 64 y en el apartadó 2 
del presente artículo, el presente Reglamento sustituirá para los Estados 
miembros a los convenios existentes en el momento de la entrada en vigor del 
mismo celebrados entre dos o más Estados miembros y relativos a materias 
que en él se FOO: 


2. a) Finlandia y Suecia tendrán la “facultad de declarar que el Acuerdo nórdico, 
de 6 de febrero de 1931, entre Dinamarca, Finlandia, Islandia, Noruega y 
Suecia, relativo a determinadas disposiciones de Derecho internacional privado 
en materia de matrimonio, adopción y custodia, junto con su Protocolo final, es 
de aplicación; total o parcialmente, en sus relaciones mutuás, en lugar” de las 
normas del presente Reglamento. Estas dectaraciónes ' ES “publicarán * en el 
Diario Oficial “de la Unión Europea como anexo al presénte 'Réglamento. 
Dichos Estados miembros podrán retirar sus declaraciones, total o 
parcialmente, en cualquier momento, ¿ z 


b) Se respetará el principio de no discriminación por razón de nacionalidad 
entre ciudadanos de la Unión. * o 


c) En todo acuerdo que se celebre entre los Estados miembros mencionados 
en la letra a)'que se refiera a' las materias reguladas ' por el “presente 
Reglamento, las normas sobre competencia se ajustarán a las establecidas en 
el presente Reglamento. ae 

d) Las resoluciones adoptadas en uno de los Estados nórdicos que haya 
presentado la declaración mencionada en la letra a), en virtud de un foro de 
competencia que corresponda a alguno de los considerados del capitulo 1! del 
presente Reglamento, 'serán reconocidas y ejecutadas en los demás Estados 
miembros de conformidad con las normas previstas en el capitulo (il del 
presente Reglamento, 


3. Los Estados miembros transmitirán a la Comisión: 


a) una copia de los acuerdos y de las leyes uniformes de aplicación se los 
acuerdos a que se refieren las letras a) y c) del. apartado 2; 


b) cualquier denuncia o modificación de dichos acuerdos. o de dichas leyes 
uniformes. 


Articulo 60 
Relación con determinados convenios multilaterales 


En las relaciones entre los Estados miembros, * primará el presente 
Reglamento, en las materias reguladas por el mismo, frente a los Convenios 


siguientes: 
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a) Convenio de La Haya de 5 de octubre de 1961 sobre competencia de las 
autoridades y ley aplicable en materia de protección de menores; 


b) Convenio de Luxemburgo de 8 de septiembre de 1967 sobre el 
reconocimiento de resoluciones relativas a la validez de los matrimonios; 


c) Convenio de La Haya de 1 de junio de 1970 relativo al reconocimiento de 
divorcios y separaciones legales; | 

d) Convenio europeo de 20 de mayo de 1980 ESTA al reconocimiento y 
ejecución de decisiones en materia de custodia de menores, asi como al 
restablecimiento de dicha custodia, y 


e) Convenio de La Haya de 25 de octubre de 1980 sobre los aspectos civiles 
de la sustracción internacional de menores. 


Artículo 61 

Relaciones con el Convenio de La Haya de 19 de octubre de 1996 relativo ala 
competéncia, la ley aplicable, el reconocimiento, la ejecución y.la cooperación 
en materia de RP parental y de medidas de protección de los 
niños . S sE 2. 
En las relaciones con el Convenio de La Haya de 19 de octubre de 1996 
relativo a la competencia, la ley aplicable, el reconocimiento, la ejecución y la 
cooperación en materia de responsabilidad parental y de medidas de 
protección de los niños, el presente Reglamento se aplicará: 


a) cuando el menor “afectado tenga su residencia habitual en el territorio de un 
Estado miembro; lo A 


b) en lo que respecta al reconocimiento y ejecución en el territorio de un 
Estado miembro de una resolución dictada por el órgano jurisdiccional 
competente de otro Estado miembro, aun cuando el menor afectado tenga su 

residencia habitual en un Estado no miembro que sea parte contratante del 


citado Convenio, 
Artículo 62 
Alcance de los efectos 


1. Los acuerdos y convenios mencionados en el apartado 1 del artículo 59 y en 
los artículos 60 y 61 seguirán surtiendo efectos en las materias que no estén 


reguladas en el presente Reglamento. 


2. Los convenios mencionados en el artículo 60, y en particular el Convenio de 
La Haya de 1980, seguirán surtiendo efectos entre los Estados miembros que 
sean partes contratantes de los mismos, respetando el artículo 60. 


Artículo 63 
Tratados con la Santa Sede 
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1. El presente Reglamento será aplicable sin perjuicio del Tratado internacional 
(Concordato) celebrado entre la Santa Sede y Portugal, firmado en el Vaticano 
el 7 de mayo de 1940. 


2. Cualquier resolución relativa a la nulidad de un matrimonio regulada por el 
Tratado indicado en el apartado 1 se reconocerá en los Estados miembros en 
las condiciones previstas en la sección 1 del capítulo tl. 


3. Las disposiciones de los apartados 1 y 2 serán también aplicables a los 
siguientes Tratados (Concordatos) con la Santa Sede: 


a) "Concordato lateranense" de 11 de febrero de 1929 entre Italia y la Santa 
Sede, modificado por el Acuerdo, y su Protocolo adicional, firmado en Roma el 
18 de febrero de 1984; 


b) Acuerdo de 3 de enero de 1979 entre la Santa Sede y España sobre 
asuntos jurídicos. 


4. El reconocimiento de las resoluciones a las que se refiere el apartado 2 
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podrá someterse en Italia o en España a los mismos procedimientos y * 


comprobaciones aplicables a las resoluciones dictadas por los tribunales 
eclesiásticos con arreglo a los Tratados internacionales celebrados con la 
Santa Sede a los que se refiere el apartado 3. 


5. Los Estados miembros transmitirán a la Comisión: 
a) copia de los Tratados a los que se refieren los apartados 1 y 3; 
b) toda denuncia o modificación de dichos Tratados. 
CAPÍTULO VI 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS 
Artículo 64 


1. Lo dispuesto en el presente Reglamento sólo será aplicable a las acciones 
judiciales ejercitadas, a los documentos públicos con fuerza ejecutiva 
formalizados o registrados y a los acuerdos entre partes celebrados con 
posterioridad a la fecha de su entrada en vigor de conformidad con el artículo 
72. 


2. Las resoluciones judiciales dictadas después de la fecha de aplicación del 
presente Reglamento como consecuencia de acciones ejercitadas con 
anterioridad a esta fecha pero después de la entrada en vigor del Reglamento 
(CE) N” 1347/2000 serán reconocidas y ejecutadas con arreglo a las 
disposiciones del capitulo lll del presente Reglamento, si las normas de 
competencia aplicadas se ajustaren a las previstas en el capítulo li del 
presente Reglamento o del Reglamento (CE) N* 1347/2000 o en un convenio 
en vigor entre el Estado miembro de origen y el Estado miembro requerido al 
ejercitarse la acción. 


3. Las resoluciones judiciales dictadas antes de la fecha de aplicación del 
presente Reglamento como consecuencia de acciones ejercitadas con 
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posterioridad a la entrada en vigor del Reglamento (CE) N” 1347/2000 serán 
reconocidas y ejecutadas con arreglo a las disposiciones del capítulo 11! del 
presente Reglamento, a condición de que se trate de resoluciones relativas al 
divorcio, la separación judicial o la nulidad matrimonial o a la responsabilidad 
parental sobre los hijos comunes dictadas con motivo de estos procedimientos 
matrimoniales. 


4. Las resoluciones judiciales dictadas antes de la fecha de aplicación del 
presente Reglamento, pero después de la fecha de la entrada en vigor del 
Reglamento (CE) N* 1347/2000 como consecuencia de acciones ejercitadas 
con anterioridad a la fecha de entrada en vigor del Reglamento (CE) 
N* 1347/2000 serán reconocidas y ejecutadas con arreglo a las disposiciones 
del capitulo lll del presente Reglamento, a condición de que se trate de 
resoluciones relativas al divorcio, la separación judicial o la nulidad matrimonial 
o a la responsabilidad parental sobre los hijos comunes dictadas con motivo de 
estos procedimientos matrimoniales y de que las normas de competencia 
aplicadas se ajusten a las previstas en el capitulo Il del presente Reglamento o 
del Reglamento (CE) N” 1347/2000 o en un convenio en vigor entre el Estado 
miembro de origen y el Estado miembro requerido al ejercitarse la acción. 


CAPÍTULO VII 
DISPOSICIONES FINALES 
Artículo 65 
Revisión 


A más tardar el 1 de enero de 2012, y a continuación cada cinco años, la 
Comisión presentará al Parlamento Europeo, al Consejo y al Comité 
Económico y Social Europeo un informe basado en la información 
proporcionada por los Estados miembros y relativo a la aplicación del presente 
Reglamento, acompañado, si ha lugar, de propuestas encaminadas a su 
adaptación. 


Artículo 66 
Estados miembros con dos o más ordenamientos jurídicos 


Por lo que se refiere a un Estado miembro en el que se apliquen en entidades 
ternitoriales diferentes dos o más ordenamientos jurídicos o conjuntos de 
normas relativos a las cuestiones reguladas por el presente Reglamento: 


a) toda referencia a la residencia habitual en ese Estado miembro se 
entenderá como una referencia a la residencia habitual en una unidad 
territorial; 


b) toda referencia a la nacionalidad, o en el caso del Reino Unido al "domicile", 
se entenderá como una referencia a la unidad, territorial designada por la 
legislación de ese Estado; 


C) toda referencia a la autoridad de un Estado miembro se entenderá como una 
referencia a la autoridad de la unidad territorial en cuestión de ese Estado; 
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d) toda referencia a las normas del Estado miembro requerido se entenderá 
como una referencia a las normas de la unidad territorial en la que se pretende 
la competencia, el reconocimiento o la ejecución. 


Artículo 67 
Información relativa a las autoridades centrales y lenguas 


Los Estados miembros comunicarán a la Comisión en el plazo de tres meses a 
partir de la entrada en vigor del presente Reglamento: 


a) los nombres, direcciones y medios técnicos para las comunicaciones de las 
autoridades centrales designadas de conformidad con el artículo 53; 


b) las lenguas aceptadas en las comunicaciones dirigidas a las autoridades 
centrales de conformidad con el apartado 2 del artículo 57, y 


c) las lenguas aceptadas para el certificado relativo al derecho de visita de 
conformidad con el apartado 2 del articulo 45. 


Los Estados miembros comunicarán a la Comisión cualquier cambio de esta 
información. 


La Comisión hará pública esta información. 
Artículo 68 
Información relativa a los órganos jurisdiccionales y a las vías de recurso 


Los Estados miembros comunicarán a la Comisión las listas de los órganos 
jurisdiccionales y de las vías de recurso a que se hace referencia en los 
artículos 21, 29, 33 y 34, así como sus modificaciones. 


La Comisión mantendrá actualizada esa información y la hará pública mediante 
su publicación en el Diaria Oficial de la Unión Europea y por cualquier otro 
medio adecuado. 


Artículo 69 
Modificaciones de los anexos 


Cualquier modificación de los modelos de formularios que figuran en los 
anexos | a IV será adoptada de conformidad con el procedimiento establecido 
en el apartado 2 del artículo 70. 


Artículo 70 
Comité 


Ela Comisión estará asistida por un comité (denominado en lo sucesivo el 
it6). 


2. En los casos en que se haga referencia al presente apartado, serán de 
aplicación los artículos 3 y 7 de la Decisión 1999/468/CE, 


3. El Comité aprobará su reglamento interno. 
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Artículo 71 
Derogación del Reglamento (CE) N” 1347/2000 


1. El Reglamento (CE) N” 1347/2000 quedará derogado a partir de la fecha de 
aplicación del presente Reglamento. 


2. Cualquier referencia al Reglamento (CE) N” 1347/2000 será interpretada 
como referencia al presente Reglamento según el cuadro de correspondencias 
del anexo V. 


Artículo 72 
Entrada en vigor 
El presente Reglamento entrará en vigor el 1 de agosto de 2004, 


El presente Reglamento será aplicable a partir del 1 de marzo de 2005, a 
excepción de los articulos 67, 68, 69 y 70, que se aplicarán a partir del 1 de 
agosto de 2004, 


El presente Reglamento será obligatoio en todos sus elementos y 
directamente aplicable en los Estados miembros de conformidad con el 
Tratado constitutivo de la Comunidad Europea. 


Hecho en Bruselas, el 27 de noviembre de 2003. 

Por el Consejo 

El Presidente 

R. Castelli 

(1) DO C 203 E de 27.8.2002, p. 155. 

(2) Dictamen emitido el 20 de septiembre de 2002 (no publicado aún en el 
Diario Oficial). 

(3) DO C 61 de 14.3.2003, p. 76. 

(4) DO L 160 de 30.6.2000, p. 19. 


(5) Cuando se adoptó el Reglamento (CE) N* 1347/2000, el Consejo había 
tomado nota ya del informe explicativo del Convenio preparado por la 
catedrática Alegría Borrás (DO C 221 de 16.7.1998, p. 27). 


(6) DO C 234 de 15.8.2000, p. 7. 


(7) DO L 12 de 16.1.2001, p. 1; Reglamento cuya última modificación la 
constituye el Reglamento (CE) N” 1496/2002 de la Comisión (DO L 225 de 
22.8.2002, p. 13). 


(8) DO L 160 de 30.6.2000, p. 37. 
(9) DO L 174 de 27.6.2001, p. 1. 
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(10) DO L 174 de 27.6.2001, p. 25. 
(11) DO L 184 de 17.7.1999, p. 23. 
ANEXO | 


CERTIFICADO RELATIVO A LAS RESOLUCIONES JUDICIALES EN 
MATERIA MATRIMONIAL A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 39(1) 


1. Estado miembro de origen 

2. Órgano jurisdiccional o autoridad que expide el certificado 
2.1. Denominación 

2.2. Dirección 

2.3. Teléfono/fax/correo electrónico 

3. Matrimonio 

3.1. Esposa 

3.1.1. Nombre(s) y apellido(s) 

3.1.2, Dirección 

3.1.3. Pals y lugar de nacimiento 

3.1.4, Fecha de nacimiento 

3.2. Esposo 

3.2.1. Nombre(s) y apellido(s) 

3.2.2. Dirección 

3.2.3. Pals y lugar de nacimiento 

3.2.4. Fecha de nacimiento 

3.3. País, lugar (cuando consten estos datos) y fecha del matrimonio 
3.3.1. Pals de celebración del matrimonio 

3.3.2. Lugar de celebración del matrimonio (cuando consten estos datos) 
3.3.3. Fecha de celebración del matrimonio 

4. Órgano jurisdiccional que dictó la resolución 

4.1. Denominación del órgano jurisdiccional 

4.2, Sede del órgano jurisdiccional 

5. Resolución 

5.1. Fecha 
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5.2. Número de referencia 

5.3. Tipo de resolución 

5.3.1. Divorcio 

5.3.2, Nulidad matrimonial 

5.3.3. Separación judicial 

5.4. ¿Se dictó en rebeldía la resolución? 
5.4.1. No 

5.4.2, Sí(2) 


6. Nombre(s) y apellido(s) de las partes a las que se ha concedido el beneficio 
de asistencia jurídica gratuita 


7. ¿Puede recurrirse la resolución con arreglo al Derecho del Estado miembro 
de origen? 

7.1. No 

7.2. Sí 


8. Fecha en que la resolución surte efecto en el Estado miembro en que se 
dictó 


8.1. Divorcio 

8.2. Separación judicial 
Hecho en ..., a... 
Firma y/o sello 


(1) Reglamento (CE) N* 2201/2003 del Consejo, de 27 de noviembre de 2003, 
relativo a la competencia, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones 
judiciales en materia matrimonial y de responsabilidad parental, por el que se 
deroga el Reglamento (CE) N* 134772000. 


(2) Deben adjuntarse los documentos a que se refiere el apartado 2 del artículo 
37. 


ANEXO ll 


CERTIFICADO RELATIVO A LAS RESOLUCIONES EN MATERIA DE 
RESPONSABILIDAD PARENTAL A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 39(1) 


1. Estado miembro de origen 

2. Órgano jurisdiccional o autoridad que expide el certificado 
2.1. Denominación 

2.2. Dirección 
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2.3. Teléfono/fax/correo electrónico 

3. Titular(es) de un derecho de visita 

3.1. Nombre(s) y apellido(s) 

3.2, Dirección 

3.3. Fecha y lugar de nacimiento (cuando consten estos datos) 


4, Titular(es) de la responsabilidad parental distintos de los mencionados en el 
punto 3(2) 


4.1. 4.1.1. Nombre(s) y apellido(s) 

4.1.2. Dirección 

4.1.3. Fecha y lugar de nacimiento (cuando consten estos datos) 
4.2. 4.2.1, Nombre(s) y apellido(s) 

4.2.2. Dirección 

4.2.3. Fecha y lugar de nacimiento (cuando consten estos datos) 
4.3. 4.3.1. Nombre(s) y apellida(s) 

4.3.2. Dirección 

4.3.3, Fecha y lugar de nacimiento (cuando consten estos datos) 
5. Órgano jurisdiccional que dictó la resolución 

5.1. Denominación del órgano jurisdiccional 

5,2. Sede del órgano jurisdiccional 

6. Resolución 

6.1. Fecha 

6.2. Número de referencia 

6.3. ¿Se dictó la resolución en rebeldía? 

6.3.1. No 

6.3.2. Si(3) 

7. Hijos a los que afecta la resolución(4) 

7.1. Nombre(s) y apellido(s) y fecha de nacimiento 

7.2. Nombre(s) y apellido(s) y fecha de nacimiento 

7.3. Nombre(s) y apellido(s) y fecha de nacimiento 

7.4. Nombre(s) y apellido(s) y fecha de nacimiento 
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8. Nombre(s) y apellido(s) de las partes a las que se ha concedido el beneficio 
de asistencia jurídica gratuita 


9. Certificación que acredite que la solicitud es ejecutiva y ha sido notificada o 
trasladada 


9.1. ¿Es ejecutiva la resolución conforme al Derecho del Estado miembro de 
origen? 


9.1.1. Si 
9.1.2.No 


9.2. ¿Se ha notificado o trasladado la resolución a la parte contra la que se 
solicita la ejecución? 


9.2.1. Sí 

9.2.1.1. Nombre(s) y apellido(s) de la parte contra la que se solicita la 
ejecución 

9.2.1.2. Dirección 

9.2.1.3. Fecha de la notificación/traslado 

9.2.2. No 


10. Datos especificos para las resoluciones relativas al derecho de visita en 
caso de que se requiera el exequatur con arreglo al artículo 28. Esta 
posibilidad se encuentra contemplada en el apartado 2 del artículo 40: 


10,1. Modalidades de ejercicio del derecho de visita (cuando en la resolución 
consten estas precisiones) 


10.1.1. Facha y hora 

10.1.1.1. Comienzo 

10.1.1.2. Fin 

10.1.2. Lugar 

10.1,3. Obligaciones particulares del titular de la responsabilidad parental 
10.1.4. Obligaciones particulares del beneficiario del derecho de visita 
10.1.5. Si ha lugar, restricciones aplicables al ejercicio del derecho de visita 


11. Informaciones específicas para las resoluciones relativas a la restitución 
del menor en caso de que se requiera el exequatur con arreglo al artículo 28. 
Esta posibilidad se encuentra contemplada en el apartado 2 del artículo 40: 


11.1. La resolución implica la restitución del menor 


11.2. Persona a la que debe realizarse la restitución del menor (cuando en la 
resolución conste esta precisión) 
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11.2.1. Nombre(s) y apellido(s) 
11.2.2. Dirección 

Hecho en ..., a 

Firma y/o sello 


(1) Reglamento (CE) N* 2201/2003 del Consejo, de 27 de noviembre de 2003, 

relativo a la competencia, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones 
judiciales en materia matrimonial y de responsabilidad parental, por el que se 
deroga el Reglamento (CE) N* 1347/2000. 


(2) En caso de custodia comparlida, la persona mencionada en el punto 3 
también puede mencionarse en el punto 4. 


(3) Deben adjuntarse los documentos a que se refiere el apartado 2 del articulo 
37. 


(4) Si son más de cuatro hijos, utillcese un segundo formulario. 
ANEXO lil 


CERTIFICADO RELATIVO A LAS RESOLUCIONES EN MATERIA DE 
DERECHO DE VISITA A QUE SE REFIERE EL APARTADO 1 DEL 
ARTÍCULO 41(1) 


1. Estado miembro de origen 

2. Órgano jurisdiccional o autoridad que expide el certificado 
2.1. Denominación 

2.2. Dirección 

2.3. Teléfono/fax/correo electrónico 

3, Titular(es) de un derecho de visita 

3.1. Nombre(s) y apellido(s) 

3.2, Dirección 

3.3. Fecha y lugar de nacimiento (cuando consten estos datos) 


4, Titular(es) de la responsabilidad parental distintos de los mencionados en el 
punto 3(2)(3) 


4.1. 4.1.1. Nombre(s) y apellido(s) 

4.1.2. Dirección 

4.1.3. Fecha y lugar de nacimiento (cuando consten estos datos) 
4.2. 4.2.1. Nombre(s) y apellido(s) 

4.2.2. Dirección 
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4.2.3, Fecha y lugar de nacimiento (cuando consten estos datos) 
4.3. Otros 
4.3.1. Nombre(s) y apellido(s) 
4.3.2. Dirección 
4.3.3, Fecha y lugar de nacimiento (cuando consten estos datos) 
5. Órgano jurisdiccional que dictó la resolución 
5.1. Denominación del órgano jurisdiccional 
5.2. Sede de! órgano jurisdiccional 
6. Resolución 
. 6.1. Fecha 
6.2. Número de referencia 
7. Hijos a los que afecta la resolución(4) 
7.1. Nombre(s) y apellido(s) y fecha de nacimiento 
7.2. Nombre(s) y apellido(s) y fecha de nacimiento 
7.3. Nombre(s) y apellido(s) y fecha de nacimiento 
7.4. Nombre(s) y apellido(s) y fecha de nacimiento 
8. ¿Es recurrible la resolución conforme al Derecho del Estado miembro de 
origen? 
8.1. Sí 
8.2. No 


9. En caso de procedimiento en rebeldía, el escrito de demanda o documento 
equivalente ha sido notificado o trasladado a la persona rebelde con la 
suficiente antelación y de tal manera que dicha persona ha podido defenderse, 
o bien, de haberse realizado la notificación o traslado sin respetar estas 
condiciones, consta de forma inequívoca que ha aceptado la resolución 


10, Todas las partes afectadas han tenido oportunidad de ser oídas 


11. Los menores hán tenido oportunidad de ser oídos, a menos que se haya 
considerado que una audiencia no era oportuna teniendo en cuenta su edad o 
grado de madurez 


12. Modalidades de ejercicio del derecho de visita (cuando en la resolución 
conste esta precisión) 


12.1. Fecha y hora 
12.1.1. Comienzo 
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12.1.2. Fin 

12.2. Lugar 

12.3. Obligaciones particulares del titular de la responsabilidad parental 
12.4. Obligaciones particulares del beneficiario del derecho de visita 

12.5. Si ha lugar, restricciones aplicables al ejercicio del derecho de visita 


13. Nombre(s) y apellido(s) de las partes a las que se ha concedido el 
beneficio de asistencia jurídica gratuita 


Hecho en ..., a... 
Firma y/o sello 


(1) Reglamento (CE) N* 2201/2003 del Consejo, de 27 de noviembre de 2003, 
relativo a la competencia, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones 
judiciales en materia matrimonial y de responsabilidad parental, por el que se 
deroga el Reglamento (CE) N” 1347/2000, 


(2) En caso de custodia compartida, la persona mencionada en el punto 3. 
también puede mencionarse en el punto 4. 


(3) Marcar la casilla correspondiente a la persona respecto de la cual debería 
ejecutarse la resolución. 


(4) Si son más de cuatro hijos, utilícese un segundo formulario. 
ANEXO IV 


CERTIFICADO RELATIVO A LA RESTITUCIÓN DEL MENOR A QUE SE 
REFIERE EL APARTADO 1 DEL ARTÍCULO 42(1) 


1. Estado miembro de origen 

2. Órgano jurisdiccional o autoridad que expide el certificado 
2.1, Denominación 

2.2. Dirección 

2.3. Teléfono/faxcorreo electrónico 


3. Persona a la que debe realizarse la restitución del menor (cuando en la 
resolución conste esta precisión) 


3.1. Nombre(s) y apellido(s) 

3.2. Dirección 

3.3. Fecha y lugar de nacimiento (cuando consten estos datos) 
4, Titulares de la responsabilidad parental(2) 

4.1. Madre 
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4.1.1. Nombre(s) y apellido(s) 

4.1.2. Dirección (cuando consten estos datos) 

4.1.3, Fecha y lugar de nacimiento (cuando consten estos datos) 
4.2, Padre 

4.2.1. Nombre(s) y apellido(s) 

4.2.2, Dirección (cuando consten estos datos) 

4.2.3. Fecha y lugar de nacimiento (cuando consten estos datos) 
4.3, Otros 

4.3.1. Nombre(s) y apellido(s) 

4.3.2. Dirección (cuando consten estos datos) 

4.3.3. Fecha y lugar de nacimiento (cuando consten estos datos) 
5. Demandado (cuando conste este dato) 

5.1. Nombre(5) y apellido(s) 

5.2. Dirección (cuando consten estos datos) 

6. Órgano jurisdiccional que dictó la resolución 

6.1. Denominación del órgano jurisdiccional 

6.2. Sede del órgano jurisdiccional 

7. Resolución 

7.1. Fecha 

7.2. Número de referencia 

8. Hijos a los que afecta la resolución(3) 

8.1. Nombre(s) y apellido(s) y fecha de nacimiento 

8.2. Nombre(s) y apellido(s) y fecha de nacimiento 

8.3. Nombre(s) y apellido(s) y fecha de nacimiento 

8.4. Nombre(s) y apellido(s) y fecha de nacimiento 

9. La resolución implica la restitución del menor 


10. ¿Puede recurrirse la resolución con arreglo al Derecho del Estado miembro 
de origen? 


10.1. Sí 
10.2. No 
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11. Los menores han tenido la posibilidad de hacerse oír, a menos que se haya 
considerado que una audiencia no era oportuna habida cuenta de su edad o 
de su grado de madurez 


12, Las partes han tenido la posibilidad de hacerse oir 


13. La resolución dispone la restitución del menor y el órgano jurisdiccional ha 
tenido en cuenta al dictarla las razones y las pruebas en las que se 
fundamenta la resolución adoptada en virtud del artículo 13 del Convenio de La 
Haya de 25 de octubre de 1980 sobre los aspectos civiles de la sustracción 
internacional de menores 


14. Si ha lugar, pormenores de las medidas adoptadas por el órgano 
jurisdiccional o por las autoridades para garantizar la protección del menor tras 
su restitución al Estado miembro de su residencia habitual 


15. Nombre(s) y apellido(s) de las partes a las que se ha concedido el 
beneficio de asistencia jurídica gratuita 


Hecho en ..., a... 
Firma y/o sello 


(1) Reglamento (CE) N” 22012003 del Consejo, de 27 de noviembre de 2003, 
relativo a la competencia, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones 
judiciales en materia matrimonial y de responsabilidad parental, por el que se 
deroga el Reglamento (CE) N” 1347/2000. 


(2) Punto facultativo. 
(3) Si son más de cuatro hijos, utilicese un segundo formulario. 
ANEXO V 
CUADRO DE CORRESPONDENCIAS CON EL REGLAMENTO (CE) 
N” 1347/2000 
>SITIO PARA UN CUADRO> 
ANEXO VI 


Declaraciones de Suecia y Finlandia con arreglo a la letra a) del apartado 2 del 
artículo 59 del Reglamento del Consejo relativo a la competencia, el 
reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en materia matrimonial 
y de responsabilidad parental, por el que se deroga el Reglamento (CE) n* 
1347/2000. 


Declaración de Suecia 


Suecia declara, con arreglo a la letra a) del apartado 2 del artículo 59 del 
Reglamento de! Consejo relativo a la competenciá, el reconocimiento y la 
ejecución de resoluciones judiciales en materia matrimonial y de 
responsabilidad parental, por el que se deroga el Reglamento (CE) n* 
1347/2000, que el Acuerdo nórdico, de 6 de febrero de 1931, entre Dinamarca, 
Finlandia, Islandia, Noruega y Suecia, relativo a determinadas disposiciones de 
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Derecho internacional privado en materia de matrimonio, adopción y custodia, 
junto con su Protocolo final, es de aplicación total en las relaciones mutuas 
entre Suecia y Finlandia, en lugar de las normas del presente Reglamento. 


Declaración de Finlandia 


Finlandia declara, con arreglo a la letra a) del apartado 2 del articulo 59 del 
Reglamento del Consejo relativo a la competencia, el reconocimiento y la 
ejecución de resoluciones judiciales en materia matrimonial y de 
responsabilidad parental, por el que se deroga el Reglamento (CE) 
N? 1347/2000, que el Acuerdo mórdico, de 6 de febrero de 1931, entre 
Dinamarca, Finlandia, Islandia, Noruega y Suecia, relativo a determinadas 
disposiciones de Derecho internacional privado en materia de matrimonio, 
adopción y custodía, junto con su Protocolo final, es de aplicación total en las 
relaciones mutuas entre Finlandia y Suecia, en lugar de las normas del 
presente Reglamento. 
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LEY DE ENJUICIAMIENTO CIVIL ESPAÑOLA 
Libro IV: Título 1 


De los procesos sobre capacidad, filiación, matrimonio y menores 
CAPÍTULO | 
De las disposiciones generales 
Artículo 748. Ámbito de aplicación del presente título. 
Las disposiciones del presente título serán aplicables a los siguientes procesos: 


1. Los que versen sobre la capacidad de las personas y los de declaración de 
prodigalidad. g: Los de filiación, paternidad y maternidad. 


Los de nulidad del matrimonio, separación y divorcio y los de modificación de 
medidas adoptadas en ellos, 


4.* Los que versen exclusivamente sobre guarda y custodia de hijos menores o 
sobre alimentos reclamados por un progenitor contra el otro en nombre de los 
hijos menores. 


5. Los de reconocimiento de eficacia civil de resoluciones o decisiones 
edesiásticas en materia matrimonial, 


6.* Los que tengan por objeto la oposición a las resoluciones administrativas en 
materia de protección de menores, 


7.2 Los que versen sobre la necesidad de asentimiento en la adopción. 
Artículo 749. Intervención del Ministerio Fiscal. 


1. En los procesos sobre incapacitación, en los de nulidad matrimonial y en los 
de determinación e impugnación de la filiación será siempre parte el Ministerio 
Fiscal, aunque no haya sido promotor de los mismos ni deba, conforme a la 
Lev, asumir la defensa de alguna de las partes. 


2. En los demás procesos a que se refiere este título será preceptiva la 
intervención del Ministerio Fiscal, siempré que alguno de los interesados en el 
procedimiento sea menor, incapacitado o esté en situación de ausencia legal. 


Articulo 750. Representación y defensa de las partes. 
1. Fuera de los casos en que, conforme a la Ley, deban ser defendidas por el 


Ministerio Fiscal, las partes actuarán en los procesos a que se refiere este título 
con asistencia de abogado y representadas por procurador, 
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2. La conformidad de las partes sobre los hechos no vinculará al tribunal, ni 
podrá éste decidir la cuestión litigiosa basándose exclusivamente en dicha 
conformidad o en el silencio o respuestas evasivas sobre los hechos alegados 
por la parte contraria. Tampoco estará el tribunal vinculado, en los procesos a 
que se refiere este título, a las disposiciones de esta Ley en materia de fuerza 
probatoria del interrogatorio de las partes, de los documentos públicos y de los 
documentos privados-reconocidos. 


3. Lo dispuesto en los apartados anteriores será aplicable asimismo a la 
segunda instancia. 


4. Respecto de las pretensiones que se formulen en los procesos a que se 
refieren este titulo, y que tengan por objeto materias sobre las que las partes 
pueden disponer libremente según la legislación civil aplicable, no serán de 
aplicación las especialidades contenidas en los apartados anteriores. 


Artículo 753, Tramitación. 
Salvo que expresamente se disponga otra cosa, los procesos a que se refiere 


este título se sustanciarán por los trámites del juicio verbal, pero de la demanda 
se dará traslado al Ministerio Fiscal, cuando proceda, y a las demás personas 


que, conforme a la Ley, deban ser parte en el procedimiento, hayan sido o no . 


demandados, emplazándoles para que la contesten en el plazo de veinte días, 
conforme a lo establecido en el artículo 405 de la presente Ley. 


Artículo 754. Exclusión de la publicidad, 


En los procesos a que se refiere este Titulo podrán decidir los tribunales, 
mediante providencia, de oficio o a instancia de parte, que los actos y vistas se 
celebren a puerta cerrada y que las actuaciones sean reservadas, siempre que 
las circunstancias lo aconsejen y aunque no se esté en ninguno de los casos 
del apartado 2 del artículo 138 de la presente Ley. 


Artículo 755. Acceso de las sentencias a Registros públicos, 


Cuando proceda, las sentencias y demás resoluciones dictadas en los 
procedimientos a que se refiere este 


Título se comunicarán de oficio a los Registros Civiles para la práctica de los 
asientos que correspondan, 


A petición de parte, se comunicarán también a cualquier otro Registro público a 
los efectos que en cada caso procedan, 
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CAPÍTULO ! 


De los procesos sobre la capacidad de las personas 


Artículo 756. Competencia. 


Será competente para conocer de las demandas sobre capacidad y declaración 
de prodigalidad el Juez de Primera Instancia del lugar en que resida la persona 
a la que se refiera la declaración que se solicite. 


Artículo 757. Legitimación en-los procesos de incapacitación y de declaración 
de prodigalidad. 


1. La dedaración de incapacidad puede promoverla el presunto incapaz, el 
cónyuge e quien se encuentre en una situación de hecho asimilable, los 
descendientes, los ascendientes, o los hermanos del presunto incapaz. 


2. El Ministerio Fiscal deberá promover la incapacitación si las personas 
mencionadas en el apartado anterior no existieran o no la hubieran solicitado. 


3. Cualquier persona está facultada para poner en conocimiento del Ministerio ' 


Fiscal los hechos que puedan ser determinantes de la incapacitación. Las 
autoridades y funcionarios públicos que, por razón de sus cargos, conocieran la 
existencia de posible causa de incapacitación en una persona, deberán ponerlo 
en conocimiento del Ministerio Fiscal. 


4. No obstante lo dispuesto en los apartados anteriores, la incapacitación de 
menores de edad, en los casos en que proceda conforme a la Ley, sólo podrá 
ser promovida por quienes ejerzan la patria potestad o la tutela. 


5. La declaración de prodigalidad sólo podrá ser instada por el cónyuge, los 
descendientes o ascendientes que perciban alimentos del presunto pródigo o 
se encuentren en situación de reclamárselos y los representantes legales de 
cualquiera de ellos. Si no la pidieren los representantes legales, lo hará el 
Ministerio Fiscal. 


Artículo 758. Personación del demandado. 


El presunto incapaz o la persona cuya declaración de prodigalidad se solicite 
pueden comparecer en el proceso con su propia defensa y representación, 


Si no lo hicieren, serán defendidos por el Ministerio Fiscal, siempre que no 
haya sido éste el promotor del procedimiento. En otro caso, se designará un 
defensor judicial, a no ser que estuviere ya nombrado. 
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Artículo 759. Pruebas y audiencias preceptivas en los procesos de 
incapacitación. 


1. En los procesos de incapacitación, además de las pruebas que se practiquen 
de conformidad con lo dispuesto en el artículo” 752; el tribunal oirá a los 
parientes más próximos del presunto incapaz, examinará a éste por sí mismo y 
acordará los dictámenes periciales necesarios o pertinentes en relación con las 
pretensiones de la demanda y demás medidas previstas por las leyes. 


Nunca se decidirá sobre la incapacitación sin previo dictamen pericial médico, 
acordado por el tribunal. 


2. Cuando se hubiera solicitado en la demanda de incapacitación el 
nombramiento de la persona o personas que hayan de asistir o representar al 
incapaz y velar por él, sobre esta cuestión se oirá a los parientes más próximos 
del presunto incapaz, a éste, si tuviera suficiente Juicio, y a las demás personas 
que el tribunal considere oportuno. 


3. Si la sentencia que decida sobre la incapacitación fuere apelada, se 
ordenará también de oficio en la segunda instancia la práctica de las pruebas 
preceptivas a que se refieren los apartados anteriores de este artículo. 


Artículo 760. Sentencia. 


1. La sentencia que declare la incapacitación determinará la extensión y los 
límites de ésta, así como el régimen de tutela o guarda a que haya de quedar 
sometido el incapacitado, y se pronunciará, en su caso, sobre la necesidad de 
internamiento, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 763. 


2. En el caso a que se refiere el apartado 2 del artículo anterior, si el tribunal 
accede a la solicitud, la sentencia que declare la incapacitación o la 
prodigalidad nombrará a la persona o personas que, con arreglo a la Ley, 
hayan de asistir o representar al incapaz y velar por él. 


3. La sentencia que declare la prodigalidad determinará los actos que el 
pródigo no puede realizar sin el consentimiento de la persona que deba 
asistirle, , 


Artículo 761. Reintegración de la capacidad y modificación del alcance de la 
incapacitación. 


1. La sentencia de incapacitación no impedirá que, sobrevenidas nuevas 
circunstancias, pueda instarse un nuevo proceso que tenga por objeto dejar sin 
efecto o modificar el alcance de la incapacitación ya establecida. 


2. Corresponde formular la petición para iniciar el proceso a que se refiere el 
apartado anterior, a las personas mencionadas en el apartado 1 del artículo 
757,.a las que ejercieren cargo tutelar o tuvieran bajo su guarda al 
incapacitado, al Ministerio Fiscal v al propio incapacitado. 
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Si se hubiera privado al incapacitado de la capacidad para comparecer en 
juicio, deberá obtener expresa autorización judicial para actuar en el proceso 
por sí mismo. 


3. En los procesos a que se refiere este artículo se practicarán de oficio las 
pruebas preceptivas a que se refiere el artículo 759, tanto en la primera 
instancia como, en su caso, en la segunda. 


La sentencia que se dicte deberá pronunciarse sobre si procede o no dejar sin 
efecto la incapacitación, o sobre si deben o no modificarse la extensión y los 
límites de ésta. 


Artículo 762. Medidas cautelares. 


1. Cuando el tribunal competente tenga conocimiento de la existencia de 
posible causa de incapacitación en una persona, adoptará de oficio las 
medidas que estime necesarias para la adecuada protección del presunto 
incapaz o de su patrimonio y pondrá el hecho en conocimiento del Ministerio 
Fiscal para que promueva, sl lo estima procedente, la incapacitación. 


2. El Ministerio Fiscal podrá también, en cuanto tenga conocimiento de la 
existencia de posible causa de incapacitación de una persona, solicitar del 
tribunal la inmediata adopción de las medidas a que se refiere el apartado 
anterior. 


Las mismas medidas podrán adoptarse, de oficio o a instancia de parte, en 
cualquier estado del procedimiento de incapacitación. 


3. Como regla, las medidas a que se refieren los apartados anteriores se 
acordarán previa audiencia de las personas afectadas, Para ello será de 
aplicación lo dispuesto en los artículos 734, 735 y 736 de esta Ley. 


Artículo 763. Internamiento no voluntario por razón de trastomo psíquico. 


1. El internamiento, por razón de trastorno psíquico, de una persona .que no 
esté en condiciones de decidido por sí, aunque esté sometida a la patria 
potestad o a tutela,, requerirá autorización judicial, que será recabada del 
tribunal del lugar donde resida la persona afectada por el internamiento.. 


La autorización será previa a dicho internamiento, salvo que razones de 
urgencia hicieren necesaria la inmediata adopción de la medida. En este caso, 
el responsable del centro en que se hubiere producido el internamiento deberá 
dar cuenta de éste al tribunal competente lo antes posible y, en todo caso, 
dentro del plazo de veinticuatro horas, a los efectos de que se proceda a la 
preceptiva ratificación de dicha medida, que deberá efectuarse en el plazo 
máximo de setenta y dos horas desde que el internamiento llegue a 
conocimiento del tribunal. 


En los casos de internamientos urgentes, la competencia para la ratificación de 
la medida corresponderá al tribunal del lugar en que radique el centro donde se 
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haya producido el intemamiento. Dicho tribunal deberá actuar, en su caso, 
conforme a lo dispuesto en el apartado 3 del artículo vor de la presente Ley. 


2. El internamiento de menores se realizará siempre en un establecimiento de 
salud mental adecuado a su edad, previo informe de los servicios an asistencia 


al menor, 


3. Antes de conceder la autorización o de ratificar el internamiento que ya se ha 
efectuado, el tribunal oirá a la persona afectada por la decisión, al Ministerio 
Fiscal y a cualquier otra persona cuya comparecencia estime conveniente o le 
sea solicitada por el afectado por la medida. Además, y sin perjuicio de que 
pueda practicar cualquier otra prueba que estime relevante para el caso, el 
tribunal deberá examinar por sí mismo a la persona de cuyo intemamiento se 
trate y olr el dictamen de un facultativo por él designado.. En todas las 
actuaciones, la persona afectada por la medida de intemamiento podrá 
disponer de representación y defensa en los términos señalados en el artículo 
758 de la presente Ley. 


En todo caso, la decisión que el tribunal o en relación con el 
internamiento será susceptible de recurso de apelación, 


4. En la misma resolución que acuerde el internamiento se expresará la 
obligación de los facultativos que atiendan a la persona intemada de informar 
periódicamente al tribunal sobre la necesidad de mantener la medida, sin 
perjuicio de los demás informes que el tribunal pueda requerir cuando lo crea 
pertinente, 

Los informes periódicos serán emitidos cada seis meses, a no ser que el 
tribunal, atendida la naturaleza del trastomo. que motivó el internamiento, 
señale un plazo inferior. 


Recibidos los referidos informes, el tribunal, previa la práctica, en su caso, de 


las actuaciones que estime imprescindibles, acordará lo procedente sobre la 


continuación o no del intemamiento. 


Sín perjuicio de lo dispuesto en los párrafos anteriores, cuando los facultativos 
que atiendan a la persona internada consideren que no es necesario mantener 


- el internamiento, darán el alta al enfermo, y lo comunicarán inmediatamente al 


tribunal competente. 
CAPÍTULO Il 
De los procesos sobre fillación, paternidad y maternidad 
Artículo 764. Determinación legal de la filación por sentencia firme. 


1. Podrá pedirse de los tribunales la determinación legal de la filiación, así. 


como impugnarse ante ellos la filiación legalmente determinada, en los casos 
previstos en la legislación civil. 
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2. Los tribunales rechazarán la admisión a trámite de cualquier demanda que 


pretenda la impugnación de la filiación declarada por sentencia firme, o ta 
determinación de una fillación contradictoria con otra que hublere sido 
establecida también por sentencia firme. 


Si la existencia de dicha sentencia firme se acreditare una vez Iniciado el 
proceso, el tribunal procederá de plano al archivo de éste. 


Artículo 765. Ejercicio de las acciones que correspondan al hijo menor o 
incapacitado y sucesión procesal. 


1. Las acciones de determinación o de impugnación de la filiación que, 
conforme a lo dispuesto en la legislación civil, correspondan al hijo menor de 
edad o incapacitado podrán ser ejercitadas por su representante legal o por el 
Ministerio Fiscal, indistintamente. 


2. En todos los procesos a que se refiere este capítulo, a la muerte del actor, 
sus herederos podrán continuar las acciones ya entabladas. 


Artículo 766. Legitimación pasiva. 


En los procesos a que se refiere este capítulo serán parte demandada, sino . 


hubieran interpuesto ellos la demanda, las personas a las que en ésta se 


* atribuya la condición de progenitores y de hijo, cuando se pida la determinación 


de la filiación y quienes aparezcan como progenitores y como hijo en virtud de 
la filiación legalmente determinada, cuando se impugne ésta. Si lis de 
ellos hubiere fallecido, serán parte demandada sus herederos. 


Artículo 767. Especialidades en materia de procedimiento y prueba., 


1. En ningún caso se admitirá la demanda sobre determinación o impugnación 
de la filiación si con ella no $e presenta un principio de prueba a los hechos en 
que se funde. 


2. En los juicios sobre filiación será admisible la investigación de la patemidad y 
de la maternidad mediante toda clase de pruebas, incluidas las biológicas. 


3. Aunque no haya prueba directa, podrá declararse la filiación que resulte del 
reconocimiento expreso o tácito, de la posesión de estado, de la convivencia 
con la madre en la época de la concepción, o de otros hechos de los que se 
infiera la filiación, de modo análogo. 


4. La negativa injustificada a someterse a la prueba biológica de paternidad o 
maternidad permitirá al tribunal declarar la filiación reclamada, siempre que 
existan otros indicios de la paternidad o maternidad y la prueba de ésta no se 
haya obtenido por otros medios. 


Artículo 768. Medidas cautelares. 
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4. Mientras dure el procedimiento por el que se impugne la filiación, el tribunal 
adoptará las medidas de protección oportunas sobre la persona y bienes del 
sometido a la potestad del que aparece como progenitor. e 


2. Reclamada judicialmente la filiación, el tribunal podrá acordar alimentos 
provisionales a cargo del demandado y, en su caso, adoptar las medidas de 
protección a que se refiere el apartado anterior. 


3, Como regla, las medidas a que se refieren los apartados anteriores se 
acordarán previa audiencia de las personas que pudieran resultar afectadas. 
Para ello será de aplicación lo dispuesto en los artículos 734, 735 y 736 de esta 
Ley. 3 


No obstante, cuando concurran razones de urgencia, se podrán acordar las 
medidas sin más trámites, y se mandará citar: a los interesados a una 
comparecencia, que se celebrará dentro de los diez días siguientes y en la que, 
tras oír las alegaciones de los comparecientes sobre la procedencia de las 
medidas adoptadas, resolverá el tribunal lo que proceda por medio de auto, 


Para la adopción de las medidas cautelares en estos procesos, podrá no 
exigirse caución a quien las solicite, 


CAPÍTULO IV 
De los procesos matrimoniales y de menores 
Artículo 769. Competencia. 


1. Salvo que expresamente se disponga otra cosa, será tribunal competente 
para conocer de los procedimientos a que se refiere este capítulo el Juzgado 
de . 


Primera Instancia del lugar del domicilio conyugal. En el caso de residir los 
cónyuges en distintos partidos judiciales, será tribunal competente, a elección 
del demandante o de los cónyuges que soliciten la separación o el divorcio de 
mutuo acuerdo,. el del último domicilio del matrimonio o el de residencia del 
demandado, , 


Los que no tuvieren domicilio ni residencia fijos podrán ser demandados en el 
lugar en que se hallen o en el de su última residencia, a elección del 
demandante y, si tampoco pudiere determinarse asi la competencia, 
corresponderá ésta al tribunal del domicilio del actor. 


2. En el procedimiento de separación o divorcio de mutuo acuerdo a que se 
refiere el artículo 777, será competente el Juez del último domicilio común o el 
del domicilio de cualquiera de los solicitantes. 


3. En los procesós que versen exclusivamente sobre guarda y custodia de hijos 
menores o sobre alimentos reclamados por un progenitor contra el otro en 
nombre de los hijos menores, será competente el Juzgado de Primera Instancia 
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del lugar del último domicilio común de los progenitores. En el caso de residir 
los progenitores en distintos partidos judiciales, será tribunal competente, a 
elección del demandante, el del domicilio del Jemandado o el de la residencia 
del menor. 


4. El tribunal examinará de oficio su competencia. 


Son nulos los acuerdos de las partes que se opongan a lo dispuesto en este 
artículo 


Artículo 770. Procedimiento, 


Las demandas de separación y divorcio, salvo las previstas en el artículo 777, 
las de nulidad del matrimonio y las demás que se formulen al amparo del título 
IV del libro | del Código Civil, se sustanciarán por los trámites del juicio verbal, 
conforme a lo establecido en el Nini l de este tituto, y con sujeción, además, 
a las siguientes reglas: 


1.2 A la demanda deberá acompañarse la certificación de la inscripción del 
matrimonio y, en su caso, las de inscripción de nacimiento de los hijos 'en el 
Registro Civil, así como los documentos en que el cónyuge funde su derecho. 
Si se solicitaran medidas de carácter patrimcnial, el actor deberá aportar los 
documentos de que disponga que permitan ewaluar la situación económica de 
los cónyuges y, en su caso, de los hijos, tales como declaraciones tributarias, 
nóminas, certificaciones bancarias, títulos de propiedad o certificaciones 
registrales. 


2.* La reconversión se propondrá con la contestación a la demanda. El actor 
dispondrá de 10 días para contestara. 


Sólo se admitirá ta reconvención: 


a) Cuando se funde en alguna de las causas que puedan dar lugar a la nulidad 
del matrimonio. 


b) Cuando el cónyuge demandado de separación o de nulidad pretenda el 
divorcio. 


c) Cuando el cónyuge demandado de nulidad pretenda la separación. 


d) Cuando el cónyuge demandado pretenda la adopción de medidas definitivas, 
que no hubieran sido solicitadas en la demanda, y sobre las que el tribunal no 
deba pronunciarse de oficio. 


3.* A la vista deberán concurrir las partes por si mismas, con apercibimiento de 
que su incomparecencia sin causa justificada podrá determinar que se 
consideren admitidos los hechos alegados por la parte que comparezca para 
fundamentar sus peticiones sobre medidas definitivas de carácter patrimonial. 
También será obligatoria la presencia de los abogados respectivos. 
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4.* Las pruebas que no puedan practicarse en el acto de la vista se practicarán 
dentro del plazo que el tribunal señale, que no podrá exceder de treinta días. 


Durante este plazo, el tribunal podrá acordar de oficio las pruebas que estime 
necesarias para comprobar la concurrencia de las circunstancias en cada caso 
exigidas por el Código Civil para decretar la nulidad, separación o divorcio, así 
como las que se refieran a hechos de los que dependan los pronunciamientos 
sobre medidas que afecten a los hijos menores o incapacitados, de acuerdo 
con la legislación civil aplicable. Cuando hubiere hijos menores o 
incapacitados, se les oirá sl tuvieren suficiente juício y, en todo caso, si fueren 
mayores de doce años. 


En las exploraciones de menores en los procedimientos civiles se garantizará 
por el Juez que el menor pueda ser oído en condiciones idóneas para la 
salvaguarda de sus intereses, sin interferencias de “otras personas, y 
recabando excepcionalmente el auxilio de especialistas cuando ello sea 
necesanio. 


5. En cualquier momento del proceso, concurriendo los requisitos señalados 
en el artículo 177, las partes podrán solicitar que continúe el procedimiento por 
los trámites que se establecen en dicho artículo. 


6.* En los procesos que versen exclusivamente sobre guarda y custodia de 
hijos menores o sobre alimentos reclamados en nombre de los hijos menores, 
para la adopción de las medidas cautelares que sean adecuadas a dichos 
procesos se seguirán los trámites establecidos en esta Ley para la adopción de 
medidas previas, simultáneas o definitivas en los procesos. de nulidad, 
separación o divorcio. 


7* Las partes de común acuerdo podrán solicitar la suspensión del proceso de 
conformidad con lo previsto en el artículo 19.4 de esta Ley, para someterse a 
mediación, 


Artículo 771. Medidas provisionales previas a la demanda de nulidad, 
separación o divorcio. Solicitud, comperecencia y resolución. 


1. El cónyuge que se proponga demandar la nulidad, separación o divorcio de 
su matrimonio puede solicitar los efectos y medidas a que se refieren los 
artículos 102 y 103 del Código Civil ante el tribunal de su domicilio. 


Para formular esta solicitud no será precisa la intervención de procurador y 
abogado, pera sí será necesaria dicha intervención para todo escrito y 
actuación posterior. 


2. A la vista de la solicitud, el Tribunal mandará citar a los cónyuges y, si 

hubiere hijos menores o incapacitados, al Ministerio Fiscal, a una 

comparecencia, en la que se intentará un acuerdo de las partes y que se 

celebrará en los diez días siguientes. A dicha comparecencia deberá acudir el 

a demandado asistido por su abogado y representado por su 
rocurador. 
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En la misma resolución podrá acordar de inmediato, si la urgencia del cazo lo 
aconsejare, los efectos a que se refiere el artículo 102 del Código Civil y las que 
considere procedente en relación con la custodia de los hijos y uso de la 
vivienda y ajuar familiares. Contra esta resolución no se dará recurso alguno. 


3. En el acto de la comparecencia a que se refiere el apartado anterior, si no 
hubiere acuerdo de los cónyuges sobre las medidas a adoptar o éste, oído, en 
su caso, el Ministerio Fiscal, no fuera aprobado en todo o en parte por el 
tribunal, se oirán las alegaciones de los concurrentes y se practicará la pmeba 
que éstos propongan y que no sea inútil o impertinente, así como la qua el 
tribunal acuerde de oficio. Si alguna prueba no pudiera practicarse en la 
comparecencia, se señalará fecha para su práctica, en unidad de acto, dentro 
de los diez días siguientes. 


La falta de asistencia, sin causa justificada, de alguno de los cónyuges a la 
comparecencia podrá determinar que se consideren admitidos los heshos 
alegados por el cónyuge presente para fundamentar sus peticiones sobre 
medidas provisionales de carácter patrimonial. 


4. Finalizada la comparecencia o, en su caso, terminado el acto que se hubiere 
señalado para la práctica de la prueba que no hubiera podido producirse en 
aquélla, el tribunal resolverá, en el plazo de tres días, mediante auto, contra el 
que no se dará recurso alguno. 


5. Los efectos y medidas acordados de conformidad con lo dispuesto en ste 
articulo sólo subsistirán si, dentro de los treinta días siguientes a su adopción 
se presenta la demanda de nulidad, separación o divorcio, 


Artículo 772. Confirmación o modificación de las medidas provisionales previas 
a la demanda, al admitirse ésta. 


1, Cuando se hubieren adoptado medidas con anterioridad a la demanda, 
admitida ésta, se unirán las actuaciones sobre adopción de dichas medidas a 
los autos del proceso de nulidad, separación o divorcio, solicitándose, a tal 
efecto, el correspondiente testimonio, si las actuaciones sobre las medidas se 
hubieran producido en tribunal distinto del que conozca de ia demanda. 


2. Sólo cuando el tribunal considere que procede completar o modificar Jas 
medidas previamente acordadas convocará a las partes a una comparecencia, 
que se sustanciará con arreglo a lo dispuesto en el artículo anterior, . 


Contra el auto que se dicte no se dará recurso alguno. 


Artículo 773. Medidas provisionales derivadas de la admisión de la demanda de 
nulidad, separación o divorcio, 


1. El cónyuge que solicite la nulidad de su matrimonio, la separación o el 
divorcio podrá pedir en la demanda lo que considere oportuno sobre las 
medidas provisionales a adoptar, siempre que no se hubieren adoptado con 
anterioridad. También podrán ambos cónyuges someter a la aprobación del 
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tibunal el acuerdo a que hubieren llegado sobre tales cuestiones. ' Dicho 
acuerdo no será vinculante para las pretensiones respectivas de las partes ni 
para la decisión que pueda adoptar el tribunal en lo que respecta a las medidas 


definitivas. 


2. Admitida la demanda, el tribunal resolverá sobre las peticiones a que se 
refiere el apartado anterior y, en su defecto, acordará lo que proceda, dando 
cumplimiento, en todo caso, a lo dispuesto en el artículo 103 del Código Civil. 


3, Antes de dictar la resolución a que se refiere el apartado anterior, se 
convocará a los cónyuges y, en su caso, al Ministerio Fiscal, a una 
comparecencia, que se sustanciará conforme a lo previsto en el artículo 771. 


Contra el auto que se dicte no se dará recurso alguno, 


4. También podrá solicitar medidas provisionales el cónyuge demandado, 
cuando no se hubieran adoptado con anterioridad o no hubieran sido 
solicitadas por el actor, con arreglo a lo dispuesto en los apartados 
precedentes. 


La solicitud deberá hacerse en la contestación a la demanda y se sustanciará 
en la vista principal, cuando ésta se señale dentro de los diez días siguientes a 
la contestación, resolviendo el tribunal por medio de auto no recurrible cuando 
la sentencia no pudiera dictarse inmediatamente después de la vista. 


Si la vista no pudiera señalarse en el plazo indicado, se convocará la 
comparecencia a que se refiere el apartado 3 de este artículo. 


5. Las medidas provisionales quedarán sin efecto cuando sean sustituidas por 
las que establezca definitivamente la sentencia o cuando se ponga fin al 
procedimiento de otro modo. 


Articulo 774. Medidas definitivas. 


1. En la vista del juicio, si no lo hubieren hecho antes, conforme a lo dispuesto 
en los artículos anteriores, los cónyuges podrán someter al tribunal los 
acuerdos a que hubieren llegado para regular las consecuencias de la nulidad, 
separación o divorcio y proponer la prueba que consideren conveniente para 
justificar su procedencia. 


2. A falta de acuerdo, se practicará la prueba útil y pertinente que los cónyuges 
o el Ministerio Fiscal propongan y la que el tribunal acuerde de oficio sobre los 
hechos que sean relevantes para la decisión sobre las medidas a adoptar. 


3. El tribunal resolverá en la sentencia sobre las medidas solicitadas de común 
acuerdo por los cónyuges, tanto si ya hubieran sido adoptadas, en concepto de 
provisionales, como si se hubieran propuesto con posterioridad. 


4. En defecto de acuerdo de los cónyuges o en caso de no aprobación del 
mismo, el tribunal determinará, en la propia sentencia, las medidas que hayan 
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de sustituir a las ya adoptadas con anterioridad en relación con los hijos, la 
vivienda familiar, fas cargas del matrimonio, disolución del régimen económico 
y las cautelas o garantias respectivas, estableciendo las que procedan si para 
alguno de estos conceptos no se hubiera adoptado ninguna. 


5. Los recursos que, conforme a la ley, se interpongan contra la sentencia no 
suspenderán la eficacia de las medidas que se hubieren acordado en ésta. Si 
la impugnación afectara únicamente a los pronunciamientos sobre medidas, se 
declarará la firmeza del pronunciamiento sobre la nulidad, separación o 
divorcio. 


Artículo 775. Modificación de las medidas definitivas. 


1. El Ministerio Fiscal, habiendo hijos menores o incapacitados y, en todo caso, 
los cónyuges podrán solicitar del tribunal la modificación de las medidas 
convenidas por los cónyuges o de las adoptadas en defecto de acuerdo, 
siempre que hayan variado sustancialmente las circunstancias tenidas en 
cuenta al aprobarlas o acordarlas. 


2. Estas peticiones se tramitarán conforme a lo dispuesto en el artículo 770. 
No obstante, si la petición se hiciera por ambos cónyuges de común acuerdo o 
por uno con el consentimiento del otro y acompañando propuesta de convenio 
regulador, regirá el procedimiento establecido en el artículo 777. : 


3. Las partes podrán solicitar, en la demanda o en la contestación, la 
modificación provisional de las medidas definitivas concedidas en, un pleito 
anterior. Esta petición se sustanciará con arreglo a lo previsto en el artículo 
773. 


Artículo 776. Ejecución forzosa de los pronunciamientos sobre medidas. 


Los pronunciamientos sobre medidas se ejecutarán con arreglo a lo dispuesto 
en el tibro !lí de esta Ley, con las especialidades siguientes: 


1.* Al cónyuge o progenitor que incumpla de manera reiterada las obligaciones 
de pago de cantidad que le correspondan podrán imponérsele multas 
coercitivas, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 711 y sin perjuicio de hacer 
efectivas sobre su patrimonio las cantidades debidas y no satisfechas. 


2.* En caso de incumplimiento de obligaciones no pecuniarias de carácter 


personalísimo, no procederá la sustitución automática por el equivalente. 


pecuniario prevista en el apartado tercero del artículo 709 y podrán mantenerse 
las multas coercitivas mensuales todo el tiempo que ¿ea necesario más allá del 
plazo de un año establecido en dicho precepto, 


3.* El incumplimiento reiterado de las obligaciones derivadas del régimen de 
visitas, tanto por parte del progenitor guardador como del no guardador podrá 
dar lugar a la modificación del régimen de guarda y visitas. 
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Artículo 777. Separación o divorcio solicitados de mutuo acuerdo o por uno de 
los cónyuges con el consentimiento del olro. 


1. Las peticiones de separación o divorcio presentadas de común acuerdo por 
ambos cónyuges o por uno con el consentimiento del otro se tramitarán por el 
procedimiento establecido en el presente articulo. 


2. Al escrito por el que se promueva el procedimiento deberá acompañarse la 
certificación de la inscripción del matrimonio y, en su caso, las de inscripción de 
nacimiento de los hijos en el Registro Civil, así como la propuesta de convenio 
regulador conforme a lo establecido en la legislación civil y el documento o 
documentos en que el cónyuge o cónyuges funden su derecho, incluyendo, en 
su caso, el acuerdo final alcanzado en el procedimiento de mediación familiar. 
Si algún hecho relevante no pudiera ser probado mediante documentos, en el 
mismo escrto se propondrá la prueba de que los cónyuges quieran valerse 
para acreditario. 


3. A la vista de la solicitud de separación o divorcio, se mandará citar a los 
cónyuges, dentro de los tres días siguientes, para que se ratifiquen por 
separado en su petición, Si ésta no fuera ratificada por alguno de los cónyuges, 
se acordará de inmediato el archivo de las actuaciones, sin ulterior recurso, 
quedando a salvo el derecho de los cónyuges a promover la separación o el 
divorcio conforme a lo dispuesto en el artículo 770. 


4. Ratificada por ambos cónyuges la solicitud, si la documentación aportada 
fuera insuficiente, el tribunal concederá mediante providencia a los solicitantes 
un plazo de diez días para que la completen. Durante este plazo se practicará, 
en su caso, la prueba que los cónyuges hubieren propuesto y la demás que el 
tribunal considere necesaria para acreditar la concurrencia de las 
circunstancias en cada caso exigidas por el Código Civil y para apreciar la 


- procedencia de aprobar la propuesta de convenio regulador. 


5. Si hublera hijos menores o incapacitados, el Tribunal recabará informe del 
Ministerio Fiscal sobre los términos del convenio relativos a los hijos y oirá a los 
menores si tuvieran suficiente juicio cuando se estime necesario de oficio o a 
petición del Fiscal, partes o miembros del Equipo Técnico Judicial o del propio 
menor. Estas actuaciones se practicarán durante el plazo a que se refiere el 
apartado anterior o, si éste no se hubiera abierto, en el plazo de cinco días. 


6. Cumplido lo dispuesto en los dos apartados anteriores o, si no fuera 
necesario, inmediatamente después de la ratificación de los cónyuges, el 
tribunal dictará sentencia concediendo o denegando la separación o el divorcio 
y pronunciándose, en su caso, sobre el convenio regulador. 


7. Concedida la separación o el divorcio, si la sentencia no aprobase en todo o 
en parte el convenio regulador propuesto, se concederá a las partes un plazo 
de diez días para proponer nuevo convenio, limitado, en su caso, a los puntos 
que no hayan sido aprobados por el tribunal. Presentada, la propuesta o 
transcurrido el plazo concedido sin hacerlo, el tribunal dictará auto dentro del 
tercer día, resolviendo lo procedente. 
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8. La sentencia que deniegue la separación o el divorcio y el auto que acuerde 
alguna medida que se aparte de los términos del convenio propuesto por los 
cónyuges podrán ser recurridos en apelación. El recurso contra el auto que 
decida sobre las medidas no suspenderá ta eficacia de éstas, ni afectará a la 
firmeza de la sentencia relativa a la separación o al divorcio. 


La sentencia o el auto que aprueben en su totalidad la propuesta de convenio 
sólo podrán ser recurridos, en interés de los hijos menores o incapacitados, por 
el Ministerio Fiscal. 


9. La modificación del convenio regulador o de las medidas acordadas por el 
tribunal en los procedimientos a que se refiere este artículo se sustanciará 
conforme a lo dispuesto en el mismo cuando se solicite por ambos cónyuges 
de común acuerdo o por uno con el consentimiento del otro y con propuesta de 
nuevo convenio regulador, En otro caso, se estará a lo dispuesto en el artículo 
775. 


Artículo 778. Eficacia civil de resoluciones de los tribunales eclesiásticos o de 
decisiones pontificias sobre matrimonio rato y no consumado. 


1. En las demandas en solicitud de la eficacia civil de las resoluciones dictadas 
por los tribunales eclesiásticos sobre nulidad del matrimonio canónico o las 
decisiones pontificias sobre matrimonio rato y no consumado, si no se pidiera la 
adopción o modificación de medidas, el tribunal dará audiencia por plazo de 
diez días al otro cónyuge y al Ministerio Fiscal y resolverá por medio de auto lo 
que resulte procedente sobre la eficacia en el orden civil de la resolución .o 
decisión eclesiástica. 


2. Cuando en la demanda se hubiere solicitado la adopción o modificación de 
medidas, se sustanciará la petición de eficacia civil de la resolución o decisión 
canónica conjuntamente con la relativa a las medidas, siguiendo el 
procedimiento que corresponda con arreglo a lo dispuesto en el artículo 770. 


CAPÍTULO V 
De la oposición a las resoluciones administrativas en materia de 


protección de menores v del procedimiento para detarminar la necesidad 
dé asentimiento en la adopción 


Artículo 779. Carácter preferente del procedimiento. Compelencia. 

Los procedimientos en los que se sustancie la oposición a las resoluciones 
administrativas en materia de protección de menores tendrán carácter 
preferente, 


Será competente para conocer de los mismos el Juzgado de Primera Instancia 
del domicilio de la entidad protectora y, en su defecto, o en los supuestos de 
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los artículos 179 y 180 del Código Civil, la competencia corresponderá al 
tribunal del domicilio del adoptante. 


Artículo 780. Oposición a las resoluciones administrativas en materia de 
protección de menores, 


1. No será necesaria la reclamación previa en vía administrativa para formular 
oposición, ante los tribunales civiles, a las resoluciones administrativas en 
materia de protección de menores. 


La oposición a la resolución administrativa por la que se declare el desamparo 
de un menor podrá formularse en el plazo de tres meses desde su notificación, 
y en el plazo de dos meses la oposición a las restantes resoluciones 
administrativas que se dicten en materia de protección de menores. 


2. Quien pretenda oponerse a una resolución administrativa en materia de 
protección de menores presentará un escrito inicial en el que sucintamente 
expresará su pretensión y la resolución a que se opone. 


3. El tribunal reclamará a la entidad administrativa un testimonio completo del 
expediente, que deberá ser aportado en el plazo de veinte días. 


4, Recibido el testimonio del expediente administrativo, se emplazará al actor 
por veinte días para que presente la demanda, que se tramitará con arreglo a lo 
previsto en el artículo 753, 


Artículo 781. Procedimiento para determinar la necesidad de asentimiento en la 
adopción. 


1. Los padres que pretendan que se reconozca la necesidad de su 
asentimiento para la adopción podrán comparecer ante el tribunal que esté 
conociendo del correspondiente expediente y manifestarlo así. El tribunal, con 
suspensión del expediente, señalará el plazo que estime necesario para la 
presentación de la demanda, que no podrá ser superior a veinte días, 
Presentada la demanda, se tramitará con arreglo a lo previsto en el artículo 753 
de esta Ley. 


2, Si no se presentara la demanda en el plazo fijado por el tribunal se dictará 
auto dando por finalizado el trámite. Dictada esta resolución, no se admitirá 
ninguna reclamación posterior de los mismos sujetos sobre necesidad de 
asentimiento para la adopción de que se trate. 
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AUTO ACORDADO 
DE LA CORTE SUPREMA DE LA REPÚBLICA DE CHILE, 
DEL 3 DE NOVIEMBRE DE 1998 


Título: AUTO ACORDADO SOBRE PROCEDIMIENTO 
APLICABLE AL CONVENIO DE LA HAYA RELATIVO A LOS 
EFECTOS CIVILES DEL SECUESTRO INTERNACIONAL DE 


MENORES 
Al señor Director 
Corporación Administrativa del Poder Judicial 
Presente 


1a. Será competente para conocer de la solicitud respectiva el Tribunal de 
Menores' del domicilio presunto del menor y si en la comuna respectiva 
existiere más de un Juzgado de Menores, el conocimiento de dicha solicitud 
corresponderá al que se encuentre de fumo conforme a las reglas generales, 


24 ingresada la solicitud el Tribunal deberá emitir las órdenes necesarias a las 
distintas instituciones del país para la localización del menor en el territorio 
chileno, sin que se exija solemnidad alguna como no sea el que se acompañe a 
la misma los requisitos señalados en el artículo 84 de la Convención aludida. 


34 No deberá requerirse ni legalizaciones -ni otras formalidades similares a la 
documentación presentada salvo que estuvieren redactada en otro idioma en 
cuyo caso deberá acompañarse una traducción al idioma Castellano realizada 
por un perito inscrito en la nómina de la Corte de Apelaciones respectiva. 


44 Apenas ingresada la solicitud, deberá decretarse de inmediato la orden de 
arralgo del menor. 
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56 La solicitud deberá ser proveida dentro del plazo de veinticuatro horas 
siguientes a su interposición, fijándose un comparendo para dentro de quinto 
día entre la persona que ha trasladado o retenido ilícitamente al menor y el 
solicitante con su abogado, plazo que deberá contarse desde la última 
notificación. El menor deberá también ser oido en la misma audiencia. 


6a La resolución que cite a comparendo se notificará por Carabineros de Chile, 
Receptor Judicial o por Receptor ad hoc que el Juzgado designará en su caso 
y si el notificado no fuere habido, bastará que el Ministro de fe certifique que se 
trata de su morada para notificarlo conforme el Art. 44 del Código de 
Procedimiento Civil, sin necesidad de establecer que éste se encuentra en el 
lugar del juicio. Si no pudiera realizarse la notificación en esa forma, la 
resolución se notificará al Defensor Público quien deberá asumir la 
representación del ausente. 


7a La audiencia respectiva sólo tendrá por objeto establecer si el menor "se 
encuentra en el país y si concurre algunas de las causales de oposición a la 
entrega autorizada por la Convención. La prueba, si fuere necesaria, deberá 
rendirse en la misma audiencia, sin perjuicio de la facultad del Tribunal para 
decretar medidas para mejor resolver. Ellas deberán evacuarse dentro de un 
plazo máximo de cinco dias, al cabo del cual se tendrán por no decretadas. La 
prueba se apreciará en conciencia. 


809 Las resoluciones que se dicten durante la sustanciación del procedimiento 
no serán susceptibles de recurso alguno, salvo la sentencia definitiva que se 
deberá dictaren un plazo máximo de cinco días a contar del comparendo o del 
cumplimiento de las medidas para mejor resolver, Contra dicha sentencia, sólo 
procederá el recurso de apelación, el que deberá interponerse dentro de quinto 
día, contado desde la notificación, debiendo resolverse en cuenta por el 
Tribunal de alzada. No procederán en modo alguno los recursos de casación 
en la forma ni en el fondo. 


99 El Juez de la causa no estará obligado a ordenar el regreso del menor en 
los casos siguientes: 
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a) Cuando la persona, la institución o el organismo que estaba encargado del 
cuidado del menor no ejercía el derecho de tuición en el momento del traslado 
o retención o había consentido o accedido posteriormente a dicho traslado o 
retención; 

b) Cuando existe grave riesgo, y 

c) Cuando se compruebe que el propio menor se opone a su regreso y ha 
llegado a una edad y grado de madurez en que su opinión debe tenerse en 
cuenta. 


10a. El Tribunal que resuelva esta petición deberá tener en cuenta el respeto 
efectivo de los derechos de tuición y de visita existentes en el Estado 
requeriente. 

Publíquese en el Diario Oficial. p 

Transcribase a las Cortes de Apelaciones del pals para que lo pongan en 
conocimiento de los jueces de menores de su territorio; a la señora Ministro de 
Justicia, 

Fdo.: Roberto Dávila Díaz, Presidente, y los Ministros señores Faúndez, 
Alvarez García, Carrasco, Correa, Navas, Libedinsky, Ortiz, Benquis, Tapia, 
Rodríguez, Cury, Alvarez Hernández, Marín, Yurac y Espejo. Proveido por la 
Excma. Corte Suprema, Carlos A. Meneses Pizarro, Secretario. 

Saluda atentamente a Ud., Roberto Dávila Díaz, Presidente.- Carlos A. 
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SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 


Resolución No. 480-2008, del 8 de marzo de 2008, que Establece el 
Procedimiento para conocer de la solicitud de restitución de la persona 
menor de edad trasladada de manera ilícita a la República Dominicana. 
Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 


En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia, regularmente 
constituida por los Jueces Jorge A. Subero Isa, Presidente; Rafael Luciano 
Pichardo, Primer Sustituto de Presidente; Eglys Margarita Esmurdoc, Segundo 
Sustituto de Presidente; Hugo Álvarez Valencia, Juan Luperón Vásquez, 
Margarita A. Tavares, Enilda Reyes Pérez, Dulce Ma. Rodríguez de Goris, 
Víctor José Castellanos Estrella, Ana Rosa Bergés Dreyfous, Edgar Hemández 
Mejía, Dario O. Femández Espinal y José E. Hernández Machado, asistidos de 
la Secretaria General, en Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 6 
de marzo de 2008, años 164* de la Independencia y 145* de la Restauración, 
dicta en Cámara de Consejo la siguiente resolución: 


Visto los artículos 3, párrafo 2, 8, numeral 2, literal j), 10 y 67 de la Constitución 
de la República; 


Visto los artículos 14, inciso h) de la ley Orgánica núm. 25-91 de ta Suprema 
Corte de Justicia, del 15 de octubre de 1991, modificada por la Ley núm.156- 
97, del 10 de julio de 1997, y 29, inciso 2, de fa Ley núm. 821 de Organización 
Judicial, de 1927; 


Visto el Convenio sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de 
Menores, de fecha 25 de octubre de 1980, aprobado por el Congreso Nacional 
en fecha 4 de mayo de 2004, promulgado por el Poder Ejecutivo el 25 de mayo 
de 2004; 
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Visto la Convención sobre los Derechos del Niño, de fecha 20 de noviembre de 
1989, aprobada por el Congreso Nacional mediante Resolución núm. 8-91, del 
23 de marzo de 1991, publicada en la Gaceta Oficial núm. 9805, del 15 de abril 
de 1991; 


Visto el articulo 110 de la Ley 136-03 que instituye el Código para el Sistema 
de Protección y los Derechos Fundamentales de Niños, Niñas y Adolescentes; 


Atendido, que la República Dominicana ratificó el Convenio sobre los Aspectos 
Civiles de la Sustracción Internacional de Menores; 


Atendido, que el Convenio tiene por finalidad garantizar la restitución de la 
persona menor de edad trasladada a cualquier Estado Parte o retenida de 
manera ilícita en él y velar porque los derechos de custodia y de visita vigentes 
en uno de los Estados se respeten en los demás Estados Parte; 


Atendido, que de acuerdo al artículo 3 del Convenio, se consideran ilicitos el 
traslado y la retención de una persona menor de edad cuando se haya 
producido con infracción de un derecho de custodia atribuido, separada o 
conjuntamente, a una persona, a una institución o a cualquier otro organismo, 
con arreglo al derecho vigente en el Estado en que la persona menor de edad 
tenla su residencia habitual inmediatamente antes de su traslado o retención y 
cuando este derecho se ejercía de forma efectiva, separada o conjuntamente, 
en el momento del traslado o de la retención, o se habría ejercido de no 
haberse producido dicho traslado o retención. El derecho de custodia 
mencionado puede resultar de una atribución de pleno derecho, de una 
decisión judicial o administrativa; 


Atendido, que en virtud de lo establecido en el artículo 4 del Convenio, éste se 
aplica a toda persona menor de edad que tuviera su residencia habitual en un 
Estado contratante inmediatamente antes de la infracción de los derechos de 
custodia o de visita. El Convenio deja de aplicarse cuando la persona menor 
alcance la edad de 16 años; ú 
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Atendido, que conforme a los efectos del Convenio, el derecho de custodia 
comprende el derecho relativo al cuidado de la persona menor de edad y, en 
particular, el de decidir sobre su lugar de residencia; y, el derecho de visita 
comprende el derecho de llevar a la persona menor de edad, por un periodo de 
tiempo limitado, a otro lugar diferente a aquel en que tiene su residencia 
habitual; 


Atendido, que conforme dispone el Convenio en el artículo 13, la autoridad 
judicial del Estado requerido no está obligada a ordenar la restitución del niño, 
niña o adolescente si la persona, institución u otro organismo que se opone a 
su restitución demuestra que: 


= la persona, institución u organismo que se hubiera hecho cargo de la 
persona menor de edad no ejercía de modo efectivo el derecho de 
custodia en .el momento en que fue trasladada o retenida o había 
consentido o posteriormente aceptado el trastado o retención; o 

* existe un grave riesgo de que la restitución exponga a la persona 
menor de edad a un peligro grave físico o psiquico o que de cualquier 
otra manera la ponga en una situación intolerable. 


La autondad judicial puede asimismo negarse a ordenar la restitución de la 
persona menor de edad si comprueba que la propia persona se opone a su 
restitución, cuando haya alcanzado una edad y un grado de madurez en que 
resulte apropiado tener en cuenta sus opiniones. 


Atenaido, que el interés superior de los niños, niñas y adolescentes resulta de 
primordial importancia para todas las cuestiones relativas a su custodia, en 
aras de protegerles de los efectos perjudiciales que puede ocasionarles un 
traslado o una retención ¡licita y garantizar el restablecimiento de la situación 
familiar alterada; 


Atendido, que el artículo 2 del citado Convenio establece que fos Estados Parte 
adoptarán todas las medidas apropiadas para garantizar que se cumplan en 
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sus territorios los objetivos del mismo, recuriendo a procedimientos de 
urgencia; 


Atendido, que con estas medidas se persigue establecer el procedimiento que 
permita garantizar la restitución de la persona menof de edad protegida por el 
Convenio a un Estado en que tenga su residencia habitual, de acuerdo al 
artículo 12 del indicado instrumento; 


Atendido, que es pertinente que se adopte el procedimiento a seguir en los 
tiibunales de niños, niñas y adolescentes o en cualquier tribunal que ejerza 
esas funciones, a fin de garantizar la efectiva aplicación del derecho que tiene 
la persona menor de edad que ha sido trasladada o retenida de manera ilícita, 
a ser restituida a su domicilio habitual; 


Atendido, que los procedimientos administrativo y judicial de restitución de la 
persona menor de edad deben culminar en un plazo de seis semanas a partir 
de la fecha dde su inicio, de acuerdo al artículo 11 del Convenio, en 
consecuencia procede fijar plazos breves para el conocimiento del proceso; 
Por tanto, 

RESUELVE: 


PRIMERO: La presente resolución tiene como finalidad establecer el 
procedimiento para conocer de la solicitud de restitución de la persona menor 
de edad que no hubiere alcanzado los dieciséis años, trasladada o retenida de 
manera ilícita a la República Dominicana y velar porque los derechos de 
custodia. y de visita vigentes en el Estado de procedencia sean respetados; 


SEGUNDO: Es competente para conocer de la solicitud de restitución de una 
persona menor de edad, en virtud del Convenio sobre los Aspectos Civiles de 
la Sustracción Internacional de Menores, la sala civil del tribunal de niños, niñas 
y adolescentes; donde no la hubiere, el tribunal de niños, niñas y adolescentes 
en atribuciones civiles y, en su defecto, la cámara civil del juzgado de primera 
instancia, si estuviere dividido en cámaras o el juzgado de primera instancia, en 
caso de plenitud de jurisdicción, ambos en atribuciones de niños, niñas y 
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adolescentes, de la demarcación territorial donde se encuentre la persona 
menor de edad que haya sido objeto de un traslado o de una retención ilícita. 


TERCERO: Tiene calidad para incoar o promover la apertura de un 
procedimiento judicial de restitución la persona, institución u organismo que 
tenga atribuido el derecho de guarda o de visita de la persona menor de edad y 
la autoridad central dominicana encargada del cumplimiento de las 
obligaciones impuestas por el Convenio. En todos los casos, esta autoridad es 
parte en el proceso de restitución y como tal debe participar en el mismo. 


CUARTO: Las actuaciones se practicarán con intervención del ministerio 
público y los interesados podrán actuar personalmente o mediante la 
representación de abogado. 


QUINTO: El procedimiento tiene un carácter urgente y debe culminar, en todas 
sus instancias, en un plazo no mayor de seis semanas, contado desde la fecha 
en que se solicite la restitución de la persona menor de edad; 


SEXTO: Promovida la solicitud de restitución ante la autoridad central y si 
hubiere fracasado el requerimiento pára la restitución voluntaria ante dicha 
autoridad: a) el tribunal competente es apoderado por quien tenga calidad 
según esta resolución, mediante solicitud que debe ir acompañada de la 
documentación requerida en el artículo'8 del Convenio; b) la autoridad judicial 
dicta resolución, en el plazo de cuarenta y ocho horas, requiriendo a la persona 
que ha sustraldo o retiene a la persona menor de edad, para que en la fecha 
que determine, que no podrá exceder de los tres días siguientes, comparezca 
ante el tribunal con la persona menor de edad y manifieste si accede 
voluntariamente a la restitución del niño, niña o adolescente a la persona, 
institución u organismo que es titular del derecho de guarda o de visita o, en 
otro caso, si se opone a la restitución por existir alguna de las causas 
establecidas en el Convenio; c) si no comparece la persona requerida, la 
autoridad judicial continua con los. procedimientos aun en su ausencia y 
dispone todas las medidas que resulten pertinentes a fin de obtener la 
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presencia de la persona requerida y de la persona menor de edad de que se 
trate; 


SEPTIMO: Si comparece la persona requerida y accede a la restitución 
voluntaria de la persona menor de edad, se levanta acta, acordando ta 
autoridad judicial, mediante auto, la conclusión del procedimiento y la entrega 
del niño, niña o adolescente a la persona, institución u organismo titular del 
derecho de guárda o de visita; 


OCTAVO: Si. la persona requerida no accede voluntariamente a la restitución 
de la persona 'menor de edad por existir algunas de las causas establecidas en 
el artículo 13 del Convenio, el asunto será ventilado y decidido por la autoridad 
judicial, en cuyo:caso, librará auto citando a las partes, al ministerio público y a 
la autoridad central, a una audiencia que tendrá lugar en un plazo no superior a 
los dos días. «siguientes y ordena las medidas provisionales que juzgue 
pertinentes en relación con la persona menor de edad. 


NOVENO: En la audiencia se escucha a las partes, al ministerio público, a la 
autoridad central v: a la persona menor de edad, si procede, sobre su 
restitución; 


DÉCIMO: La autoridad judicial decide por sentencia, dentro de los cinco días 
siguientes a' contar desde la fecha de la audiencia, si procede o no la 
restitución, teniendo en cuenta el interés superior del niño, niña o adolescente y 
los términos del Convenio; 


DÉCIMO PRIMERO: La sentencia que decida sobre la solicitud de restitución 
sólo puede ser impugnada mediante el recurso de apelación, no estando 
abierto el recurso de casación, ni otro recurso ordinario o extraordinario. La 
apelación se interpone por instancia depositada en la secretaría de la corte de 
apelación de niños, niñas y adolescentes competente o de la corte que haga 
sus veces, dentro del plazo de cinco días hábiles a partir de dictada la 
sentencia, cuando las partes se encuentren presentes y, en caso' contrario, a 
partir de la notificación de la misma. La corte de apelación apoderada fija 
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audiencia que debe conocerse dentro de los dos días siguientes, quedando a 
cargo de la secretaría de la corte de apelación realizar los requerimientos para 
la citación de las partes en el proceso y la notificación de la instancia contentiva 
del recurso, mediante cualquiera de los medios establecidos en la Resolución 
núm. 1732-05 la Suprema Corte de Justicia de fecha 15 de septiembre de 
2005. 


PÁRRAFO: La corte de apelación debe decidir el recurso dentro del plazo de 
cinco días siguientes a la audiencia; 


DÉCIMO SEGUNDO: Ordena comunicar la presente resolución a las salas 
civiles de los tribunales de niños, niñas y adolescentes, a los tribunales de 
niños, niñas y adolescentes con plenitud de jurisdicción, a las cámaras civiles 
de los juzgados de primera instancia y a los juzgados de primera instancia con 
plenitud de jurisdicción, en atribuciones de niños, niñas y adolescentes, a las 
cortes de apelación de niños, niñas y adolescentes, a las cámaras civiles de las 


cortes de apelación y a las cortes de apelación con plenitud de jurisdicción, en * 


atribuciones de niños, niñas y adolescentes, al Procurador General de la 
República, al Consejo Nacional para la Niñez y la Adolescencia (CONAN!]), en 
su calidad de autoridad central, y a la Dirección General de la Carrera Judicial. 


DÉCIMO TERCERO: Ordena publicar la presente resolución en el Boletín 
Judicial, 

(Firmado) Jorge A. Subero Isa.- Rafael Luciano Pichardo.- Eglys Margarita 
Esmurdoc.- Hugo Alvarez Valencia.- Juan Luperón Vásquez.- Margarita A. 
Tavares.- Enilda Reyes Pérez.- Dulce Ma. Rodríguez de Goris.- Victor José 
Castellanos Estrella.- Ana Rosa Bergés Dreyfous.- Edgar Hernández 
Mejía.- Darío O. Femández Espinal.- José E. Hernández Machado.- 


La presente resolución ha sido dada y firmada por los señores Jueces que 
figuran en su encabezamiento, el mismo día, mes y año en él expresados, lo 
que yo, Secretaria General, certifico. (Firmado) Grimilda Acosta de Subero.- 


241-C.S. 


242-C.S. 


“CÁMARA DE SENADORES 


Comisión de Constitución y Legislación 
ACTA N? 39 


En Montevideo, el día siete de junio del año dos 
mil once, a la hora catorce y cuarenta y cinco minu- 
tos, se reúne la Comisión de Constitución y Legisla- 
ción de la Cámara de Senadores. 

Asisten sus miembros, la señora Senadora Cons- 
tanza Moreira y los señores Senadores Eber Da Rosa, 
Antonio Gallicchio, Carlos Gamou, Francisco Galli- 
nal, Eduardo Lorier, Carlos Moreira, Rodolfo Nin No- 
voa y Ope Pasquet. 

Preside el señor Senador Francisco Gallinal, Pre- 
sidente de la Comisión. 

Actúa en Secretaría la Secretaría de Comisión, se- 
ñora Teresa Paredes. 

Asuntos entrados: Por Secretaría se da cuenta de 
los siguientes: 

1) Carpeta N* 557/11. ELECCIÓN DE DIRECTO- 
RES DEL BANCO DE PREVISIÓN SOCIAL. Exone- 
ración de las sanciones previstas por el artículo 21 de 
la Ley N* 16.241, de 9 de enero de 1992. Proyecto de 
ley aprobado por la Cámara de Representantes. 

Distribuido N* 776/11. 

Varios señores Senadores intercambian opiniones; 
se acuerda postergarlo para la próxima sesión. 

2) Nota de la Presidencia de la Cámara de Sena- 
dores L N* 124/11, de 31 de mayo de 2011, por la 
que remite copia del Oficio N* 877, de la Suprema 
Corte de Justicia, de 23 de mayo de 2011, por el que 
comunica las Sentencias relacionadas con acción de 
inconstitucionalidad contra el artículo 70 de la Ley 
N* 11.029, en la redacción dada por el artículo 15 
de la Ley N* 18.187, de 2 de noviembre de 2007, en 
cumplimiento del artículo 522 del Código General del 
Proceso, a efectos de que los señores Senadores to- 
men conocimiento. 

3) Carpeta N* 569/11. SISTEMA DE RESPONSA- 
BILIDAD PENAL ADOLESCENTE (SIRPA). Se co- 
mete al Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay 
(INAU) su creación. 

Proyecto de ley aprobado por la Cámara de Repre- 
sentantes. Distribuido N* 788/11. 

Luego de un intercambio de opiniones, los señores 
Senadores resuelven incluirlo como primer punto del 
Orden del Día de la próxima sesión. 

ORDEN DEL DÍA 

1) Carpeta N*”414/10. RODOLFO NIN NOVOA. 
Suspensión de los fueros parlamentarios. Solicitud 
del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Penal 
de 6” turno en mérito a lo establecido por el artículo 
114 de la Constitución de la República. Distribuido 
N* 537/10. 

El señor Senador Gallinal, en nombre del Partido 
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Nacional, solicita que se convoque al denunciante, 
señor Julio Lara. Se vota: 3 en 8. Negativa. 

El señor Senador Pasquet fundamenta su voto ne- 
gativo. 

El señor Senador Carlos Moreira propone que se 
convoque a la Junta de Transparencia y Ética Pública 
(JUTEP), a efectos de que brinde un informe porme- 
norizado como forma de dar mayor garantía al trata- 
miento del tema por la Comisión y en salvaguarda del 
instituto del fuero parlamentario. 

El señor Senador Gamou solicita que se suspenda 
la toma de la versión taquigráfica. Es la hora quince y 
diez minutos. Seguidamente expresa que la propues- 
ta prolonga el tratamiento del tema y que es de inte- 
rés de la Bancada del Frente Amplio que se culmine 
el mismo a la brevedad. 

El señor Senador Nin Novoa informa que la Junta 
de Transparencia y Ética Publica cambió su integra- 
ción respecto al tiempo del informe que fue opot- 
tunamente repartido en el Distribuido N* 537/10. 
Manifiesta, asimismo, que es de su interés poner a 
disposición la más amplia información para que los 
señores Senadores miembros cuenten con toda la 
prueba. 

Siendo la hora quince y dieciséis minutos se reto- 
ma la versión taquigráfica. 

El señor Senador Gamou solicita que se dilucide 
el tema en el mes de junio. 

El señor Presidente pone a votación la propuesta 
de convocar a los señores integrantes de la Junta de 
Transparencia y Ética Pública para la próxima sesión. 
Se vota: 9 en 9. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

2) Carpeta N” 382/10. REGISTRO NACIONAL 
DE HUELLAS GENÉTICAS. Creación. Proyecto de 
ley aprobado por la Cámara de Representantes. Dis- 
tribuido N* 495/10. 

El señor Senador Pasquet expresa que el proyecto 
de ley no le merece reparos en general. Seguidamen- 
te analiza los artículos 11, 12 y 13, señala que hay un 
desfase con las penas establecidas y que los delitos a 
que refieren ya están previstos en el Código Penal. 
Asimismo, cuestiona la redacción de la definición del 
artículo 1”. 

Luego de un intercambio de varios señores Sena- 
dores, se acuerda que el señor Senador Pasquet apor- 
te una redacción para el artículo 1? y que el señor Se- 
nador Gallinal redacte disposiciones que contemplen 
los aportes realizados por el Instituto de Derecho 
Penal (Informe contenido en Distribuido N* 496/10). 

Se posterga su tratamiento para la próxima sesión. 

3) Carpeta N”* 495/11. TRASLADO O RETEN- 
CIÓN ILÍCITOS DE PERSONAS DE MENOS DE 16 
AÑOS DE EDAD. Proceso de restitución. Proyecto de 
ley con exposición de motivos presentado por los se- 
ñores Senadores miembros de la Comisión de Cons- 
titución y Legislación de la Cámara de Senadores. 
Distribuido N* 636/11. 

El señor Presidente pone a votación el proyecto de 
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ley. Se vota en general: 9 en 9. Afirmativa. UNANIMI- 
DAD. Se votan en bloque los artículos 1” a 28: 9 en 9. 
AFIRMATIVA. Unanimidad. 

Se designa Miembro Informante (verbal) al señor 
Senador Ope Pasquet. 

4) Carpeta N* 518/11. INIMPUTABILIDAD PE- 
NAL. Se modifica la causal de la edad prevista en el 
artículo 34 del Código Penal. Proyecto de ley con ex- 
posición de motivos presentado por el señor Senador 
Francisco Gallinal. Distribuido N* 685/11. 

El señor Senador Gallinal propone convocar a la 
Suprema Corte de Justicia o solicitar que informe por 
escrito. 

La señora Senadora Constanza Moreira solici- 
ta que se reparta el informe de la Comisión Espe- 
cial para el estudio de temas de Seguridad Pública 
y de adolescentes en conflicto con la ley penal de la 
Asambleal General y las versiones taquigráficas de las 
sesiones en las que se recibieron autoridades en au- 
diencia. 

El señor Senador Lorier propone invitar también a 
la Universidad de la República. 

Los señores Senadores acuerdan que la Presiden- 
cia coordine las consultas y se incluya el punto en una 
futura sesión a determinar. 

5) Carpeta N” 494/11. CORTE ELECTORAL. Se 
faculta a disponer extensión horaria para sus oficinas. 
Proyecto de ley con exposición de motivos presentado 
por los señores Senadores miembros de la Comisión 
de Constitución y Legislación de la Cámara de Sena- 
dores. Distribuido N* 639/11. 

El señor Senador Gallinal informa que los Minis- 
tros de la Corte Electoral miembros de la Comisión 
de Presupuesto le solicitaron ser recibidos por la Co- 
misión. 

La señora Senadora Constanza Moreira propone 
que también se invite a los funcionarios de la Corte 
Electoral. 

Se resuelve incluir el punto en el Orden del Día de 
la sesión del 21 de junio próximo, e invitar a los seño- 
res Ministros miembros de la Comisión de Presupues- 
to de la Corte Electoral y a los señores representantes 
de los funcionarios. 

De lo actuado se toma versión taquigráfica que 
luce en el Distribuido N* 790/11, que forma parte de 
la presente. 

A la hora dieciséis, se levanta la sesión. 

Para constancia se labra la presente Acta que, una 
vez aprobada, firman el señor Presidente y la señora 
Secretaria de la Comisión. 


Francisco Gallinal, Presidente; Teresa Paredes, 
Secretaria.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 


(Se lee.) 
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-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor 
Senador Pasquet. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: el texto del 
anteproyecto de ley, que luego fue adoptado por todos 
los señores Senadores integrantes de la Comisión de 
Constitución y Legislación del Senado para presentar 
el respectivo proyecto, fue remitido al Parlamento por 
la Suprema Corte de Justicia, por lo que cuenta con 
su expreso respaldo. 


La iniciativa procura adecuar el Derecho interno 
uruguayo a los compromisos internacionales asumi- 
dos por el país desde la ratificación de la Convención 
de La Haya sobre los Aspectos Civiles de la Sustrac- 
ción Internacional de Menores, que se produjo por 
intermedio de la Ley N* 17.109, de 21 de mayo de 
1999, y de la Convención Interamericana sobre Resti- 
tución Internacional de Menores, que se llevó a cabo 
a través de la Ley N* 17.335, de 17 de mayo de 2001. 


Esos compromisos internacionales que asumió 
el país hacen necesaria la adopción de medidas que 
permitan dar a las solicitudes de restitución interna- 
cional el trámite rápido y expeditivo previsto en los 
acuerdos internacionales. Precisamente, eso es lo 
que procura este proyecto de ley, que crea una es- 
tructura procesal adecuada a fin de dotar a este trá- 
mite de la necesaria celeridad. 


Este proyecto de ley ya había sido aprobado por 
el Senado en el año 2009, sobre el final del período 
legislativo, pero debido al vencimiento de los plazos 
correspondientes, al no poder tratarlo la Cámara de 
Representantes no tuvo más remedio que disponer su 
archivo. La Suprema Corte de Justicia, interesada en 
promover la sanción de estas normas, volvió a enviar 
al Parlamento el anteproyecto, que nuevamente los 
integrantes de la Comisión de Constitución y Legis- 
lación hicieron suyo a fin de dotarlo de la iniciativa 
necesaria, aprobándolo luego por unanimidad. 


La finalidad, reitero, es crear un procedimiento 
rápido y expeditivo para el trámite de las solicitudes 
de restitución de las personas menores de 16 años, 
que hayan sido trasladadas o retenidas ilícitamente 
fuera de su centro habitual de vida. ¿Por qué 16 años 
y no 18? Porque es la edad que se toma en cuenta en 
los acuerdos internacionales suscriptos por nuestro 
país, es decir, la Convención de La Haya y la Conven- 
ción Interamericana. Fuera de esa edad habrá que 
seguir los procedimientos ordinarios. 


¿Cuál es el criterio rector en esta materia? Es uno 
solo, bien sencillo, está consagrado expresamente en 
el artículo 2* del proyecto de ley, y en la exposición de 
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motivos redactada por la Suprema Corte de Justicia 
abundan referencias al respecto. El principio rector 
es que la restitución -objeto de la acción que por es- 
tas normas se regula- no se confunda con la acción 
dirigida a obtener la guarda o tenencia del menor del 
que se trate. 


En el texto del articulado se observa, una y otra 
vez, que se procura evitar que en la consideración de 
la restitución se introduzcan elementos ajenos, que 
deben ser materia del juicio de guarda, que tiene que 
correr su trámite correspondiente, no tan rápido, no 
tan expeditivo, ni con las características que tiene 
este proceso excepcional. 


¿Cuál es la hipótesis o el supuesto de hecho que 
se considera? Que una persona menor de 16 años, 
que vive en un país donde desarrolla normalmente 
su vida, viene al Uruguay -habiendo obtenido el con- 
sentimiento necesario para llegar, o sin él- y, una vez 
aquí, no se lo devuelve al país de donde proviene o 
se lo obliga a permanecer más tiempo del que opor- 
tunamente se había acordado con quien autorizó su 
venida. No son casos de fantasía, sino que se presen- 
tan en la vida real. Los repertorios jurisprudenciales 
presentan situaciones de este tipo que ya han sido 
tratados por la Justicia de nuestro país. 


Lo que ocurre en la práctica es que la parte de- 
mandada -es decir, quien retiene a la persona menor 
de 16 años-, permanentemente procura introducir 
elementos ajenos a la acción de restitución y propios 
del juicio de guarda. En conocimiento de esa expe- 
riencia, este proyecto de ley dice expresamente que 
solo podrán interponerse determinadas excepciones, 
que tienen que ver con la posibilidad de que la vida 
del menor o su integridad física o síquica corran peli- 
gro en caso de disponerse la restitución. Básicamen- 
te, esa es la excepción que se admite -que figura en 
el artículo 15-, con el complemento del artículo 16, 
que establece que si ha pasado más de un año des- 
de que se produjo el traslado o la retención ilegal, el 
Juez podrá considerar si en ese plazo tan dilatado el 
menor ha constituido un nuevo centro de vida aquí 
en Uruguay. De no mediar esa circunstancia, lo único 
que se debe tener en cuenta, según lo dispuesto por 
el artículo 15 del proyecto de ley, es si existió efec- 
tivamente un traslado o una retención ilegal y si la 
restitución del menor podría poner en peligro su vida 
o su integridad física o síquica. A eso queda acotado 
el ámbito de las excepciones oponibles. 


Como dije, la idea de esta iniciativa es darle cele- 
ridad al procedimiento, para lo que se establece una 
estructura monitoria. Eso quiere decir que el Juez 
despacha el mandamiento de restitución tras haber 
recibido la demanda respectiva y haber comprobado 
que reúne todos los requisitos necesarios al efecto. 


CÁMARA DE SENADORES 


14 de junio de 2011 


Sin haber escuchado a la otra parte, con el solo co- 
nocimiento de la demanda de restitución, el Tribunal 
competente dispone que la restitución se haga efecti- 
va; es el demandado, entonces, quien tendrá que tra- 
bar el contencioso y reclamar que se deje sin efecto 
esa orden de restitución en caso de que pueda alegar 
las excepciones expresamente previstas en los artícu- 
los 15 y 16 del proyecto. Se trata de excepciones limi- 
tadas, pero aun los giros limitativos están redactados 
con tal amplitud que nos dan la tranquilidad de que 
ningún planteamiento razonable será desconsiderado 
por razones meramente formales. La Justicia tiene 
un margen para no hacer lugar a la restitución o, en 
rigor, para dejar sin efecto el mandamiento de resti- 
tución cuando se aleguen hechos graves y serios que 
justifiquen tamaña decisión. 


En términos generales, señor Presidente, estas 
son las características fundamentales del instituto. 
Naturalmente, con la finalidad que inspira esta nor- 
mativa, los plazos son breves y los trámites se acor- 
tan. Se procura que toda esta acción de restitución 
quepa dentro del plazo de seis semanas, que es el que 
consideran las Convenciones internacionales que el 
país ha ratificado. Justamente, se busca esta celeri- 
dad para evitar mayores perturbaciones en la vida de 
la persona menor de 16 años que, de transcurrir más 
tiempo en esta discusión, podría verse obligada -por 
la naturaleza de las cosas- a constituir un nuevo cen- 
tro de vida en otro sitio que no es el que le correspon- 
de. Repito que por esa razón se comprimen todos los 
plazos y varias de las disposiciones del proyecto de ley 
apuntan a darle a esto la máxima celeridad. 


En los artículos 25 y siguientes de esta iniciativa 
se adoptan disposiciones en materia de visitas inter- 
nacionales, para lo que también se prevé un proce- 
dimiento expeditivo y rápido, a fin de que los Tribu- 
nales locales puedan adoptar un régimen de visitas 
adecuado para las personas con derecho a solicitarlas 
que residen en países distintos de aquel en el que el 
menor tiene su centro de vida. 


En términos generales, repito, todo esto tiene el 
apoyo de la Suprema Corte de Justicia, del Institu- 
to del Derecho Procesal, del Instituto del Derecho 
Internacional Privado, está en armonía con las Con- 
venciones internacionales que ha ratificado el país y 
ha sido aprobado por unanimidad en la Comisión de 
Constitución y Legislación del Senado. Sin embargo, 
en algunas de las disposiciones del proyecto de ley se 
han deslizado errores meramente formales o gramati- 
cales, que quedaron de manifiesto tras una relectura. 
Por esa razón, voy a solicitar que se consideren por 
separado los artículos donde los he detectado, a efec- 
tos de introducir las correcciones correspondientes, 
que son estrictamente formales y de ninguna manera 
de sustancia. 
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A continuación, quisiera hacer algún comentario 
adicional. De todo lo expuesto, surge que esto se ha 
pensado para contemplar situaciones en las que haya 
-como dice la doctrina jus privatista- “elementos de 
extranjería”. Todo este andamiaje está pensado para 
dar trámite a situaciones en las que uno de los padres, 
guardadores o personas con derecho a la custodia del 
menor viva en un país que no sea el Uruguay; varias 
disposiciones del proyecto de ley hacen referencia a 
esos elementos internacionales. Pero también nece- 
sita una regulación expeditiva el traslado o retención 
ilícita de la persona menor de edad cuando se pro- 
duce dentro del propio país, lo que perfectamente 
puede darse; sin embargo, los especialistas que han 
trabajado en la elaboración del anteproyecto de ley 
consideran que esto no está pensado para que se apli- 
que a situaciones de Derecho interno. En mi opinión 
estrictamente personal -no involucro en esto la visión 
de la Comisión-, no es así, y bien podrían aplicarse 
estas normas a situaciones de Derecho interno, con 
mínimos ajustes que la jurisprudencia perfectamente 
podría hacer, sin violar de ninguna manera el texto de 
este proyecto de ley. 


De cualquier manera, el tema queda planteado, y 
si en el futuro vemos que la jurisprudencia no com- 
parte esta opinión personal y aplica estas normas 
exclusivamente a las situaciones con elementos in- 
ternacionales, quedaría en el “debe” del Parlamento 
dictar una legislación que también contemple los ca- 
sos de traslado y retención ilícita de menores dentro 
de las propias fronteras del país. 


Con esto, señor Presidente, termino la exposición 
de carácter general acerca del proyecto de ley que 
nos ocupa. 


Muchas gracias. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar en general el proyecto de ley 
informado por el señor Senador Pasquet. 

(Se vota:) 

-25 en 26. Afirmativa. 

En discusión particular. 

La Mesa tiene entendido que el señor Senador 
Pasquet propondrá la supresión de la lectura del ar- 
ticulado y la votación en bloque del proyecto, con ex- 
cepción de algunas disposiciones que se desglosarían. 


SEÑOR PASQUET.- Así es, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ruego al señor Senador 
que indique cuáles serían los artículos a desglosar. 
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SEÑOR PASQUET.- Bien, señor Presidente. 
(Campana de orden.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa solicita a los 
señores Senadores que guarden silencio, porque en 
estas condiciones no se puede sesionar. 


Puede continuar el señor Senador Pasquet. 
SEÑOR PASQUET.- Gracias, señor Presidente. 


Solicito que se consideren por separado los artícu- 
los 1%, 39%, 17, 19, 21, 23 y 25. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la propues- 
ta de suprimir la lectura y votar en bloque el proyecto 
de ley, con excepción de los artículos 1%, 3%, 17, 19, 
21,23 y 25. 


(Se vota:) 
-24 en 26. Afirmativa. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
proyecto de ley, excepto los artículos mencionados 
precedentemente. 


(Se vota:) 
-26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 1”. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor 
Senador Pasquet. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: la correc- 
ción que propongo es la siguiente. En la segunda 
oración del tercer inciso del artículo 1%, donde dice: 
“Tal derecho puede resultar de la aplicación del pleno 
derecho de una norma legal”, es evidente que el tér- 
mino “del” debe sustituirse por la preposición “de”. 
Por tal razón, propongo que la redacción se corrija 
únicamente en ese punto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La redacción propuesta 
para la segunda oración del tercer inciso del artículo 
1%, sería: “Tal derecho puede resultar de la aplicación 
de pleno derecho”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
artículo 1% con la modificación propuesta. 


(Se vota:) 


-26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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En consideración el artículo 3*. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor 
Senador Pasquet. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: en la se- 
gunda oración del inciso segundo del artículo 3%, don- 
de se establece: “Considerándose por tal a los efectos 
de la presente ley”, debería suprimirse la preposición 
“por”, quedando redactado: “Considerándose tal a los 
efectos de la presente ley”. Esa es la propuesta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, la segunda 
oración del segundo inciso del artículo 3 dirá: “Con- 
siderándose tal a los efectos de la presente ley”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
artículo 3 con la modificación propuesta. 


(Se vota:) 
-24 en 26. Afirmativa. 
En consideración el artículo 17. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor 
Senador Pasquet. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: en el inci- 
so segundo del artículo 17 se establece lo siguiente: 
“Se hará saber al Estado requirente que si dentro de 
los 30 (treinta) días calendario desde que fuere co- 
municada la sentencia no adopta las medidas nece- 
sarias a efectos del traslado de la persona”, etcétera. 
Quiero señalar que la hipótesis en la que existe un 
Estado requirente es solamente una de las que pue- 
den plantearse. Perfectamente puede ocurrir que la 
acción de restitución sea entablada por el progenitor 
del menor de que se trate, sin la intermediación del 
Estado, que no se requiere a ningún efecto. 


Por lo tanto, en este inciso segundo del artículo 
17 habría que introducir el mismo giro que existe en 
otras disposiciones de la norma, estableciéndose lo 
siguiente: “Se hará saber al Estado requirente, en su 
caso,” continuando luego la disposición tal como está 
redactada. Así, en caso de que exista un Estado requi- 
rente, se le hará saber; de lo contrario, no hay por qué 
notificar a un Estado extranjero la acción que pueden 
promover ciudadanos particulares sin ninguna apela- 
ción a las autoridades de su Estado respectivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa consulta al se- 
ñor Senador Pasquet si la expresión “en su caso” iría 
a continuación de la palabra “requirente”. 


SEÑOR PASQUET.- Si, señor Presidente, e iría 
precedida y seguida por una coma. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Según la modificación 
propuesta por el señor Senador Pasquet, en el se- 
gundo inciso del artículo 17 deberá establecerse: “Se 
hará saber al Estado requirente, en su caso, que si 
dentro de los 30 (treinta) días”, etcétera. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
artículo 17 con la modificación propuesta. 


(Se vota:) 
-24 en 25. Afirmativa. 
En consideración el artículo 19. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor 
Senador Pasquet. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: en el pri- 
mer inciso del artículo 19, se dice: “La audiencia, será 
presidida por el Tribunal, no dejará de celebrarse por 
ausencia de alguno de los citados”. Propongo corregir 
esta redacción suprimiendo las comas e introduciendo 
la conjunción “y”. De esta manera, el texto diría: “La 
audiencia será presidida por el Tribunal y no dejará de 


celebrarse por ausencia de alguno de los citados”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por consiguiente, el pri- 
mer inciso del artículo 19 dirá: “La audiencia será 
presidida por el Tribunal y no dejará de celebrarse por 
ausencia de alguno de los citados”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
artículo 19 con la modificación propuesta. 


(Se vota:) 
-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR PASQUET.- Pido la palabra para referir- 
me al mismo artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el 
Miembro Informante, señor Senador Pasquet. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: en la ora- 
ción final del inciso 2? de este mismo artículo, se dice: 
“Se procederá a la fijación de los puntos de debate, 
se diligenciarán los medios probatorios dispuestos, a 
cuyo fin la audiencia podrá ser prorrogada hasta por 
setenta y dos horas”. Evidentemente, otra vez tene- 
mos problemas con las comas, por lo que propongo 
suprimir la que figura después de la palabra “debate” 
y sustituirla por la conjunción “y”. Así, la redacción 
sería la siguiente: “Se procederá a la fijación de los 
puntos de debate y se diligenciarán los medios pro- 
batorios dispuestos, a cuyo fin la audiencia podrá ser 
prorrogada hasta por setenta y dos horas”. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Bien, señor Senador. 
Entonces la votación anterior debe tomarse como co- 
rrespondiente al primer inciso del artículo 19. 


SEÑOR PASQUET.- Correcto, señor Presidente, 
y desde ya aclaro que tengo una tercera modificación 
para el mismo artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar, señor 
Senador. 


SEÑOR PASQUET.- En la oración final del inciso 
tercero de este artículo, se expresa: “De acuerdo a la 
edad y circunstancias de la persona cuya restitución 
se solicita será oído directamente por el Tribunal”, 
etcétera. Evidentemente, se ha violado la debida con- 
cordancia de género, debiendo en realidad establecer- 
se “será oída directamente por el Tribunal”, porque la 
referencia es a la persona menor de 16 años. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Exactamente, señor Se- 
nador. 


Y ya que estamos corrigiendo la redacción del 
artículo, en vez de decirse: “De acuerdo a la edad”, 
debería establecerse: “De acuerdo con la edad”, si 
el señor Senador Pasquet está de acuerdo con esta 
corrección. 


SEÑOR PASQUET.- Claro que sí, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, a continua- 
ción votaríamos el segundo inciso del artículo 19, su- 
primiendo en la última oración la coma que figura 
después de la palabra “debate” y colocando allí la con- 
junción “y”, de modo que el texto diría lo siguiente: 
“Se procederá a la fijación de los puntos de debate y 
se diligenciarán los medios probatorios dispuestos”, 
etcétera. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
segundo inciso del artículo 19 con la modificación 
planteada. 


(Se vota:) 
-23 en 24. Afirmativa. 


Corresponde votar ahora el tercer inciso del men- 
cionado artículo, introduciendo dos modificaciones 
en la segunda oración, que quedaría redactada de la 
siguiente forma: “De acuerdo con la edad y circuns- 
tancias de la persona cuya restitución se solicita será 
oída directamente por el Tribunal o a través de pro- 
fesionales especializados designados por el Tribunal”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
inciso con esas modificaciones. 
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(Se vota:) 
-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Finalmente, votaríamos el cuarto inciso, que no 
tiene modificaciones. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-23 en 24. Afirmativa. 

En consideración el artículo 21. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: la penúlti- 
ma oración de este artículo dice lo siguiente: “El fallo 
ordenará la prevención para el Estado requirente se- 
ñalada en el artículo 21 inciso segundo de la presente 


” 


ley”. 


En primer lugar, la remisión no puede ser al pro- 
pio artículo 21, sino que debería mencionarse el ar- 
tículo 17. 


En segundo término, quiero decir que, a mijuicio, 
al final de esta misma oración debería agregarse “si 
así correspondiere” porque, repito, puede ocurrir que 
en todo este proceso de restitución no actúe Estado 
alguno. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para que quede bien cla- 
ro, diré que las modificaciones corresponden a la pe- 
núltima oración del artículo y la propuesta consiste 
en remitir al artículo 17 en lugar del 21 y terminar la 
oración con la expresión “si así correspondiere”. 


SEÑOR PASQUET.- Efectivamente, señor Presi- 
dente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En definitiva, esa penúl- 
tima oración del artículo 21 quedaría redactada de la 
siguiente forma: “El fallo ordenará la prevención para 
el Estado requirente señalada en el artículo 17 de la 
presente ley, si así correspondiere”. 


SEÑOR MICHELINI.- Perdón, ¿qué sucede con 
la expresión “inciso segundo”? 


SEÑOR PRESIDENTE.- La consulta del señor 
Senador Michelini acerca de si la expresión “inciso 
segundo” debe permanecer, es válida y pertinente. 


SEÑOR MICHELINI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 
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SEÑOR MICHELINI.- Actualmente se menciona 
el inciso segundo del artículo 21 por error, pero al 
remitirse al artículo 17 también es pertinente la alu- 
sión a su inciso segundo, por lo que eso no debería 
cambiar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De todas formas, la Mesa 
consulta al respecto al señor Miembro Informante. 


SEÑOR PASQUET.- Coincido con lo expresado 
por el señor Senador Michelini, pero aunque es co- 
rrecto, no es indispensable referirse al inciso segundo 
del artículo 17, por lo que podría votarse el texto tal 
como ha sido leído por la Mesa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, así se proce- 
derá. 


Voy a leer nuevamente el texto: “El fallo ordenará 
la prevención para el Estado requirente señalada en el 
artículo 17 de la presente ley, si así correspondiere”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
artículo 21 con la mencionada modificación. 


(Se vota:) 
-24 en 25. Afirmativa. 
En consideración el artículo 23. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor 
Senador Pasquet. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: en la ex- 
tensa oración inicial de este artículo, se dice: “Si ha 
transcurrido un lapso mayor a un año entre la fecha 
de la solicitud o demanda de restitución y la de sus- 
tracción o retención ilícitos, podrá asimismo ser or- 
denada la restitución, según las circunstancias acre- 
ditadas en la causa, salvo demostración durante el 
proceso que la persona de menos de 16 años de edad 
ha quedado integrada a su nuevo ambiente, y en este 
caso, solo si a juicio del Juez la permanencia en esta 
resulta favorable a su prioritario interés”. El término 
“esta” debería ser sustituido por “este” ya que la refe- 
rencia es a “su nuevo ambiente”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, el tramo final 
de esta oración diría: “solo si a juicio del Juez la per- 
manencia en este resulta favorable a su prioritario 
interés”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
artículo 23 con la modificación planteada. 


(Se vota:) 
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-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 25. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor 
Senador Pasquet. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: aquí hay 
un problema de concordancia de número. El artículo 
dice: “La solicitud que tiene por objeto hacer efectivo 
el derecho de visitas por parte de sus titulares en los 
casos previstos en los Convenios Internacionales de 
Restitución, seguirán el procedimiento establecido en 
la presente ley”. Obviamente, la expresión correcta 
es “seguirá”, ya que se trata de la solicitud. Ese es el 
ajuste que proponemos en este caso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, hacia el final 
del primer inciso del artículo 25, se sustituye la pala- 
bra “seguirán” por el vocablo “seguirá”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
artículo 25 con la modificación propuesta. 


(Se vota:) 
-22 en 23. Afirmativa. 


Ha quedado aprobado el proyecto de ley, que se 
comunicará a la Cámara de Representantes. 


(Texto del proyecto de ley aprobado:) 


“ARTÍCULO 1".- Objeto.- Será objeto del pro- 
ceso regulado en la presente ley determinar si ha 
existido traslado o retención ilícitos de una persona 
de menos de 16 años de edad, toda vez que se haya 
verificado en violación a un derecho de guarda o de 
custodia y preservar el derecho de visita conforme a 
la Convención de La Haya sobre los Aspectos Civiles 
de la Sustracción Internacional de Menores aproba- 
da por Ley N” 17.109, de 21 de mayo de 1999 y la 
Convención Interamericana sobre Restitución Inter- 
nacional de Menores, ratificada por Ley N* 17.335, 
de 17 de mayo de 2001. 


Igualmente asegurar el tratamiento de tales casos 
conforme a los principios de los Convenios citados, 
la resolución de los mismos en forma rápida y, de ac- 
cederse a la restitución, que la misma se realice en 
forma segura para la persona de menos de 16 años 
de edad. 


A los efectos de esta ley se entiende por derecho de 
guarda o de custodia aquel comprensivo del derecho 
de cuidado y a decidir sobre el lugar de residencia de 
la persona de menos de 16 años de edad -incluyendo 
su traslado al extranjero- de conformidad con la ley del 
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Estado de su residencia habitual. Tal derecho puede 
resultar de la aplicación de pleno derecho de una nor- 
ma legal, de una decisión judicial o administrativa o de 
un acuerdo vigente según el Derecho de dicho Estado. 


Este derecho debe haber sido ejercido en forma 
efectiva, ya sea individual o conjuntamente, por pa- 
dres, madres, tutores, guardadores o instituciones, 
inmediatamente antes del hecho. 


La persona de menos de 16 años de edad, en con- 
secuencia, debe haber sido desplazada ilícitamente 
de su centro habitual de vida, encontrándose en el 
Uruguay. 


ARTÍCULO 2“.- Se excluye expresamente del 
proceso regulado en la presente ley la decisión sobre 
el fondo del asunto de la guarda, la que es materia 
privativa de la jurisdicción del Estado de residencia 
habitual de la persona de menos de 16 años de edad. 
Mientras se tramita la solicitud de restitución quedan 
en suspenso los procesos tendientes a resolver sobre 
el fondo de la guarda o custodia, que puedan encon- 
trarse en trámite. 


ARTÍCULO 37.- Normas procesales y princi- 
pio interpretativo.- El procedimiento estará regido 
por la Constitución de la República, la Convención 
de La Haya sobre los Aspectos Civiles de la Sustrac- 
ción Internacional de Menores aprobada por Ley 
N* 17.109, de 21 de mayo de 1999, la Convención 
Interamericana sobre Restitución Internacional de 
Menores, ratificada por Ley N* 17.335, de 17 de mayo 
de 2001, la presente ley, la Ley N* 17.823, de 7 de 
setiembre de 2004 (Código de la Niñez y la Adoles- 
cencia) y la Ley N* 15.982, de 18 de octubre de 1988 
(Código General del Proceso). 


Se consagra como principio rector de interpreta- 
ción y, en su caso, de integración, el del interés su- 
perior del niño. Considerándose tal a los efectos de 
la presente ley, el derecho a no ser trasladado o re- 
tenido ilícitamente y a que se dilucide ante el Juez 
del Estado de su residencia habitual la decisión so- 
bre su guarda o custodia; a mantener contacto fluido 
con ambos progenitores y sus familias y a obtener una 
rápida resolución de la solicitud de restitución o de 
visita internacional. 


ARTÍCULO 4”.- Competencia.- Se determinará 
conforme a las normas generales, con especial aplica- 
ción por el Tribunal especializado de los principios de 
concentración y de pronta y eficiente administración de 
justicia, tanto en primera instancia como en apelación. 


Serán competentes en la Primera Instancia, los 
Juzgados de la Materia de Familia que designe la Su- 
prema Corte de Justicia, dentro del sistema de tur- 
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nos que la misma establecerá. Serán competentes en 
Segunda Instancia, los Tribunales de Apelaciones de 
Familia. Para determinar la competencia en razón de 
lugar, se atendrá al lugar donde se encontrare la per- 
sona de menos de 16 años de edad. 


A los efectos de las solicitudes de localización, se- 
rán competentes los Juzgados Letrados de Primera 
Instancia de Familia que designe la Suprema Corte 
de Justicia, sin perjuicio de la aplicación, una vez 
efectuada la localización correspondiente, del criterio 
definido en el inciso segundo del presente artículo. 


ARTÍCULO 5“.- Legitimación Activa.- Será 
titular de la acción de restitución aquel padre, ma- 
dre, tutor, guardador u otra persona, institución u 
organismo que fuere titular del derecho de guarda 
o de custodia, conforme al régimen jurídico del país 
de residencia habitual de la persona de menos de 16 
años de edad, inmediatamente antes de su traslado o 
retención. 


ARTÍCULO 6”.- Legitimación Pasiva.- Estará 
legitimado pasivamente, aquel que es denunciado por 
quien tiene la titularidad activa, como la persona que 
ha sustraído o retiene en forma ilegítima a la persona 
de menos de 16 años de edad cuyo desplazamiento o 
retención constituye la causa de la solicitud. 


ARTÍCULO 7'.- Asistencia o representación 
de la persona de menos de 16 años de edad. - Será 
preceptiva la designación de un abogado defensor a la 
persona de menos de 16 años de edad, que la asista y 
represente según la evolución de sus facultades, apre- 
ciado a criterio del Tribunal que entiende en la causa. 


ARTÍCULO 8“.- De la intervención del re- 
presentante del Ministerio Público.- De toda 
pretensión de restitución internacional de personas 
de menos de 16 años de edad se dará cuenta al Mi- 
nisterio Público quien, en cumplimiento del deber de 
intervención preceptiva, comparecerá ante el Tribu- 
nal a los efectos de ser noticiado de las resultancias 
del proceso y a ejercer los actos que le competen. Su 
ausencia no implicará dilación del trámite. 


La competencia se fijará de acuerdo con las nor- 
mas generales que rigen su intervención. Ninguna 
discusión sobre este extremo implicará detención o 
paralización del trámite. 


ARTÍCULO 9”.- Autoridad Policial.- La autori- 
dad policial prestará sin demoras la colaboración en 
notificaciones, conducciones y otras diligencias, en 
cuanto le sea requerida. 


ARTÍCULO 10.- Autoridad Central.- Alos efec- 
tos del cumplimiento de los cometidos por el artículo 
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7 de la Convención de La Haya sobre los Aspectos 
Civiles de la Sustracción Internacional de Menores 
aprobada por Ley N* 17.109, de 21 de mayo de 1999 
y artículo 7 de la Convención Interamericana sobre 
Restitución Internacional de Menores ratificada por 
Ley N* 17.335, de 17 de mayo de 2001, se consagra 
que la Autoridad Central deberá ser informada por 
el Tribunal de las actuaciones y tendrá libre acceso 
a las mismas. Podrá participar de las audiencias que 
se convoquen a cuyos efectos deberá ser notificada. 


ARTÍCULO 11.- Fase preliminar.- La demanda 
o solicitud de restitución, que deberá ajustarse a los 
requisitos establecidos en los artículos 8 de la Con- 
vención de La Haya sobre los Aspectos Civiles de la 
Sustracción Internacional de Menores aprobada por 
Ley N* 17.109, de 21 de mayo de 1999 y 9 de la Con- 
vención Interamericana sobre Restitución Internacio- 
nal de Menores ratificada por Ley N* 17.335, de 17 de 
mayo de 2001, se podrá presentar en forma directa 
ante el Tribunal competente, vía exhorto o carta roga- 
toria, o por solicitud directa ante la Autoridad Central 
(artículo 8 de la Convención Interamericana sobre 
Restitución Internacional de Menores, ratificada por 
Ley N* 17.335, de 17 de mayo de 2001). Si los recau- 
dos fueren insuficientes o carecieren de los requisitos 
necesarios para su validez se peticionará vía Autori- 
dad Central la remisión de nueva documentación al 
Estado requirente dentro de un plazo razonable. 


El Tribunal competente tomará conocimiento in- 
mediato, ordenará las más urgentes medidas para la 
localización y protección de la persona de menos de 
16 años de edad: cierre de fronteras, retención de 
documentación de viaje de la persona y de quien pre- 
suntamente la ha sustraído. 


Verificada la localización, lo comunicará de inme- 
diato al Estado requirente vía Autoridad Central o a 
través del organismo que haga sus veces. 


La Autoridad Central del Estado actuará de mane- 
ra de conseguir la restitución voluntaria de la persona 
de menos de 16 años de edad. 


A partir de dicha noticia, en caso que se hubiere 
solicitado la previa localización de la persona de me- 
nos de 16 años de edad, comenzará a correr un plazo 
de 30 (treinta) días a efectos de la correspondiente 
presentación de demanda o solicitud de restitución, 
para el caso de que esta no se hubiese deducido. Ven- 
cido el mismo, las medidas adoptadas liminarmente 
caducarán de pleno derecho. 


La documentación que se acompañe a la demanda 
o solicitud de restitución, con el fin de acreditar la 
legitimación activa del requirente (copia de sentencia 
o convenio homologado) y demás recaudos, deberá 


CÁMARA DE SENADORES 


14 de junio de 2011 


presentarse traducida, en caso de así corresponder, 
no requiriéndose su legalización (artículo 23 de la 
Convención de La Haya sobre los Aspectos Civiles de 
la Sustracción Internacional de Menores aprobada 
por Ley N* 17.109, de 21 de mayo de 1999 y 9.4 de la 
Convención Interamericana sobre Restitución Inter- 
nacional de Menores, ratificada por Ley N* 17.335, 
de 17 de mayo de 2001). 


ARTÍCULO 12.- Procedimiento.- Una vez pre- 
sentada la demanda o solicitud de restitución, el Tri- 
bunal procederá a la calificación de las condiciones 
de admisibilidad y legitimación activa, según las defi- 
niciones de los artículos 1” y 5* de esta ley. 


A los efectos de esta última, el peticionante deberá 
acreditar la verosimilitud de su derecho, demostran- 
do sumariamente en la solicitud o demanda que se 
encuentra en el ejercicio de la guarda o custodia, de 
conformidad con lo dispuesto por el artículo 1% de la 
presente ley. 


La presentación de la demanda o solicitud de 
restitución ante el Tribunal competente marcará la 
fecha de iniciación de los procedimientos a los efec- 
tos establecidos en el artículo 12 incisos primero y 
segundo de la Convención de La Haya sobre los As- 
pectos Civiles de la Sustracción Internacional de Me- 
nores aprobada por Ley N” 17.109, de 21 de mayo 
de 1999 y 14 de la Convención Interamericana sobre 
Restitución Internacional de Menores, ratificada por 
Ley N* 17.335, de 17 de mayo de 2001. 


ARTÍCULO 13.- Si el Tribunal rechaza liminar- 
mente la demanda o solicitud de restitución, la re- 
solución admite el recurso de apelación, interpuesto 
dentro de los tres días siguientes a la notificación. 


Si la denegatoria fuese confirmada en segunda 
instancia, dicha resolución deberá comunicarse al 
Estado requirente para que una vez notificados los 
interesados queden habilitados a iniciar las acciones 
que puedan corresponder. 


ARTÍCULO 14.- Admitida la demanda, en vein- 
ticuatro horas el Tribunal despachará mandamiento 
de restitución; citará de excepciones por el término 
de diez días al requerido; dispondrá las medidas cau- 
telares necesarias a los efectos de la protección y su- 
jeción de la persona de menos de 16 años de edad al 
país, dictando el cierre de fronteras y la retención de 
documentación para viajar de la persona de menos de 
16 años de edad y de la persona que la ha sustraído, 
o bien, modificará o mantendrá las adoptadas inicial- 
mente; designará Defensor a la persona de menos de 
16 años de edad de no haber sido designado anterior- 
mente; designará en todos los casos un Defensor del 
solicitante que actuará con las facultades de repre- 
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sentación -salvo que el mismo lo designe personal- 
mente- y notificará la decisión al Ministerio Público. 
Comunicará tal decisión a la Autoridad Central a sus 
efectos. 


No se admitirán cuestiones previas, incidentes 
ni reconvenciones que obsten a la prosecución del 
trámite. 


ARTÍCULO 15.- Oposición de excepciones.- 
La defensa del demandado deberá realizarse en escri- 
to fundado al que deberá acompañarse toda la prueba 
de que haya de valerse. Será válida la oposición cuan- 
do se exprese y demuestre que: 


a) la persona, institución u organismo que se hu- 
biere hecho cargo de la persona de menos de 16 años 
de edad, no ejercía de modo efectivo el derecho de 
custodia en el momento en que fue trasladada o rete- 
nida o había consentido o posteriormente aceptado el 
traslado o retención; 


b) existe un grave riesgo de que la restitución de 
la persona de menos de 16 años de edad la exponga a 
un peligro físico, psíquico o que de cualquier otra ma- 
nera ponga a la persona en una situación intolerable. 


ARTÍCULO 16.- Se podrá rechazar asimismo la 
solicitud de restitución: 


a) si se comprobare que la persona de menos de 
16 años de edad se opone por motivos fundados a re- 
gresar y, a juicio del Tribunal, su edad y madurez jus- 
tificare tomar en cuenta su opinión (artículo 8” de la 
Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004, Código de 
la Niñez y la Adolescencia); 


b) si dicha solicitud se presentó vencido el año del 
traslado o retención ilegal y se prueba que la persona 
de menos de 16 años de edad se ha integrado a su 
nuevo centro de vida; 


c) cuando sea manifiestamente violatoria de los 
principios fundamentales en materia de protección 
de los derechos humanos y libertades fundamentales. 


El Tribunal rechazará sin sustanciar toda excep- 
ción fuera de las enumeradas en los artículos 15 y 16 
de la presente ley. 


ARTÍCULO 17.- Si no fueren opuestas excepcio- 
nes quedará firme el mandamiento de restitución y se 
dispondrá hacer efectivo el mismo comunicándolo a 
la Autoridad Central. 


Se hará saber al Estado requirente, en su caso, 
que si dentro de los 30 (treinta) días calendario desde 
que fuere comunicada la sentencia no adopta las me- 
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didas necesarias a efectos del traslado de la persona 
de menos de 16 años de edad, quedarán sin efecto 
la restitución ordenada y las providencias adoptadas. 


ARTÍCULO 18.- Opuestas excepciones, se sus- 
tanciarán con un traslado al requirente por el térmi- 
no de 6 (seis) días. 


Contestadas las excepciones o vencido el término, 
se convocará a audiencia que se celebrará dentro de los 
3 (tres) días de haber sido puestos los autos al Despacho 
al efecto. En dicha providencia, el Tribunal se expedirá 
sobre los medios probatorios ofrecidos por las partes, 
rechazando in límine toda aquella prueba inadmisible, 
inconducente o manifiestamente impertinente. 


La resolución que admita o deniegue el despacho 
de diligencias probatorias será apelable con efecto di- 
ferido. 


El número de testigos se limitará a tres por cada 
parte. 


ARTÍCULO 19.- La audiencia será presidida por 
el Tribunal y no dejará de celebrarse por ausencia de 
alguno de los citados. 


En ella se tentará la conciliación, la que verifi- 
cada se hará constar en Acta y será homologada por 
el Juez. De no ser posible, será oído el Ministerio 
Público y se resolverán, de haberse planteado, las 
cuestiones procesales que obsten a la decisión final. 
Se procederá a la fijación de los puntos de debate y 
se diligenciarán los medios probatorios dispuestos, a 
cuyo fin la audiencia podrá ser prorrogada hasta por 
setenta y dos horas. 


Se oirá a la persona de menos de 16 años de edad, 
a las partes y al Ministerio Público. La ausencia de este 
último no obstará a la prosecución del trámite ni al dic- 
tado de sentencia. De acuerdo con la edad y circuns- 
tancias de la persona cuya restitución se solicita será 
oída directamente por el Tribunal o a través de profe- 
sionales especializados designados por el Tribunal. 


A los fines de su dictado, podrá el Tribunal prorro- 
gar la audiencia hasta por veinticuatro horas. 


ARTÍCULO 20.- Segunda Instancia.- La sen- 
tencia definitiva será pasible del recurso de apelación 
interpuesto dentro del tercer día siguiente a la noti- 
ficación y sustanciado con un traslado por idéntico 
plazo a las partes, al Ministerio Público y al defensor 
de la persona de menos de 16 años de edad. 


El recurso de apelación será concedido con efecto 
suspensivo. 
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Los autos serán elevados dentro del término de 
veinticuatro horas de evacuados los traslados. 


El Tribunal de Alzada se expedirá dentro del cuar- 
to día. Podrá hacerlo en audiencia o dictarse decisión 
anticipada. 


La segunda instancia debe tramitarse dentro de 
los plazos máximos establecidos en los artículos de 
la Convención de La Haya sobre los Aspectos Civiles 
de la Sustracción Internacional de Menores aproba- 
da por Ley N” 17.109, de 21 de mayo de 1999 y la 
Convención Interamericana sobre Restitución Inter- 
nacional de Menores ratificada por Ley N* 17.335, de 
17 de mayo de 2001. 


ARTÍCULO 21.- Del contenido de la senten- 
cia.- Se ordenará la restitución en todo caso cuando 
se tratare de una persona de menos de 16 años de 
edad, que haya sido trasladada o retenida ilícitamen- 
te en violación de un derecho de guarda o custodia 
efectivamente ejercido al momento del hecho en el 
país de su residencia habitual. El fallo ordenará la 
prevención para el Estado requirente señalada en el 
artículo 17 de la presente ley, si así correspondiere. 
Los gastos de restitución serán de cargo del actor o en 
su caso del Estado requirente. 


ARTÍCULO 22.- Restitución segura.- El Tribu- 
nal no podrá denegar la restitución de una persona de 
menos de 16 años de edad basándose en lo dispuesto 
en el literal b) del artículo 13 del Convenio de La 
Haya sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción In- 
ternacional de Menores aprobada por Ley N* 17.109, 
de 21 de mayo de 1999 y literal b) del artículo 11 de 
la Convención Interamericana sobre Restitución In- 
ternacional de Menores ratificada por Ley N* 17.335, 
de 17 de mayo de 2001, si se demuestra que se han 
adoptado las medidas adecuadas para garantizar la 
protección de la misma tras la restitución. 


ARTÍCULO 23.- Si ha transcurrido un lapso ma- 
yor a un año entre la fecha de la solicitud o demanda 
de restitución y la de sustracción o retención ilícitas, 
podrá asimismo ser ordenada la restitución, según las 
circunstancias acreditadas en la causa, salvo demos- 
tración durante el proceso que la persona de menos 
de 16 años de edad ha quedado integrada a su nuevo 
ambiente, y en este caso, solo si a juicio del Juez la 
permanencia en este resulta favorable a su prioritario 
interés. En caso contrario, podrá siempre ordenar la 
restitución (artículo 18 de la Convención de La Haya 
sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacio- 
nal de Menores aprobada por Ley N* 17.109, de 21 de 
mayo de 1999 y artículo 17 de la Convención Intera- 
mericana sobre Restitución Internacional de Menores 
ratificada por Ley N* 17.335, de 17 de mayo de 2001). 
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ARTÍCULO 24.- Impugnaciones.- Serán pasi- 
bles del recurso de apelación únicamente la senten- 
cia que disponga el rechazo liminar -en cuyo caso la 
apelación no se sustancia- y la sentencia definitiva. 


En segunda instancia podrá convocarse a audien- 
cia o dictarse decisión anticipada; en este último 
caso, el plazo para deducir el recurso de aclaración y 
ampliación será de cuarenta y ocho horas, debiéndo- 
se decidir dentro de las cuarenta y ocho horas. 


Contra la sentencia de segunda instancia no se 
admitirá otro recurso. 


ARTÍCULO 25.- Visita.- La solicitud que tiene 
por objeto hacer efectivo el derecho de visitas por 
parte de sus titulares en los casos previstos en los 
Convenios Internacionales de Restitución, seguirá el 
procedimiento establecido en la presente ley. 


El derecho de visitas comprenderá el derecho de 
llevar a la persona de menos de 16 años de edad, por 
un período de tiempo limitado, a otro país diferente 
a aquel en que tiene su residencia habitual.No cons- 
tituye requisito necesario para la procedencia de la 
solicitud de visitas, en el marco de los Convenios In- 
ternacionales de Restitución, la existencia de un pre- 
vio traslado o retención ilícitos, ni la existencia de un 
régimen de visitas establecido con anterioridad. 


ARTÍCULO 26.- El Tribunal nacional, requerida 
su intervención, en caso de existencia de régimen de 
visitas fijado en sentencia ejecutoriada o por conve- 
nio homologado judicialmente, puede incluso modifi- 
car dicho régimen en caso de que sea necesario. 


Intervendrá en la cuestión de las visitas, en ejercicio 
de su jurisdicción natural, en carácter de jurisdicción 
más próxima, y sin perjuicio de la competencia origi- 
naria del Juez del Estado de residencia habitual, ya sea 
cuando haya denegado la solicitud de restitución o bien 
en los casos en que, habiéndose logrado la auto com- 
posición del litigio, se obtiene la restitución voluntaria. 


Recibida la solicitud o demanda, se correrá trasla- 
do de 6 (seis) días hábiles y se convocará a audiencia 
en que se dictará sentencia. 


Dispondrá sobre el régimen de visitas, siempre 
bajo el apercibimiento para las partes de que el in- 
cumplimiento hará incurrir al trasgresor en traslado 
o retención ilícitos, a los efectos establecidos por la 
Convención de La Haya sobre los Aspectos Civiles de 
la Sustracción Internacional de Menores aprobada 
por Ley N* 17.109, de 21 de mayo de 1999 y en la 
Convención Interamericana sobre Restitución Inter- 
nacional de Menores ratificada por Ley N* 17.335, de 
17 de mayo de 2001. 
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ARTÍCULO 27.- Si no hubiere régimen estable- 
cido, el proceso de visitas constará de demanda o so- 
licitud, reguladas en lo aplicable por los artículos 2% a 
10 de la presente ley. Se sustanciará con un traslado 
por 6 (seis) días a quien tuviera la tenencia circuns- 
tancial de la persona de menos de 16 años de edad. 


Se convocará a audiencia donde se tentará la con- 
ciliación, se diligenciará la prueba, se escuchará a las 
partes y al Ministerio Público y se dictará sentencia, 
aplicándose en lo pertinente los artículos 17 a 20 y 24 
de la presente ley. 


ARTÍCULO 28.- Comunicaciones judiciales 
directas.- La Suprema Corte de Justicia designará 
un Juez de Enlace con el cometido de facilitar las co- 
municaciones judiciales directas sobre los asuntos en 
trámite comprendidos por la presente ley entre los 
Tribunales Extranjeros y los Tribunales Nacionales. 


Las consultas podrán ser recíprocas, se realizarán 
por intermedio del Juez de Enlace y se dejará cons- 
tancia de las mismas en los respectivos expedientes, 
con comunicación a las partes.” 


16) SOLICITUD DE VENIA DEL PODER 
EJECUTIVO PARA CONFERIR ASCENSOS 
AL GRADO DE CORONEL DE LA FUERZA 
AÉREAA VARIOS TENIENTES CORONELES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el 
asunto que figura en tercer término del Orden del 
Día: “Informe de la Comisión de Defensa Nacional 
relacionado con la solicitud de venia remitida por el 
Poder Ejecutivo, a fin de conferir el ascenso al grado 
de Coronel de la Fuerza Aérea Uruguaya, con fecha 1? 
de febrero de 2011, a varios señores Tenientes Coro- 
neles. (Carp. N* 510/11 - Rep. N* 305/11)”. 


(Antecedentes: ) 


“Carp. N* 510/11 
Rep. N* 305/11 


PODER EJECUTIVO 


Ministerio de Defensa Nacional 
Montevideo, 31 de marzo de 2011. 


Señor Presidente de la Cámara de Senadores 
Contador Danilo Astori 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a 
ese Cuerpo solicitando las venias correspondientes 
para conferir los Ascensos al grado de Coronel de la 
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Fuerza Aérea Uruguaya, con fecha 1” de febrero de 
2011, a los siguientes señores Tenientes Coroneles, 
de conformidad con lo establecido en el numeral 11 
del artículo 168 de la Constitución de la República. 


ESCALAFÓN “A” (AVIADORES) 


Por el Sistema de Antigúedad, Aptitudes y Sufi- 
ciencia 


-Tenientes Coroneles (Av.) don Tomás J. Martínez, 
don Luis H. De León, don Alberto De Medina, don 
Marcelo Deus, don Daniel E. Méndez, don Alejandro 
H. Arocena, don Fernando R. Colina, don Fernando 
De Medina, don Hugo I. Parentini, don Álvaro G. 
Loureiro, don Pedro F. Bielenberg y don Rodolfo D. 
Pereyra. 


ESCALAFÓN “C” (SEGURIDAD TERRESTRE) 


Por el Sistema de Antigúedad, Aptitudes y Sufi- 
ciencia 


-Teniente Coronel (S.T.) don Alberto Spada. 


ESCALAFÓN “D” (ADMINISTRACIÓN Y ABAS- 
TECIMIENTO) 


Por el Sistema de Antigúedad, Aptitudes y Sufi- 
ciencia 


-Tenientes Coroneles (A.A.) don Mirco D. Rodrí- 
guez, don Nelson F Cortazzo y don Ricardo E. Ca- 
vadini. 


ESCALAFÓN “F” (COMUNICACIONES Y ELEC- 
TRÓNICA) 


Por el Sistema de Antigúedad, Aptitudes y Sufi- 
ciencia 


-Teniente Coronel (C. y E.) don Hugo D. Cardoso. 
ESCALAFÓN “G” (METEOROLOGÍA) 


Por el Sistema de Antigúedad, Aptitudes y Sufi- 
ciencia 


-Teniente Coronel (Met.) don Ciro A. Fonseca. 


Saluda al señor Presidente con la mayor conside- 
ración. 


JOSÉ MUJICA, Presidente de la República; Luis 
Rosadilla.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto de re- 
solución. 
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(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Artículo Único.- Concédense al Poder Ejecuti- 
vo las venias solicitadas para conferir los ascensos al 
grado de Coronel de la Fuerza Aérea Uruguaya, con 
fecha 1% de febrero de 2011, a los siguientes señores 
Tenientes Coroneles, de conformidad con lo estable- 
cido en el numeral 11 del artículo 168 de la Constitu- 
ción de la República. 


ESCALAFÓN “A” (AVIADORES) 


Por el Sistema de Antigúedad, Aptitudes y Sufi- 
ciencia: 


Tenientes Coroneles (Av.) don Tomás J. Martínez, 
don Luis H. De León, don Alberto De Medina, don 
Marcelo Deus, don Daniel E. Méndez, don Alejandro 
H. Arocena, don Fernando R. Colina, don Fernando 
De Medina, don Hugo I. Parentini, don Álvaro G. 
Loureiro, don Pedro F. Bielenberg y don Rodolfo D. 
Pereyra. 


ESCALAFÓN “C” (SEGURIDAD TERRESTRE) 


Por el Sistema de Antigúedad, Aptitudes y Sufi- 
ciencia 


Teniente Coronel (S.T.) don Alberto Spada. 


ESCALAFÓN “D” (ADMINISTRACIÓN Y ABAS- 
TECIMIENTO) 


Por el Sistema de Antigúedad, Aptitudes y Sufi- 
ciencia: 


Tenientes Coroneles (A.A.) don Mirco D. 
Rodríguez, don Nelson F. Cortazzo y don Ricardo E. 


Cavadini. 


ESCALAFÓN “F” (COMUNICACIONES Y ELEC- 
TRÓNICA) 


Por el Sistema de Antigúedad, Aptitudes y Sufi- 
ciencia: 


Teniente Coronel (C. y E.) don Hugo D. Cardoso. 
ESCALAFÓN “G” (METEOROLOGÍA) 


Por el Sistema de Antigúedad, Aptitudes y Sufi- 
ciencia: 


Teniente Coronel (Met.) don Ciro A. Fonseca”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 
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No está presente el Miembro Informante, señor 
Senador Viera. 


SEÑOR PENADÉS.- ¡Que se vote, señor Presi- 
dente! 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se ha sugerido que se 
vote y, si no hay inconveniente al respecto, así se pro- 
cederá. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la 
solicitud de venia a la que refiere el tercer punto del 
Orden del Día. 


(Se vota:) 
-22 en 23. Afirmativa. 


Ha quedado aprobado el proyecto de resolución, 
que se comunicará al Poder Ejecutivo. 


17) SOLICITUD DE VENIA DEL PODER 
EJECUTIVO PARA DESTITUIR DE SUS 
CARGOS A VARIOS FUNCIONARIOS 
PÚBLICOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde que el Se- 
nado pase a Sesión secreta para considerar el asunto 
que figura en cuarto término del Orden del Día. 


(Así se hace. Es la hora 10 y 53 minutos.) 
(En Sesión pública.) 

-Habiendo número, continúa la Sesión. 

(Es la hora 11 y 16 minutos.) 

-Dese cuenta de lo actuado en Sesión secreta. 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- El Senado, en Sesión secreta, concedió al Poder 
Ejecutivo la venia solicitada para destituir de sus car- 
gos a tres funcionarios del Ministerio de Salud Pú- 
blica, una funcionaria del Ministerio de Economía y 
Finanzas y una funcionaria del Ministerio de Educa- 
ción y Cultura. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se realizarán las comu- 
nicaciones pertinentes. 


18) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRA- 
CION DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase una solicitud de 
licencia. 
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(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 14 de junio de 2011. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Danilo Astori 
Presente 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo me 
conceda licencia al amparo del artículo 1% de la Ley 
N* 17.827, de 14 de setiembre de 2004, desde el 22 
de junio al 3 de julio de 2011, por ser invitado por 
el Consejo Internacional de Parlamentarios Judíos 
a participar de un Encuentro Internacional en 
Jerusalén. 


Sin otro particular, saluda al Señor Presidente 
muy atentamente, 


Alberto Couriel. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-17 en 18. Afirmativa. 


Se comunica que los señores Yamandú Orsi y Da- 
niel Garín han presentado nota de desistimiento, in- 
formando que por esta vez no aceptan la convocatoria 
a integrar el Cuerpo, por lo que queda convocado el 
señor Daniel Montiel, a quien ya se ha tomado la pro- 
mesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 14 de junio de 2011. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Cr. Danilo Astori 
Presente 


A través de la presente solicito al Cuerpo me 
conceda licencia al amparo del artículo 1% de la Ley 
N* 17.827, de 14 de setiembre de 2004, en virtud de 
obligaciones notorias, inherentes a mi representación 
política, por el período comprendido entre el viernes 
1 de julio y viernes 15 de julio del 2011. 
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Sin otro particular, saluda al Señor Presidente 
muy atentamente, 


Tabaré Viera Duarte. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Oportunamente se convocará al suplente respectivo. 


19) LEVANTAMIENTO DE LA SESIÓN 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asun- 
tos, se levanta la Sesión. 


(Así se hace, a la hora 11 y 18 minutos, 
presidiendo el señor Danilo Astori y estando 
presentes los señores Senadores Agazzi, 
Baráibar, Bordaberry, Couriel, Da Rosa, 
Gallo Imperiale, Gamou, Lorier, Martínez, 
Moreira (Constanza), Nin Novoa, Obispo, 
Pasquet, Tajam, Topolansky y Xavier.) 
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